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 Desde hace varios años el movimiento homosexual inició una lucha a 
nivel mundial por la reivindicación de sus derechos, ya que es una minoría que 
ha sido víctima del rechazo social y de grandes vejaciones. Una de las últimas 
consignas de dicho movimiento ha sido la búsqueda de la apertura del 
matrimonio para personas del mismo sexo, ya que este es un instituto de gran 
trascendencia social y jurídica, pero sobre todo para que sus relaciones 
afectivas sean tuteladas como familia. 
El concepto de familia ha ido evolucionando a través de la historia, pues 
inicialmente solo se consideraba como tal al grupo formado por padre, madre e 





grupos con diferente conformación, pues lo importante es que exista un vínculo 
jurídico familiar que los una, el cual viene dado por el matrimonio, la unión de 
hecho, filiación, adopción y parentesco.  
 De la misma manera, el concepto de matrimonio como base esencial de 
la familia, también ha ido evolucionando, ya que anteriormente su principal 
objetivo era la procreación, para ser en la actualidad una institución que se 
caracteriza por la igualdad de derechos de los cónyuges y cuyos fines 
principales son la cooperación y el mutuo auxilio. Más aún, la figura de la unión 
de hecho por ser relativamente reciente y de carácter informal, tiende a ser 
más cambiante, por lo que se adapta con más facilidad a las necesidades 
sociales, pero sigue estando limitado a que los compañeros de hecho tengan 
aptitud legal para contraer matrimonio, por lo que se restringe la figura. 
 La prohibición del matrimonio entre personas del mismo sexo tiene 
relación con varios derechos fundamentales, de ellos los más relevantes son la 
igualdad, no discriminación, dignidad humana, intimidad, matrimonio y 
constitución de la familia. 
 En el ámbito internacional, a partir del año 1989 se inició en Europa un 
movimiento tendiente al reconocimiento de derechos a las parejas formadas 
por personas del mismo sexo, el cual se ha extendido a todo el mundo 
existiendo en la actualidad  gran cantidad de países que reconocen algún tipo 
de status a estas parejas, llámese unión civil, pareja registrada, sociedad 
domestica, entre otros. Sin embargo, el mayor avance se ha dado en Holanda, 





ordenamientos jurídicos el matrimonio entre parejas homosexuales. Asimismo, 
en el Estado de Massachussets de los Estados Unidos de América también se 
dio la apertura del matrimonio. 
 En nuestro país la discusión acerca del tema es muy reciente, pues la 
sociedad costarricense, en gran parte por la influencia de la religión católica, 
sigue teniendo reservas respecto a este tema.  
 No obstante las consideraciones religiosas, al realizarse un análisis 
netamente jurídico, de acuerdo a las normas contenidas en la Constitución 
Política y en los diversos tratados de derechos humanos suscritos por el país, 
se determina que la prohibición contenida en el artículo 14 inciso 6 del Código 
de Familia, la cual impide a las parejas homosexuales contraer matrimonio,  
resulta inconstitucional por violación a varios derechos: 
- El derecho a la igualdad, pues las pocas diferencias existentes entre parejas 
homosexuales y heterosexuales no justifican un trato distinto, por lo que la 
prohibición es irrazonable y desproporcional,  además porque no se persigue 
ningún fin constitucional. 
- El derecho a la no discriminación, ya que la prohibición crea una restricción 
basada únicamente en una preferencia sexual que impide a las parejas 
homosexuales gozar de los mismos derechos que las parejas heterosexuales. 
- El derecho a la dignidad humana, al convertir a la población homosexual en 






- Derecho a la intimidad y a la libre determinación, debido a que la prohibición 
no afecta ni la moral, ni las buenas costumbres, pues estas son valoraciones 
que corresponden a la esfera individual; no afecta el orden publico, ya que la 
homosexualidad no es una enfermedad o una perversión y tampoco afecta a 
terceros, pues lo único que podría considerarse afectado son susceptibilidades 
que no deben ser objeto del derecho. 
- El derecho al matrimonio y a constituir una familia, debido a que se está 
dando una limitación al ius connubii sin que se cumplan las condiciones 
necesarias exigidas por ley, pues para que el Estado pueda limitar el derecho 
al matrimonio se debe buscar un fin socialmente relevante, lo que no se da en 
este caso, debido a que lo único que se protege son costumbres y tradiciones 
de la sociedad que han sido positivizadas en el ordenamiento jurídico. Con esta 
limitación también se vulnera directamente el derecho a constituir una familia, 
pues según lo establecido en la Constitución Política, el matrimonio es la base 
esencial de la familia, término que en la actualidad a pesar de la evolución que 
ha tenido, es inaplicable a las parejas homosexuales, a las cuales no se les 
brinda la protección que el Estado contempla para este núcleo familiar.  
A pesar de las reservas que aun tiene la sociedad costarricense 
respecto a este tema, en el año dos mil tres se planteó una acción de 
inconstitucionalidad contra el artículo que contiene la prohibición estudiada, por 
lo cual se da el voto 7262 del año dos mil seis, en el cual la mayoría de la sala 
consideró que la prohibición es acorde con el derecho de la constitución, pues 





heterosexuales no están en igualdad de condiciones, sin embargo, no se indica 
en que radica la diferencia. Además afirman que la prohibición es válida, ya 
que con ella se protege el concepto de matrimonio concebido por el 
constituyente originario, que es el heterosexual monogámica.  
Actualmente se está tramitando en la Asamblea Legislativa un proyecto 
de ley, que de ser aprobado, otorgaría a las parejas homosexuales los mismos 
efectos civiles que tienen las parejas heterosexuales casadas, con más 
ventajas, principalmente la ausencia de un plazo mínimo para poder disolver el 
vínculo por mutuo acuerdo, reducción del plazo de separación de hecho como 
causal de disolución, al igual que el plazo de convivencia que se debe dar para 
que se reconozca la unión de hecho, lo que resultaría discriminatorio para las 
parejas heterosexuales, ya que el proyecto de ley está concebido solo para 
parejas homosexuales. 
Con la eliminación de la norma que impide a las parejas homosexuales 
el derecho a contraer matrimonio, se extenderían a estas parejas todos los 
efectos que el ordenamiento jurídico contempla para la institución del 
matrimonio, como la legitimación para solicitar la interdicción  y la curatela, 
efectos patrimoniales como el régimen de gananciales, capitulaciones 
matrimoniales y afectación a patrimonio familiar, la pensión alimentaria, el 
régimen de seguridad social que incluye tanto el seguro de salud como la 
pensión por viudez, el ser considerados como víctima dentro de un proceso 
penal, entre otros, pero de todos los efectos que se reconocerían a las parejas 





de adoptar, sin embargo, en varios países se han hecho estudios respecto a la 
conveniencia o no de dar en adopción niños a parejas homosexuales y se ha 
determinado que el desarrollo de un niño criado por una pareja homosexual es 
igual al de un niño educado por heterosexuales, en todo caso correspondería al 
Patronato Nacional de la Infancia, determinar si una pareja cumple con las 





















El presente trabajo final de graduación titulado  "ESTUDIO SOBRE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LA PROHIBICIÓN DEL MATRIMONIO ENTRE 
PERSONAS DEL MISMO SEXO", consiste en un análisis de la prohibición 
contenida en el artículo catorce inciso seis del Código de Familia que impide a 
las parejas homosexuales optar por el vínculo matrimonial, tanto desde el 
punto de vista del derecho de la constitución, así como de los diversos tratados 
de derechos humanos suscritos por Costa Rica. 
La inquietud por abordar este tema surge por la completa ausencia de 
regulación en el ordenamiento jurídico costarricense de las relaciones afectivas 
entre parejas formadas por personas del mismo sexo, a pesar de que la 
existencia de estas parejas es una realidad que se hace más evidente cada 
día, ya que estas personas están dejando de vivir en la clandestinidad a las 
que se les había orillado.  
Desde hace muchos años las personas con tendencia homosexual han 
sido perseguidas, por considerarse que la homosexualidad es una enfermedad 
o una perversión, al punto de instaurar la sodomía como un delito, el cual aún 
persiste en gran cantidad de países, pero afortunadamente Costa Rica no es 
uno de ellos, pues aunque fue hace muy poco tiempo, dicho delito ya fue 
eliminado del ordenamiento.  
Esta condena, tanto jurídica como social de la homosexualidad ha 
provocado que las personas con esta tendencia vivan en una constante 





homosexual ha desatado una lucha por el respeto de los derechos que les son 
inherentes por su sola condición de seres humanos, lo cual ha dado frutos en 
varios países, pues las autoridades legislativas y judiciales han reconocido 
gran cantidad de derechos a estas personas, tendientes a la búsqueda de la 
igualdad y a la erradicación de la discriminación. 
La apertura del matrimonio ha sido una de las principales consignas de 
este movimiento, ya que es un instituto jurídico que goza de amplia 
trascendencia jurídica y social. 
En el ámbito nacional la discusión respecto al tema ha sido muy 
reciente, producto principalmente de la apertura en otros países de este 
derecho y más concretamente por la acción de inconstitucionalidad planteada 
en el año 2003 contra la norma que impide a las parejas homosexuales 
contraer matrimonio. 
Sin embargo, no debe perderse de vista que debido a la gran influencia 
existente en el ordenamiento jurídico costarricense la religión católica, la cual  
abiertamente condena las relaciones entre personas homosexuales y a lo 
conservadora que sigue siendo nuestra sociedad, la discusión de este tema se 
ha centrado principalmente en apreciaciones morales y culturales, dejándose 
de lado el aspecto jurídico que debería primar en un tema como este. 
A través de la presente investigación se pretende suplir ese vacío, ya 
que se realizó un análisis jurídico del tema, dejando de lado los prejuicios 
morales y las influencias religiosas, mostrándose las posiciones a favor y en 





que tendría en el ordenamiento jurídico una posible aprobación del matrimonio 
entre homosexuales.  
Para tal finalidad la investigación se dividió en cinco capítulos: 
• El capítulo I "LA FAMILIA COMO BASE DE LA SOCIEDAD" establece 
las diferentes acepciones que tiene el concepto de familia, así como su 
evolución y la forma como se concibe este núcleo social actualmente. 
Dentro de este capítulo se desarrollaron tres secciones: "La familia" con 
el fin de exponer los aspectos jurídicos y sociales más importantes 
relacionados con este grupo social y las secciones II y III denominadas 
respectivamente "Matrimonio" y "Unión de hecho", en las que se 
analizan estas figuras como dos de las principales fuentes de la familia.  
• El capítulo II: "DERECHOS RELACIONADOS CON LA PROHIBICIÓN 
DE CONTRAER MATRIMONIO PARA LAS PAREJAS 
HOMOSEXUALES", consiste en una recopilación de los principales 
derechos humanos que se ven afectados con la prohibición objeto de 
estudio. Para tal efecto dicho capítulo se divide en cinco secciones, cada 
una de las cuales contiene un derecho distinto del cual se muestra el 
concepto, los principales instrumentos de derechos humanos que lo 
consagran, así como la regulación a nivel constitucional de cada uno de 
ellos. Dichas secciones son: "Derechos a la igualdad de todas las 
personas", "Derecho a no ser discriminado", "Protección de la dignidad 
humana", "Derecho a la intimidad", "Derecho al matrimonio y protección 





• El capítulo III "REGULACIÓN JURÍDICA A NIVEL INTERNACIONAL DE 
LAS PAREJAS FORMADAS POR PERSONAS DEL MISMO SEXO", se 
divide en dos secciones: la sección I "Países que reconocen el derecho 
a contraer matrimonio", la cual evidencia la evolución que ha tenido el 
ordenamiento jurídico de cada uno de los países que en la actualidad 
reconocen el derecho al matrimonio entre parejas homosexuales. La 
sección II "Reconocimiento civil distinto al matrimonio" expone cuáles 
son las principales figuras a nivel civil que se han creado alrededor del 
mundo para dar algún tipo de reconocimiento jurídico a las parejas 
homosexuales. 
• El capítulo IV "ANALISIS DESDE EL PUNTO DE VISTA 
CONSTITUCIONAL DEL ARTÍCULO 14 INCISO 6 DEL CÓDIGO DE 
FAMILIA", establece las razones por las cuales dicha prohibición es 
inconstitucional a la luz del ordenamiento jurídico vigente en Costa Rica. 
Dicho capítulo se dividió en dos secciones "Análisis de los derechos 
relacionados", en la cual se determina por qué cada uno de los derechos 
estudiados resulta violado a través de norma que impide a las parejas 
homosexuales contraer matrimonio y la sección II "Comparación de la 
regulación propuesta para la unión civil y el régimen matrimonial"  que 
expone las similitudes existentes entre la actual regulación contenida en 
el ordenamiento jurídico costarricense para la institución del matrimonio 






• Finalmente el capítulo V "EFECTOS JURÍDICOS DE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 14.6 DEL CÓDIGO DE 
FAMILIA" a través de sus cuatro secciones "Aspecto familiar", "Aspecto 
patrimonial", "Aspecto de seguridad social" y "Aspecto penal", exponen 
los principales efectos jurídicos que se darían en cada una de estas 
áreas del derecho en caso de que se eliminara la norma que impide a 
las parejas homosexuales contraer matrimonio.   
De este modo se espera que el trabajo realizado sirva al movimiento 
homosexual para que conozcan la realidad de su situación y para 











 Realizar un estudio sobre la inconstitucionalidad en Costa Rica de la 
prohibición del matrimonio entre personas del mismo sexo.  
 
II. Específicos  
 
a) Examinar el instituto de la familia, así como las instituciones del 
matrimonio y la unión de hecho, desarrollando sus principales características, 
elementos y efectos. 
  b) Determinar cuales son los derechos humanos relacionados con la 
prohibición objeto de estudio, así como las principales normas constitucionales 
e internacionales que los contemplan.  
c) Estudiar el abordaje que a nivel jurídico se ha dado en otros países a 
las parejas formadas por personas del mismo sexo. 
d) Analizar a la luz del derecho de la constitución y de los diversos 
tratados de derechos humanos la inconstitucionalidad del artículo 14.6 del 
Código de Familia 
e) Precisar los principales efectos jurídicos que surgirían de la 









ESTADO ACTUAL DE LA CUESTIÓN 
 
A pesar de que la existencia de parejas formadas por personas del 
mismo sexo no es una situación social reciente, pues ha acompañado la 
historia misma del ser humano, lo que si es realmente nuevo, a nivel 
internacional y mucho más aun a nivel nacional es la intención de darles algún 
tipo de reconocimiento en el ordenamiento jurídico, con miras al respeto de los 
derechos humanos de esta población. 
En Costa Rica el tema adquirió relevancia en el plano constitucional 
hasta el 29 de julio del 2003, cuando se presenta ante la Sala Constitucional de 
la Corte Suprema de Justicia una acción de inconstitucionalidad con la que se 
buscaba que se declarara inconstitucional el inciso 6 del artículo 14 del Código 
de Familia en el que de forma expresa se prohíbe el matrimonio de personas 
del mismo sexo. Esta acción tenía como fundamento la negativa del Juzgado 
de Familia de Alajuela para unir en matrimonio al accionante con su pareja, 
debido a que ambos son del mismo sexo, por lo que el accionante consideró 
que con esta negativa se estaban violando sus derecho a la igualdad y que 
además se le estaba imponiendo un determinado modo de pensar, sentir, ser y 
vivir, pues se le estaba negando a él y a su pareja, su derecho a unirse en 
matrimonio. Además en esta acción también se pretendía la declaratoria de 
inconstitucionalidad del artículo 176 del Código Penal, en cuanto sanciona con  
pena de prisión a aquellos que contraigan matrimonio sabiendo que existe un 





que el proceso pendiente no sirve de base para declarar la inconstitucionalidad 
de este artículo por tratarse de un proceso de familia y no de uno penal.  
La Sala Constitucional, a través del voto 7262-2006 determinó que la 
norma no es inconstitucional, pues a juicio de este tribunal existen diferencias 
entre las parejas homosexuales y heterosexuales que justifican un trato 
distinto. Además consideró que con la prohibición se está tutelando la 
concepción que el constituyente originario tenía del instituto del matrimonio., 
por lo que la prohibición no debía eliminarse. 
En el plano internacional la discusión ha sido más amplia, lo que ha 
traído como resultado que en varios países se les haya reconocido a las 
parejas homosexuales el derecho de contraer matrimonio, ejemplo de esto son: 
Holanda que fue el primer país en aprobar el matrimonio como tal entre 
homosexuales en el año 2001, posteriormente lo aprobaron Bélgica en el 2003, 
España y Canadá en el 2005 y finalmente Sudáfrica en el año 2006. Además 
en el Estado de Massachussets se reconoció el derecho al matrimonio en el 
año 2004. Sin embargo, a pesar de que el reconocimiento del derecho al 
matrimonio es relativamente nuevo en el ámbito internacional, con anterioridad 
en varios países se había dado algún tipo de reconocimiento a estas uniones, 
dándoles incluso los mismos efectos del matrimonio. 
Respecto al tema de las relaciones homosexuales en la Universidad de 
Costa Rica existen varios Trabajos Finales de Graduación que lo han tratado, 
pero desde el punto de vista del trabajo social, la psicología y la antropología. 





Tutela Jurídica a las Personas Formadas por Personas del Mismo Sexo: 
uniones estables homoafectivas”, en el cual se denomina al núcleo familiar 
constituido por personas del mismo sexo como uniones estables 
homoafectivas, diferenciándoles de otros institutos del derecho de familia, tales 
como el matrimonio y la unión de hecho, pero merecedoras de un 
reconocimiento similar en el plano jurídico.  
Asimismo, se tuvo acceso a una investigación realizada por la Master en 
Derecho Constitucional Silvia Patiño Cruz denominada “La inconstitucionalidad 
de la prohibición de contraer matrimonio para las personas del mismo sexo en 
el ordenamiento jurídico costarricense”, donde se planteó directamente el 
análisis de la prohibición del matrimonio homosexual en Costa Rica. 
En cuanto a doctrina, a nivel nacional a la fecha no se conocen 
publicaciones que aborden el tema objeto de esta investigación, mientras que a 
nivel internacional existen principalmente dos autoras que han abordado el 
tema desde diversos puntos de vista, ellas son la argentina Graciela Medina y 
la brasileña Maria Berenice Días.  
 
HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 
 
A través de esta investigación se pretende demostrar que la prohibición 
contenida en el inciso 6 del artículo 14 del Código de Familia de Costa Rica es 
inconstitucional, pues a la luz de nuestra Constitución Política, así como de los 





por nuestro país, dicha prohibición es violatoria de los derechos fundamentales 
de los que gozan todas las personas, principalmente el derecho humano a la 




La investigación realizada consistió principalmente en la revisión de 
material bibliográfico, como libros, artículos de revista, Trabajos Finales de 
Graduación, entre otros, que tratan temas directamente relacionados con el de 
esta investigación y que abarcan el ámbito nacional. No obstante se analizó 
doctrina internacional debido al poco tratamiento que se le ha dado a esta 
temática en nuestro país.  
Como material de apoyo, se revisaron los recursos disponibles en 
Internet provenientes de fuentes confiables, sobre todo para examinar la tutela 
que se le otorga a las parejas del mismo sexo a nivel mundial. 
Además se hizo un análisis jurisprudencial de los votos emitidos por la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de nuestro país, para 
determinar el tratamiento que se ha dado en esta instancia a los derechos 
humanos que se relacionan con el tema que se investiga y el voto que trata 
concretamente la acción contra la negativa al matrimonio homosexual. 
Por último, se revisaron proyectos de ley y la legislación vigente 






CAPÍTULO I  
LA FAMILIA COMO BASE DE LA SOCIEDAD 
 
SECCIÓN I: LA FAMILIA 
 
 Cuando se habla de familia se piensa en el núcleo fundamental donde 
los individuos se desarrollan, conviviendo con otros con los que tienen vínculos 
cercanos. Se considera como la base de la sociedad, pues es este pequeño 
grupo social el que mantiene al ser humano relacionado con los otros 
individuos, facilita el desarrollo del sentido de pertenencia y educa sobre los 
valores sociales, en sí, es parte fundamental de la socialización. 
 Por ello es que la misma Constitución Política en su artículo 51 
establece que “La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, 
tiene derecho a la protección del Estado.” Así mismo el Código de Familia 
regula la obligación del Estado de protegerla e instaura el principio de unidad 
de la familia como uno de los principios fundamentales del derecho familiar 
costarricense. 
 Para poder determinar a qué institución es a la que el Estado está 
obligado a brindar protección, se debe precisar la noción de familia y para ello 











La familia, como todas las figuras jurídicas, es una creación social y 
cultural, por lo que existen diferentes concepciones sociológicas de lo que es 
esta institución. Al respecto G. Bossert señala: 
 “La familia es una institución permanente que está integrada por 
personas cuyos vínculos derivan de la unión intersexual, de la 
procreación y del parentesco”1. 
Desde la perspectiva sociológica lo establecido por el derecho como 
familia se limita únicamente a reflejar tardíamente lo que la sociedad ya ha 
elaborado y evolucionado. Difícilmente influye lo regulado en lo existente, el 
deber ser con el ser.2 
En este sentido, en una afirmación pluralista y acorde con los Derechos 
Humanos Mounier sostiene que:  
“La familia es una comunidad natural de personas; es, pues 
superior al Estado, que no es más que un poder de jurisdicción. 
Sus derechos, posteriores a los de sus miembros, son anteriores 
a los del Estado en todo lo que respecta a su existencia como 
comunidad y al bien de sus miembros como personas”3  
A su vez, desde la óptica jurídica autores como Carbonnier 
conceptualizan el instituto de la familia como: 
                                                 
1 BOSSERT, Gustavo y ZANNONI, Eduardo. Manual de derecho de familia, editorial Astrea, Buenos 
Aires, 1990, p. 5 y 6 
2 En este sentido, véase DIEZ-PICAZO, Luis. Familia y Derecho, Editorial Civitas, Madrid, 1984, p. 21 
3 Citado por PÉREZ VARGAS, Víctor.  Matrimonio y Familia en la Declaración Universal de Derechos 





 “Conjunto de personas ligadas por el matrimonio o la filiación, o bien 
como individuos vinculados por lazos de consanguinidad o afinidad 
resultantes a la vez de relaciones matrimoniales o paterno filiales” 4 
Por su parte, Zannoni señala que en sentido jurídico  
“La familia es así el conjunto de personas entre las cuales existen 
vínculos jurídicos, interdependientes y recíprocos, emergentes de la 
unión sexual y la procreación. Allí donde no exista vínculo jurídico no 
existirá tampoco relación jurídica familiar, aunque ello implique una 
discordancia con el vínculo biológico.”5  
En el mismo sentido, tampoco se daría la relación familiar pese al 
vínculo social o de hecho. 
Por otra parte, se ha hecho también referencia a que dentro del 
concepto jurídico existen dos sentidos de familia: el amplio y el restringido. El 
amplio se puede entender como todos los individuos que estén unidos por 
vínculos jurídicos familiares, entendidos estos como el vínculo nacido de una 
relación familiar, ya sea el matrimonio, la filiación, el parentesco, de hecho o 
natural del cual se desprenden derechos y deberes recíprocos. 
Mientras tanto, el sentido restringido hace referencia a lo que se conoce 
como familia nuclear, constituida por los padres y los hijos que se encuentren 
bajo su patria potestad, aunque hay algunos autores que incluyen a los hijos 
mayores. Este sentido es el más relacionado con la protección constitucional, 
                                                 
4 Citado por BRENES CÓRDOBA, Alberto. Tratado de las personas, volumen II, editorial Juricentro, San 
José, 1984, p. 11 





pues la mayor parte de los esfuerzos estatales tendientes a la protección de la 
familia, van direccionados a este tipo de vínculo cercano. 
Sumado a los dos anteriores sentidos, Belluscio agrega un tercero  
denominado intermedio, el cual “Es el grupo social integrado por las gentes que 
viven en una casa, bajo la autoridad del señor de ella”6, siendo este el sentido 
de familia romana, pero con vigencia en algunas figuras que el mismo autor 
señala y que en nuestro derecho se deducen de la afectación a patrimonio 
familiar, ya que esta se puede dar a favor de los hijos o ascendientes que 
habiten en el inmueble. 
Pese a los conceptos anteriores, autores como Graciela Medina afirman 
que las definiciones de familia basadas en el parentesco, se encuentran 
superadas por la realidad y no incluyen todos los tipos de familia existentes. 
Aún así, la realidad muestra que a pesar de que un grupo de personas decida 
vivir bajo las características de convivencia, solidaridad, afectividad, lazos 
emocionales, apoyo moral, permanencia y publicidad, no genera ninguna 
protección ni reconocimiento jurídico como familia. 
Por lo tanto, la familia en sentido jurídico, es un grupo de personas 
continuo, estable, solidario y unido por lazos afectivos, entre las cuales existen 
vínculos jurídicos familiares determinados por derechos y deberes 
personalísimos, interdependientes y recíprocos, que nacen del matrimonio, la 
unión de hecho, la filiación, la adopción, el parentesco o de cualquier otra 
fuente que determine el ordenamiento jurídico.  
                                                 






Entonces, para que el derecho reconozca la existencia de una familia, 
deben darse vínculos jurídicos familiares y al negarse la posibilidad a una 
persona de consolidar dichos lazos, se le niega a su vez la oportunidad de 
conformar una familia, pertenecer a ella y disfrutar la protección que brinda el 




 La familia no es un ideal, sino que es una realidad social y jurídica, por 
ello se presenta de diversas formas, entre las cuales los autores 
tradicionalmente han clasificado y diferenciado entre familia legítima e ilegítima.  
Familia legítima se puede entender como la que nace del vínculo 
matrimonial y se determina más por el hecho de que los hijos hayan nacido 
dentro del matrimonio. Se considera que está caracterizada por mayor 
compromiso, seguridad y estabilidad y es el ideal jurídico de como debe estar 
constituida una familia. De hecho, autores como Mazeu opinan respecto a la 
familia legítima que es: 
 “toda colectividad formada entre padres e hijos; es preciso que esa 
agrupación presente los caracteres de moralidad y estabilidad que 
son los únicos susceptibles de permitirle cumplir su función social; la 





la única familia. Lo que a veces se llama familia natural, no 
constituye familia”7 
Por otra parte, la familia ilegítima es la que se constituye por una pareja 
no unida en matrimonio, sino simplemente por la voluntad de las personas, de 
la cual nacen hijos que no se consideran nacidos en matrimonio y que en otras 
épocas eran tildados de naturales o ilegítimos.  Así Belluscio afirma, contrario a 
Mazeu, que el no cumplir con un ideal ético  
“no implica que la unión de hecho y la procreación fuera del 
matrimonio no den lugar a vínculos que determinan también la 
existencia de una familia extramatrimonial, vínculos cuya regulación 
jurídica también es necesaria, sea cual fuere el criterio que se 
adopte para organizar su ordenamiento frente a la matrimonial”8 
De esta forma, la correcta conceptualización sería en familia matrimonial 
y familia de hecho (haciendo referencia a la unión de hecho), dejando de lado 
la clasificación personal sobre la naturaleza de la filiación que además de 
odiosa, está prohibida categóricamente por nuestra Constitución Política y 
Código de Familia. 
También se entiende como un tipo de familia la constituida por la madre 
o padre y los hijos, conocida como familia unilineal. 
Por otra parte, actualmente además se habla de familia tradicional 
entendida como aquella que se compone por gran cantidad de miembros que 
corresponden a varias generaciones y grados, quienes generalmente 
                                                 
7 MAZEU citado por SUÁREZ FRANCO, Roberto. Derecho de Familia. Derecho Matrimonial, editorial 
Temis Bogotá, 1990, p 5. 





desarrollan una actividad económica común, donde prima la autoridad del 
hombre sobre la mujer y es común encontrarla en zonas rurales. Asimismo, se 
entiende por familia nuclear la que se presenta en la zona urbana, con un 
número reducido de personas que corresponden a los padres e hijos, se basa 




Pese a las diferencias que se dan entre los tipos de familias y sobre todo en 
cada caso en concreto, de lo que se establece como familia, prevalecen 
características elementales que determinan la existencia de la institución 
familiar. 
Una de estas características es que está formada por personas físicas, de 
lo que deriva el carácter personalísimo de las relaciones y derechos que de 
este grupo provienen. 
Además entre este grupo de personas deben existir necesariamente 
vínculos jurídicos familiares, sin los cuales no existiría la institución familiar en 
sentido jurídico, independientemente de la situación fáctica. Es decir, 
necesariamente debe existir una relación familiar de la cual se derivar derechos 
subjetivos familiares tales como el derecho alimentario, la patria potestad, entre 
otros. Lo anterior, pese a que la Sala Constitucional en el voto 346-94 afirmó 
                                                 
9 Ver en igual sentido, BARBOZA TOPPING, Francine; LEÓN MORA, María Gabriela y SÁENZ UMAÑA, 
Sara. Análisis de los conceptos de familia, matrimonio y unión de hecho a la luz de la 
jurisprudencia de la Sala Constitucional y su aplicación por el Tribunal Superior y Juzgados de 
familia de la ciudad de San José, Seminario de Graduación para optar al grado de Licenciadas en 





interpretando el artículo 51 de la Constitución la familia como elemento natural 
entendido como autónomo de los vínculos formales; sin embargo se insiste en 
que en la realidad diaria sin el reconocimiento jurídico ya sea legal o por 
jurisprudencia los grupos de personas con vida en común no tienen protección 
estatal y por lo tanto no se crean derechos recíprocos; sin dejar de lado lo 
importante que resultaría que en el ámbito jurídico se reconozca el carácter 
familiar que ya de por sí socialmente se presenta. 
Por lo anterior, se hace necesario que entre los individuos que conforman la 
familia exista una relación jurídica familiar, que se genera de alguna de las 
fuentes de la familia que el mismo ordenamiento en general ha establecido, por 
ejemplo el matrimonio o la filiación.  
Otro elemento que caracteriza a la familia, es que los derechos derivados 
del vínculo jurídico familiar son interdependientes, pues cada derecho y deber 
nacido en la familia no puede ser individualmente considerado, sino que están 
todos estrechamente relacionados y difícilmente el incumplimiento de alguno 
no afecte a los restantes. De la misma manera, son recíprocos, pues no solo le 
corresponden a uno de los miembros, sino que las obligaciones y derechos 
nacen para todas las partes de manera recíproca, por ejemplo el deber 
alimentario que se debe no solo de padres a hijos cuando estos están 
menores, sino que también se da cuando los padres son adultos mayores y los 





Igualmente, la familia es continua y estable10 pues se mantiene pese a 
rupturas y distanciamientos, ya que no hay forma de disolver los vínculos 
jurídicos familiares, por lo tanto, una vez que se da la relación familiar, ésta no 
cesa hasta la muerte de las partes; salvo en el caso del matrimonio, pero aún 
con el divorcio y la disolución del vínculo subsiste el deber de alimentos y el 
parentesco por afinidad, asunto que se deja entrever en los impedimentos 
matrimoniales11. En este punto se debe aclarar que evidentemente el divorcio 
tampoco afecta los vínculos paterno filiales, por lo que la disolución del 
matrimonio no afecta a los hijos y mucho menos dejan de existir deberes de los 
padres para con ellos. 
Por lo general, la familia es la institución que se presta para la reproducción 
y desarrollo humano, debido a que al darse comúnmente la unión intersexual, 
la pareja busque el criar a su hijos dentro de un grupo estable que implique el 
reparto de las tareas. Sin embargo, este elemento no es indispensable para 
que se constituya una familia, pues una pareja, en un vínculo de matrimonio o 






                                                 
10 Ibídem., p. 98. 
11 En el artículo 14 inciso 2 del Código de Familia “ Es legalmente imposible el matrimonio:… Entre 
ascendientes y descendientes por consanguinidad o afinidad. El impedimento no desaparece con la 





D) FUENTES DE LA FAMILIA 
 
Como se afirmó con anterioridad, para que se dé la institución jurídica de la 
familia debe existir una relación jurídica familiar, porque es ésta relación la que 
va a constituir la familia, en síntesis, es la fuente de la familia. 
De esta forma, es la ley la que determina las fuentes de la familia, al indicar 
de cuales relaciones humanas se generan los vínculos familiares. En nuestro 
derecho se encuentran: 
- El matrimonio: en el cual dos personas que no tiene ningún vinculo 
genético deciden, llevando a cabo ciertas formalidades y sometiéndose 
a un régimen legal, mantener un proyecto de vida en común, regido por 
la permanencia, la exclusividad y el mutuo auxilio. 
- La unión de hecho: de la misma manera implica dos personas 
provenientes de núcleos familiares diferentes, que deciden llevar una 
vida en común, pero únicamente por la mera voluntad de las partes que 
constituyen la pareja, sin someterse en un inicio a las leyes, aunque 
posteriormente al cumplirse los requisitos legales (tiempo de 
convivencia, publicidad, notoriedad, exclusividad, etc.) se genere el 
vínculo familiar y sus correlativos derechos y deberes. 
- La filiación: es el vínculo que nace entre padres e hijos tutelado 
jurídicamente y que se da por la misma naturaleza y la necesidad de 
protección, desarrollo y crianza que requieren los hijos, así como un 






- La adopción: esta es una relación antes que genética, legal, debido a 
que es la ley quien genera el vínculo filial, pese a no existir uno natural. 
Así la nueva familia asume al miembro como si se tratase de uno natural 
y el derecho protege esa aceptación igualando los derechos y deberes 
del hijo adoptivo con los de uno biológico. 
- El parentesco: comprende la familia en sentido amplio, pues también el 
parentesco es una fuente de familia, al ser las relaciones mutuas que se 
dan por generaciones biológicas y también las que se dan con el 
cónyuge. De tal forma, se dan relaciones de parentesco por 
consanguinidad, dado por el vínculo genético en línea recta 
(generaciones sucesivas) o colateral. También se da parentesco por 
afinidad de a relación surgida con la familia de la pareja. Así como el 
parentesco que se da en la adopción, entre el adoptado y la familia del 
adoptante. 
 
SECCIÓN II: MATRIMONIO 
 
     Para desarrollar esta investigación es de fundamental importancia definir 
el instituto del matrimonio, pues es necesario tener un concepto claro de éste, 
para poder llevar a cabo el análisis que propuesto. 
 Para ello no solo se debe considerar el concepto tradicional del 
matrimonio, sino apreciar otros elementos que son fundamentales en dicha 





que se den esas prohibiciones, sobre todo la prohibición del matrimonio entre 
personas del mismo sexo. 
 También es preciso tomar en cuenta las variaciones que en los últimos 
tiempos ha tenido el concepto de matrimonio, ya que al igual que muchas 
figuras jurídicas, ha ido evolucionando y cambiando, primordialmente en 
algunos elementos que en sus inicios se consideraban fundamentales y sin los 




 El matrimonio, al ser un instituto jurídico y muchas veces religioso 
de gran relevancia para la vida social, se viene definiendo desde épocas 
antiguas, por ejemplo en Roma lo definía Modestino, según el cual  
“las nupcias son la unión del hombre y la mujer en un consorcio de 
toda la vida, comunicación del derecho divino y humano (Nuptiae 
sunt coniunctio maris et feminae et consortium omnis vitae, divini et 
humani  iuris communicatio)” 
Por otra parte Justiniano que afirmaba que el matrimonio era 
 “la unión del hombre y la mujer que lleva la obligación de vivir en 
una sociedad indivisible (viri et mulieris et coniunctio, individuam 
vitae consuetudinem continens).”12 
 Sin embargo, en la actualidad, la acepción de la palabra matrimonio 
tiene por lo general tres manifestaciones diferentes: la de matrimonio fuente 
                                                 





refiriéndose al acto legal de contraer nupcias; matrimonio estado, siendo éste 
sentido el que se refiere al estado civil, la situación jurídica y efectos que surten 
después entre las personas contrayentes y por último, está el significado de 
matrimonio como la pareja. No obstante, únicamente los dos primeros sentidos 
tienen relevancia jurídica. 
 Resulta elemental señalar que el matrimonio, por su trascendencia 
social y múltiples diferencias, no solo entre lugares, sino entre épocas, es difícil 
de conceptualizar, así diferentes autores lo han hecho, sin que exista en sí una 
noción que logre abarcar la multiplicidad de características de la figura. 
 Es así como Portalis lo define como:  
“la sociedad del hombre y la mujer que se unen para perpetuar la 
especie, para ayudarse mediante socorros mutuos a soportar el 
peso de la vida y para compartir su común destino”.13  
De la misma manera Lagomarso lo define, pero en un doble sentido 
afirmando que  
“el matrimonio es la institución social fundada en la unión entre el 
hombre y la mujer, tendiente al nacimiento de la familia legítima, a la 
propagación de la especie y al cuidado de la prole; y el matrimonio-
acto es el contrato de derecho de familia en virtud del cual un 
hombre y una mujer formalizan una unión reconocida por la ley como 
base de la familia legítima.”14 
 Por otra parte, Prayones lo define como  
                                                 
13 BELLUCIO, op. cit., pp. 141 – 142 





“Institución social mediante la cual se establece la unión de dos 
personas de distinto sexo, para realizar la propagación de la especie 
y demás fines materiales y morales necesarios para el desarrollo de 
la personalidad.”15 
 Mazzinghi por su lado lo define como:  
“Comunidad de vida, establecida entre dos personas por libre 
decisión de su voluntad y con carácter indisoluble, con el objeto de 
procrear hijos y de educarlos y asistirse recíprocamente.”16  
El significado dado por este autor resulta interesante, pues únicamente 
hace referencia a que sean dos personas y no a la diferencia de sexo como lo 
hacen los anteriores, sin embargo, señala como fin del matrimonio la 
procreación, elemento que hasta el momento es imposible en una pareja del 
mismo sexo, sino es de manera asistida.  
 En nuestro país, Brenes Córdoba lo definió al matrimonio como: 
 “la asociación legítima que con carácter de por vida forman un 
hombre y una mujer, para la protección y el mutuo auxilio.”17  
Este jurista, además agrega que a pesar de la relevancia que tiene el 
acuerdo de voluntades, ellas no generan efectos si no se adecuan a las formas 
legales, ya que la relevancia social de la figura genera una especial protección 
de esta. Así mismo, afirma que de la definición dada se concluye que el 
matrimonio debe darse entre personas de diferente sexo. 
                                                 
15 ZANNONI, op. cit., pp. 114 y 115. 
16 ZANNONI, op. cit., pp 114 - 115. 






 Es importante tener en cuenta que el matrimonio, desde el punto de 
vista sociológico, es la legalización de la relación existente entre dos personas 
que deciden compartir un proyecto de vida en común. De esta manera, las 
normas institucionalizadas son las que otorgan el carácter de legítima a la 
relación. 
 En vista de lo anterior, se denota que el concepto de matrimonio no 
puede ser considerado como que viene dado del mundo de las ideas, sino que 
debe ser determinado con bases histórico-culturales y por lo tanto, sujeto a 
transformaciones y evoluciones. No puede ser encasillado por nociones 
antiguas, sino que debe adaptarse a las necesidades sociales, ya que el 
derecho es un instrumento social. 
 De tal manera que para generar un concepto acorde, se debe tomar en 
cuenta las características de la figura en el contexto occidental, como la 
unidad, entendida como la monogamia, pues la existencia de un vínculo 
matrimonial anterior impide uno sucesivo; la permanencia o estabilidad, dado 
que busca la continuación en el tiempo y cierta estabilidad, que garantiza no 
sólo la ley, sino la misma voluntad de los cónyuges; y la juridicidad, debido a 
que es un acto tutelado jurídicamente y sometido a ciertas formalidades para 
su validez.  
Así mismo, se debe considerar la evolución que en los últimos años ha 
tenido el instituto del matrimonio en el mundo entero y que ha sido calificado 
como la forma que en que el Estado otorga protección como medio para 





Por lo tanto, el matrimonio no es otra cosa que un instituto civil, por 
medio del cual se formaliza la unión de dos personas que buscan la protección 
y el mutuo auxilio, otorgándoles efectos civiles y familiares, basado en la 





Para complementar la idea del matrimonio es fundamental, además de 
analizar el concepto de esta figura, determinar sus fines u objetivos, para 
aclarar en sí que se busca tutelar y más aún, que buscan las personas al 
recurrir al matrimonio para determinar sus relaciones. 
En la legislación costarricense, se deja muy claro cuales son los fines 
del matrimonio, así en el artículo 11 del Código de Familia se establece:  
“El matrimonio es la base esencial de la familia y tiene por objeto la 
vida en común, la cooperación y el mutuo auxilio.” 
 Por lo tanto, los objetivos del matrimonio son la vida en común, que 
implica una unión estable y duradera tendiente a compartir un proyecto de vida 
en común; la cooperación, dirigida a repartir tareas, gastos y roles en la 
convivencia que faciliten la vida de sus miembros; y por último el mutuo auxilio, 
que implica los cuidados personales que se dan entre la pareja, aún en 






El fin se entiende como el motivo determinante que induce a los 
contrayentes a la celebración del matrimonio, así que cualquier condición que 
contradiga los fines esenciales estipulados legalmente es nula. 
 Resulta evidente que en nuestra legislación la procreación no es un fin 
del matrimonio, por lo que una pareja que no pueda o decida no tener hijos no 
deja por ello de ser matrimonio, ni mucho menos contradice los objetivos de 
esta figura, lo cual reafirma que la esterilidad no sea una causal de nulidad. 
 De estos fines es de donde más se determina que dos personas del 
mismo sexo que realmente estén comprometidas entre sí, perfectamente 
puede tener una vida en común, regida por la cooperación y el mutuo auxilio. 
Por lo que permitir el matrimonio entre dos personas del mismo sexo no 




- Material: entendido como la asociación física, la vida en común y 
la cohabitación sexual como pareja, de ahí que la impotencia de 
alguna de las partes podría generar la nulidad del vínculo.   
- Espiritual: desde finales del siglo XIX se entiende que el amor 
recíproco de la pareja es lo que genera un desarrollo de los 
individuos y propensa un vínculo duradero en el cual son felices. 
- Personal: al ser un nexo que se da entre dos personas, éstas 
deben cumplir con los requisitos que establece la ley para los 





matrimonio. De tal manera que se requiere la capacidad jurídica y 
de actuar, siendo indispensable que se tenga capacidad moral, 
entendida como el desarrollo intelectual que permite la 
comprensión del acto, así como la física para poder llevar a cabo 
el acto sexual. De la misma forma, no debe darse ninguna de las 
situaciones que impiden el matrimonio, como el parentesco o los 
vicios del consentimiento.  
- Formal: se refiere a la propia celebración del matrimonio, para la 
cual se deben cumplir las formalidades establecidas por ley para 
que se generen los efectos, sin embargo en varios casos la 
misma ley convalida estos vicios. 
- Real: es la base económica para que la pareja se pueda 
desarrollar, generalmente permite satisfacer las necesidades 
patrimoniales de los cónyuges, por lo que existe la posibilidad de 




Es nuevamente el Código de Familia en los artículos 28 y 31 el que 
regula los requisitos para la celebración del matrimonio.  
Establece que debe llevarse a cabo ante funcionario competente, en 
presencia de dos testigos mayores de edad que sepan leer y escribir. Además 





estado y evidentemente, deben dar expresión clara de la voluntad de contraer 
nupcias. 
También se requiere que el funcionario levante un acta que 
posteriormente debe remitirse al Registro Civil, con el fin de que el matrimonio 
se inscriba.  
Varios autores establecen dentro de los requisitos la no existencia de los 




 Los impedimentos son las limitaciones que se ponen para celebrar un 
matrimonio. En sí, son los obstáculos que establece la ley para la celebración 
del matrimonio, ya sea de manera absoluta o relativa. El impedimento 
determina que a una persona no se le permite contraer legalmente matrimonio. 
Generalmente se basa en un hecho objetivo, estimado por el legislador como 
total o parcialmente contrario a la estructura del matrimonio.18 
 En este mismo sentido Gerardo Trejos afirma que: 
“Son determinadas limitaciones legales al ius connubii que estorban 
el matrimonio u ocasionan su anulación y que tienen carácter 
excepcional. Por lo tanto, deben constar expresamente y tienen que 
ser interpretados en sentido restrictivo.”  
                                                 
18 Ver en igual sentido, SUÁREZ PERTIERRA, Gustavo. Derecho Matrimonial Comparado, Editorial Lo 





Los impedimentos a su vez, generalmente se clasifican en dirimentes 
cuando afectan la validez y en impedientes o prohibitivos, cuando afectan a la 
licitud, pero no por ello acarrean la invalidez. 
 En cuanto a los impedimentos dirimentes, se encuentra regulados en los 
artículos 14 y 15 del Código de Familia. De esta manera, en el artículo 14 se 
encuentran los que generan nulidad, por consecuencia no pueden convalidarse 
por la ratificación de las partes. Por otra parte, los impedimentos del artículo 15 
producen anulabilidad, por lo que se convalidan y no pueden ser declarados de 
oficio, sino a solicitud de parte interesada. 
Los impedimentos dirimentes que generan la nulidad, como ya se dijo se 
encuentran estipulados en el artículo 14 del Código de Familia, el cual 
establece: 
 “Es legalmente imposible el matrimonio: 
1) De la persona que está ligada por un matrimonio anterior; 
2) Entre ascendientes y descendientes por consanguinidad o 
afinidad. El impedimento no desaparece con la disolución del 
matrimonio que dio origen al parentesco por afinidad; 
3) Entre hermanos consanguíneos; 
4) Entre el adoptante y el adoptado y sus descendientes; los hijos 
adoptivos de la misma persona; el adoptado y los hijos del 
adoptante; el adoptado y el excónyuge del adoptante; y el adoptante 





5) Entre el autor, coautor, instigador o cómplice del delito de 
homicidio de uno de los cónyuges y el cónyuge sobreviviente; y 
6) Entre  personas de un mismo sexo. “ 
Es así como este tipo de impedimentos pueden concretarse en:19  
- Libertad de estado civil: este impedimento recoge la concepción 
monogámica del matrimonio occidental. Dicho impedimento deja de 
existir con la muerte del cónyuge, por la declaración de nulidad del 
vínculo anterior, por el divorcio o por la declaración de presunción de 
muerte. 
- Régimen de exogamia: esta prohibición busca, además de proteger las 
relaciones parentales, evitar probables problemas genéticos en los 
posibles hijos. Al ser un límite al derecho de contraer matrimonio la 
prohibición debe ser expresa, por lo que en nuestro país se permite la 
unión entre primos hermanos, tíos y sobrino. 
- Adopción: se busca equiparar el hijo adoptivo al hijo biológico. Se da 
una similar prohibición no solo con el adoptante, sino con la parentela 
que del vínculo adoptivo se genera. 
- Conyugicidio: se impide el matrimonio del partícipe en el delito de 
homicidio de uno de los cónyuges, con el cónyuge supérstite. Para que 
se aplique este impedimento se requiere haber sido declarado 
judicialmente como partícipe.  
                                                 





- Matrimonio heterosexual: esta prohibición es la que se discute en la 
presente investigación y busca por razones morales y costumbres 
prevalentes en la sociedad costarricense prohibir el matrimonio entre 
personas del mismo sexo. De esta manera lo afirman Alberto Brenes 
Córdoba y Gerardo Trejos como se verá con posterioridad. 
En la mayoría de países latinoamericanos no se prohíbe expresamente el 
matrimonio entre personas del mismo sexo y es por eso que la doctrina busca 
justificar su imposibilidad no como un hecho que genera la nulidad del 
matrimonio, sino que establece la diferencia de sexos de los contrayentes 
como un requisito, que de no cumplirse, genera la inexistencia del vínculo 
matrimonial. Esta interpretación ocasiona un problema en el aspecto de 
respeto a los derechos humanos, dado que como se mencionó y siguiendo las 
palabras del señor Gerardo Trejos, los impedimentos deben constar de manera 
expresa e interpretarse de forma restrictiva.  
Es importante tomar en cuenta, como se hará en el capítulo tercero, que 
en varios países, esta prohibición ha sido eliminada, por generar una 
discriminación y excluir de la tutela estatal la uniones entre personas del mismo 
sexo.  
También es un punto relevante, que en nuestro país el sexo o género no 
está determinado legalmente, es un tema en el que hay un gran vacío. Por lo 
general se entiende por sexo lo que el Registro Civil tenga inscrito y a su vez lo 





nacimiento. Así, no existe un criterio objetivo del sexo de una persona para a 
su vez limitarle su derecho a contraer matrimonio. 
En cuanto a los impedimentos dirimentes que causan la anulabilidad se 
encuentran: 
- El error: únicamente el error en la identidad puede generar anulabilidad, 
es decir, el que queriéndose casar con una persona cierta y 
determinada, se casa por error con otra. 
- Violencia o miedo grave: entendida la violencia como la coacción 
material y física practicada sobre una persona para que contraiga 
matrimonio; mientras que el miedo grave es la presión psicológica para 
que la persona se case, teniendo que ser esta grave y externa para que 
genere consecuencias jurídicas. 
- Incapacidad mental: el consentimiento para que el acto matrimonial 
sea válido deber ser libre, pleno y responsable20 por lo tanto si se carece 
de capacidad mental para comprender el acto y dar un consentimiento 
libre se presenta el impedimento, bastando el hecho de que al momento 
de la celebración del matrimonio se carezca dicha capacidad.  
- Persona menor de quince años: se determina esta edad por ser el 
inicio de la pubertad, ya que el matrimonio requiere no solo la madurez 
psicológica, sino la física. Este impedimento se convalida si después de 
un mes de cumplidos los quince años, la pareja continua unida. 
                                                 





- Impotencia sexual: al ser las relaciones sexuales parte de la vida 
marital, la impotencia es un impedimento que puede generar la 
anulación del vínculo. En este sentido, la impotencia debe ser entendida 
como la incapacidad física o psicológica para mantener relaciones 
sexuales, tanto de manera absoluta (con cualquier persona) como 
relativa (incapacidad con una persona en concreto). Sin embargo, 
después de dos años se convalida, pues las relaciones sexuales no son 
un fin esencial del matrimonio, sino que este elemento queda reservado 
al ámbito de intimidad y decisión de la pareja. 
- Funcionario incompetente: la incompetencia puede darse en razón de 
la persona, cuando el domicilio no se encuentra en el lugar de 
celebración; en razón del lugar, cuando el funcionario sale de su 
jurisdicción; en razón de la materia, cuando no se posee facultades para 
realizar el matrimonio. 
 Por otra parte, los impedimentos impidientes o prohibientes, como ya se 
mencionó generan problemas de legalidad, más no de validez. Dentro de ellos 
se encuentran: 
- El matrimonio del menor de dieciocho años sin la aprobación de su 
representante legal o la respectiva dispensa del juez.  
- El incumplimiento del plazo de trescientos días por parte de la mujer, 
después de haberse disuelto un anterior vínculo matrimonial, ya sea por 
viudez, por divorcio o por la declaración de nulidad. Esto para evitar 





- El matrimonio de los tutores o sus descendientes con los pupilos antes 
de haberse aprobado las cuentas finales de la tutela, a menos que los 
padres lo hubiesen permitido expresamente en el testamento. Lo 
anterior para buscar proteger el patrimonio del pupilo. 
- Cuando no se den la publicación de los edictos de ley o la respectiva 




Desde la celebración válida del matrimonio se generan efectos tanto de 
orden patrimonial como personal entre los esposos. Estos efectos son 
derechos y obligaciones que nacen de la vida en común, el mutuo auxilio y la 
cooperación. Dichos efectos se establecen no solo en la regulación familiar, 
sino a lo largo del ordenamiento jurídico, cuando se hace algún tipo de 
referencia a los cónyuges. Por esto, únicamente se hará alusión a los 
principales efectos y no un desarrollo de la totalidad de ellos. 
En el capítulo V del Código de Familia se establecen los efectos 
matrimoniales y es en el artículo 34 en el que se establecen los principales 
efectos personales del matrimonio, al decir que:  
“Los esposos comparten la responsabilidad y el gobierno de la 
familia. Conjuntamente deben regular los asuntos domésticos, 
proveer a la educación de sus hijos y preparar su porvenir. 
Asimismo, están obligados a respetarse, a guardarse fidelidad y a 





motivos de conveniencia o de salud para alguno de ellos o de los 
hijos, justifique residencias distintas.” 
De la lectura de este artículo, se destacan como principales efectos: 
- Se consideran familia, a dos personas que no tenían vínculo jurídico 
familiar o genético alguno. 
- La igualdad de cónyuges es el gobierno del hogar, en este aspecto 
los miembros de la pareja deben respetarse, pero sin sujeción uno 
del otro. Así las decisiones deben ser tomadas de común acuerdo. 
- El deber de fidelidad mutua, que conlleva el abstenerse de toda 
relación sexual extramarital con personas de igual o diverso sexo. 
Este deber manifiesta la exclusividad sexual que busca el matrimonio 
al estar orientado a la monogamia. 
- El socorro mutuo, entendido como el deber de auxilio entre los 
cónyuges, en situaciones de dificultad como la enfermedad o la 
vejez.   
- La comunidad de vida, dirigida esta al desarrollo en conjunto de su 
vida, conviviendo en el mismo hogar y manteniendo una vida sexual 
activa. Esto último, sin poder ser considerado como una obligación, 
dado el ámbito de autodeterminación de cada individuo, al que no se 
le puede exigir el cumplimiento de deberes sexuales, el único efecto 






Asimismo, otro efecto personal es el nacimiento de vínculos familiares 
con los parientes del cónyuge, es decir, del parentesco por afinidad. Este 
vínculo se mantendrá pese la disolución del matrimonio que le dio origen. 
En cuanto al matrimonio del menor de edad, este produce los efectos de 
la mayoría de edad y de igual forma si se disuelve el vínculo matrimonial, el 
excónyuge mantendrá su condición de mayor edad. Esta es única forma de 
emancipación que establece nuestro ordenamiento jurídico. 
 Por otro lado, entre los principales efectos patrimoniales se encuentra la 
obligación de ambos cónyuges de sostener las necesidades básicas del hogar, 
determinando la ley que el marido es el principal obligado. No obstante, la 
realidad y las resoluciones de los despachos judiciales tienden a mantener la 
igualdad en este tipo de responsabilidades.  
 En cuanto a los bienes de los cónyuges, existe la figura de las 
capitulaciones patrimoniales, las cuales en principio establecen la voluntad de 
la pareja en cuanto a la titularidad y administración de los bienes, sin embargo, 
en caso de que estas no se den, como la mayoría de las situaciones en Costa 
Rica, regirá el artículo 40 del Código de Familia, el cual establece que: 
 “cada cónyuge queda dueño y dispone libremente de los bienes que 
tenía al contraer matrimonio de los que adquiera durante él por 
cualquier Título y de los frutos de unos y otros.”  
No obstante, cuando se disuelva el vínculo, se declare nulo o se 
celebren capitulaciones matrimoniales, cada cónyuge participa de la mitad del 





entendidos como gananciales, los bienes obtenidos durante el matrimonio a 
titulo oneroso. 
 De la misma forma, se establece como excepción al artículo 40 citado, el 
demostrarse por parte de uno de los cónyuges, que sus intereses corren riesgo 
de ser comprometidos por la mala administración de su pareja, por lo que 
puede solicitar una liquidación anticipada de bienes gananciales.  
 
SECCIÓN III: UNIÓN DE HECHO 
 
En nuestro país se vivía en una constante negación de la existencia y 
validez de las familias de hecho, más aún, se tendía a tacharlas de inmorales, 
pues lo “correcto” era el matrimonio. Se utilizaban en forma despectiva 
términos como concubinato, que inmediatamente deba la idea de pecado. 
Posteriormente, poco a poco se le fue otorgando protección a la relación 
de hecho y en varios votos la Sala Constitucional de la Coste Suprema de 
Justicia se reconoció su carácter de familia, así por ejemplo el voto 2129-94. 
Es así como el reconocimiento jurídico en Costa Rica de la unión de 
hecho como tal en el Código de Familia nace en 1995 por ley No. 7532 del 8 de 
agosto de 1995, como respuesta a la realidad social, pues cada vez más 
parejas deciden convivir sin recurrir al matrimonio para regular su relación y no 










La noción de unión de hecho se ha ido transformando a lo largo de la 
historia, al dejarse de condenar dicho vínculo. Es así como López de Carril lo 
conceptualiza como:  
“la unión libre es la comunicación o trato que tiene un hombre y una 
mujer que habitan y viven juntos, como si fueran marido y esposa, 
siendo ambos solteros y estando libres de todo impedimento legal 
para contraer matrimonio entre ellos”21 
Así mismo lo define Mora Brenes como:  
“… la unión de un hombre y una mujer (singularidad), en la que ha 
existido permanencia y continuidad en el tiempo y en el espacio, sin 
que existan impedimentos legales para que se puedan casar entre sí 
y sin que se hallan dado formalidades exigidas por las uniones 
legales.”22 
Resulta interesante que como derivación de la posibilidad de contraer 
matrimonio o realizar una unión civil entre personas del mismo sexo, la unión 
de hecho en muchos países ya no solo se limita a la unión heterosexual, sino 
que se aplica también a las parejas homosexuales. Tal vez es más fácil la 
aceptación social de este tipo de protección, pues tanto la unión libre, como las 
parejas homosexuales son temas que se consideraron contra la moral y que no 
eran dignos de tutela.  
                                                 
21 BARBOZA, op. cit., p. 183 





Por lo anterior, un concepto que englobe la realidad occidental seria que 
la unión de hecho es la comunidad de vida de dos personas que buscan la 
protección y el mutuo auxilio, basado en la unicidad y permanencia. Se 
distinguen por carecer de formalidades jurídicas; por nacer y mantenerse por la 




Los requisitos para que la unión de hecho genere efectos jurídicos se 
encuentran establecidos en el Título VII del Código de Familia, en específico en 
el artículo 242 que establece:  
“La unión de hecho pública, notoria, única y estable, por más de tres 
años, entre un hombre y una mujer que posea aptitud legal para 
contraer matrimonio, surtirá todos los efectos patrimoniales propios 
del matrimonio formalizado legalmente, al finalizar por cualquier 
causa.¨  
Es así como se establece que los requisitos de la unión de hecho son: 
- Pública y notoria: dado que la pareja se desarrolla frente a 
terceros como tal y no existe diferencia en el trato, pues es similar 
al de los esposos. No puede ser oculta, sino que debe tender al 
comportamiento de un matrimonio. 
- Única: ninguno de los miembros puede mantener otra relación 
paralela, excluye otras relaciones. Nuevamente busca que se dé 





- Estable: en este caso, al contrario del matrimonio que desde sus 
celebración surte efectos, en la unión de hecho debe darse cierta 
estabilidad ininterrumpida que dure por lo menos tres años. Esto 
para excluir de protección relaciones pasajeras y sin compromiso 
alguno. 
- Unión heterosexual: es el mismo artículo 242 el que limita el 
reconocimiento a las parejas heterosexuales, excluyendo las 
homosexuales por un asunto de costumbre, más que por ser un  
elemento fundamental de la figura de la unión de hecho; pues 
como ya se dijo, en varios países es por medio de este tipo de 
reconocimiento que se protegen las parejas del mismo sexo. 
- Aptitud legal para casarse: los miembros de la pareja no deben 
tener ningún impedimento para casarse. Anteriormente se le daba 
cierto efecto a las parejas en las que uno de sus miembros se 
encontraba ligado en matrimonio anterior, pero por el voto 3858-
99 de la Sala Constitucional se declaró inconstitucional esta 




En el artículo 242 del Código de Familia se establece primordialmente 
que la unión de hecho que cumpla los requisitos legales surtirá los efectos 





efectos, por ende la convivencia de hecho también, pero los más relevantes 
serían: 
- El  deber alimentario: surge al terminarse de manera unilateral e 
injustificada la unión de hecho, siempre y cuando el conviviente no tenga 
medio para mantenerse y la unión haya sido reconocida judicialmente. 
- Gananciabilidad de los bienes adquiridos durante la unión: al 
terminarse la unión, los bienes adquiridos durante la misma deben 
repartirse en la proporción del cincuenta por ciento para cada uno de los 
miembros de la anterior pareja, haciendo referencia a la regulación que 
sobre el tema hace el artículo 40 del Código de Familia en cuanto a los 
bienes gananciales del matrimonio. 
- Beneficio de la afectación a patrimonio familiar: las parejas de hecho 
pueden disfrutar del beneficio del artículo 42 del Código de Familia, que 
permite proteger el inmueble en el que reside la familia, tanto de 
terceros como de la venta de uno de los convivientes. 
- Subrogación del derecho de arrendamiento: tiene el derecho de 
subrogarse el arrendamiento el conviviente supérstite, cuando el 
contrato estaba a nombre de la pareja y esta fallece. 
- Tenerse por ofendido: cuando en una causa penal se investigue la 
muerte de la pareja, con lo que puede reclamar el daño moral y material 
sufrido con la pérdida. 
- Derecho sucesorio: en este punto se limitaron los efectos, pues el 





únicamente los bienes adquiridos dentro de la unión, contrario a la 
pareja unida por matrimonio que hereda sobre todos los bienes de su 
pareja. 
Por otra parte, se han extendido los efectos a un ámbito personal, dando 
como principales resultados la presunción de paternidad en los hijos nacidos 
durante la unión de hecho y la posibilidad de adopción conjunta utilizando la 
interpretación de cónyuge que ha hecho la Sala Constitucional en el voto 1151 







DERECHOS RELACIONADOS CON LA PROHIBICIÓN DE 
CONTRAER MATRIMONIO PARA LAS PAREJAS 
HOMOSEXUALES.  
 
Para poder comprobar si una norma es acorde o no con el derecho de la 
constitución, es necesario determinar cuáles de los derechos contenidos en el 
texto de la Constitución Política o en los diversos tratados de derechos 
humanos, se relacionan con la norma objeto de análisis. 
Se debe recordar, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 73 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, la infracción a una norma contenida en un 
tratado internacional suscrito por Costa Rica también es motivo de 
inconstitucionalidad, de ahí que se analizarán los principales instrumentos de 
derechos humanos aprobados por el país que son: La Declaración de 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 
Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José. 
De los anteriores tratados, así como de la Constitución Política se 
extraerán las normas que se consideran relacionadas con la prohibición objeto 
de estudio y se dará un breve desarrollo del contenido de cada uno de los 








SECCIÓN I: DERECHO A LA IGUALDAD DE TODAS LAS 
PERSONAS.  
 
A) SENTIDO HISTÓRICO 
 
En la antigua Grecia se le llamó a este derecho ISONOMÍA, lo que 
implicaba la igualdad de leyes para toda clase de personas. En ese momento 
la igualdad era sinónimo de generalidad.   
En Roma se dio un concepto equivalente al de isonomía, llamado 
AEQUABILITAS, con algunas leves diferencias. Básicamente este concepto 
significaba la generalidad entre todos los individuos y la certeza de la ley como 
un límite al poder discrecional de la autoridad.  
En ambas civilizaciones el concepto decayó, pero posteriormente a raíz 
de dos fenómenos cobró nuevamente vigencia:  
- La universalización de los valores cristianos: de este hecho se 
extrajo la afirmación de que todos somos hijos de Dios, sin 
embargo esa igualdad no se extendió al aspecto legal, por lo que 
esta idea no tuvo efectos jurídicos.   
- El triunfo de las revoluciones liberales: se dio en el siglo XVII 
en Inglaterra donde se trató de recuperar el sentido originario de 
la igualdad ante la ley, esto como un arma del parlamento ante 
los deseos reales, sin embargo esa igualdad se alcanzó solo para 





Posteriormente, en la Declaración de Independencia de los Estados 
Unidos de América se expresó que “todos los hombres son creados iguales”, 
logrando así que el concepto de igualdad se extendiera a todos los seres 
humanos y no solo a un grupo determinado por su nacionalidad u origen social.  
En la declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
de 1789 se hizo universal la idea de que todos los seres humanos son iguales 
ante la ley, lo que se consagró como un derecho frente al gobierno y al 
parlamento. 
El concepto de igualdad se desnaturalizó producto de la demagogia que 
imperó en la Revolución Francesa, pues se creyó en una igualdad a secas y no 
en que los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos.  
Posteriormente con la recuperación de la democracia y de los valores 
revolucionarios originales se recuperó la idea originaria de igualdad ante la ley. 
La igualdad obtuvo un carácter concreto con la noción de ciudadanía, pues se 
reconoció que todos los ciudadanos son iguales ante la ley.  
 
B) SENTIDO TELEOLOGICO 
 
La igualdad puede entenderse en dos sentidos: 
- Como generalidad y abstracción de las normas: lo que implica 
que las normas deben valer por igual para todos los sujetos. 
- Como prohibición de discriminación contraria a la dignidad 
humana: este sentido conlleva que quienes de manera objetiva 





objetivamente iguales no se les puede tratar de manera distinta. 
Esta es la igualdad de derechos. De esta forma, a pesar de las 
desigualdades materiales, se mantiene la regla de la igualdad, ya 
que esas desigualdades pierden relevancia ante la exigencia del 
respeto a la dignidad de todo ser humano. Sin embargo, no es 
una regla absoluta, pues conserva excepciones, pero estas 
deben estar fundadas en desigualdades que además de objetivas 
deben ser relevantes, legítimas, razonables, necesarias, idóneas 
y proporcionadas al fin que persigue la norma diferenciadora. 
Estas diferencias se deben establecer por el constituyente o por 
el legislador y deben interpretarse de manera restrictiva, 
favoreciéndose en caso de duda la regla de la igualdad.   
En un sentido jurídico la igualdad ante la ley se traduce en una exigencia 
de generalidad y una prohibición de discriminación. De acuerdo a lo anterior, la 
igualdad funciona como un principio de interpretación y aplicación de todos los 
demás derechos y manifestaciones de la libertad, pero también se considera 
como un derecho que conserva su autonomía y que es exigible por si mismo. 
En su obra “Igualdad de derechos: isonomía y no discriminación”, el 
maestro Rodolfo Piza Rocafort refiriéndose a la igualdad indica: 
“La igualdad es, entonces, un derecho fundamental (como tal, 
protegido por si mismo como exigencia frente a la ley y en la 





todos (los demás) derechos fundamentales, salvo que ellos 
veden expresa o implícitamente ese carácter”.23 
Este autor desarrolla ambas pautas y de dicho análisis se puede extraer 
como elementos primordiales: 
- Igualdad como derecho subjetivo autónomo: esto quiere decir que la 
igualdad puede ser violada de manera independiente a los demás 
derechos consagrados en la constitución o en los diferentes 
instrumentos internacionales. De tal manera que hacer distinciones 
irrazonables, desproporcionadas o injustificadas es ilegal por si mismo y 
no por referencia a otros derechos. También se falta al derecho a la 
igualdad cuando un derecho se aplica de manera discriminatoria, de 
manera que si el Estado otorga un derecho deberá darlo en igualdad de 
condiciones para todos los sujetos. 
- Igualdad como principio de interpretación y aplicación de los 
demás derechos fundamentales: debido a esto cuando se viola el 
derecho a la igualdad se pueden vulnerar también otros derechos, de tal 
forma que es válido afirmar que un derecho contemplado en la 
constitución o en la normativa internacional se viola cuando se da una 
falta directa contra ese derecho o cuando se viola el derecho a la 
igualdad y no discriminación, es así como este derecho se convierte en 
criterio de interpretación y aplicación de todos los demás derechos 
fundamentales. 
                                                 
23 PIZA ROCAFORT, Rodolfo. Igualdad de derechos: Isonomía y no discriminación, Universidad 






De los criterios esbozados se extrae que el derecho a la igualdad no se 
refiere a un aspecto material, pues es claro que sería imposible pretender que 
todas las personas se encuentren en igualdad de condiciones en ese sentido, 
la igualdad se refiere al deber que tiene el Estado de procurar un trato 
igualitario a todas las personas, exceptuándose de ese deber solo en 
situaciones calificadas, cuando exista una diferencia objetiva que haga 
necesario y justificado un trato diferente, el cual en todo caso debe ser 
proporcional al fin que se pretende alcanzar, por lo que todo trato distinto que 
no cumpla con estas exigencias será discriminatorio.  
 
C) DERECHO A LA IGUALDAD EN EL DERECHO INTERNACIONAL 
 
El derecho a la igualdad ha sido ampliamente tutelado por diferentes 
tratados de derechos humanos: 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre 
de 1948 en su artículo 1 establece: 
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben 
comportarse fraternalmente los unos con los otros. 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del 23 de 
diciembre de 1966 regula el derecho de la siguiente manera en el artículo 3: 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 





los derechos civiles y políticos enunciados en el presente 
Pacto.  
La Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San 
José de Costa Rica del 22 de noviembre de 1969, en su  artículo 24 dispone: 
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, 
tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre:  
Artículo II. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen 
los derechos y deberes consagrados en esta declaración, sin 
distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna. 
Según las normas citadas, el derecho a la igualdad es inherente a cada 
sujeto, por el hecho mismo de ser persona. Este derecho se ve consagrado en 
otras cláusulas contenidas en los mismos tratados, las cuales consagran el 
derecho a la no discriminación, que será analizado con posterioridad.  
 
D) EL DERECHO A LA IGUALDAD EN COSTA RICA 
 
El principio de igualdad se encuentra consagrado en nuestra 
Constitución Política en el artículo 33 el cual establece:  
“Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse 





Este principio implica que se debe dar el mismo trato a todos los sujetos 
que se encuentren en igualdad de condiciones. Al respecto la Sala 
Constitucional ha establecido en el voto 356 del año 2001 indica:  
El principio de igualdad lleva consigo que todos los hombres deban 
ser tratados igualmente por el Estado, en los llamados derechos 
fundamentales que están contemplados en nuestra constitución, que 
son el corolario de la dignidad humana. Así no hay igualdad sin 
dignidad y no habría dignidad sin igualdad, cuando no se trata como 
iguales a los iguales o como desiguales a los desiguales. 
Según la Sala Constitucional, para cumplir con el principio de 
igualdad que consagra nuestra carta marga se debe tratar de la 
misma manera a aquellos sujetos que se encuentren en igualdad de 
condiciones, lo que implica que “a contrario sensu” se puede 
interpretar que es válido dar un trato distinto a quienes no estén en 
igualdad de condiciones, esto es lo que se conoce como desigualdad 
formal. El voto 567 del año 1990 indicó que: 
“El principio de igualdad y no discriminación, contemplado en el 
artículo 33 de nuestra Constitución Política, pretende en gran 
medida, que no se dé un trato igual a personas que se encuentran 
en situaciones desiguales, o viceversa, es decir, que no se trate de 
distinta forma a personas que se encuentran en condiciones de 





generales, pues no toda diferencia constituye causa legítima 
para establecer un trato distinto” (El subrayado no es del original).  
Al respecto es importante señalar que no basta con que exista una 
diferencia material entre las personas para que estas reciban un trato diferente, 
la desigualdad solo es válida cuando exista una justificación, así lo consagra el 
voto 337 del año 1991: 
 El principio de igualdad contenido en el artículo 33 Constitucional, 
pretende en parte, que una misma medida o un mismo trato se de 
a quienes se encontraren en situaciones idénticas o 
razonablemente similares, no siendo válida cualquier diferencia 
para establecer un trato distinto, pues en respeto de la 
razonabilidad que debe regir todo acto, sólo aquellas diferencias 
relevantes serían causa legítima para establecer un trato diferente.  
De todo lo anterior se deduce a pesar de que a nivel constitucional se ha 
establecido que toda persona es igual ante la ley, esto no puede interpretarse 
de forma literal, pues existen diferencias de hecho entre las personas, lo que 
ocasiona que se les deba tratar de una forma distinta, pero este trato diferente 
debe estar justificado, ya que la ley no puede hacer diferencias donde no las 














El derecho de no discriminación es una especie de corolario negativo del 
principio de igualdad, el cual recalca la obligación del Estado no de tratar a 
todos en estricta igualdad, sino de tratar a las personas sin discriminación.  
En este sentido la discriminación podría entenderse como una 
diferenciación sin justificación, pues el derecho reconoce que pueden haber 
diferencias éticas y jurídicas de relevancia a la hora de dar un trato igualitario o 
no a las personas, por tal motivo cuando se decida dar un trato distinto debe 
haber una justificación.  
A partir de 1948 con la Declaración Universal de Derechos Humanos la 
cláusula de no discriminación se ha incluido en todos los instrumentos de 
derechos humanos, en forma subordinada o autónoma: 
- En forma subordinada los estados parte de un tratado adquieren la 
obligación de reconocer, garantizar o satisfacer los derechos y libertades 
reconocidos en el instrumento a todas las personas sin discriminación. 
- En forma autónoma el principio de no discriminación no se limita a lo 
cubierto en el instrumento, sino que se aplica a situaciones no cubiertas 
por la declaración o tratado.  
A pesar de que el principio de no discriminación se ha universalizado y 
no hay duda de su importancia, los diferentes instrumentos que lo regulan no 





específicos regulados en el tratado y que por su especificidad no puede 
extenderse a otros tratados, (lo cual se evidenciará en el siguiente apartado).  . 
Ante tal vacío el Comité de Derechos Humanos, que es el organismo monitor 
del cumplimiento de las obligaciones de los Estados Partes del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos plasmó su propia definición al 
respecto, que si bien es cierto se aplica a conflictos específicos que surgen con 
motivo de la aplicación del tratado tiene una definición más general del 
concepto, que podría extenderse a otras situaciones. Este Comité dio dicha 
definición en el párrafo 7 de su Observación general N° 18 en la cual establece:  
 “El Comité considera que el término “discriminación”, tal como 
se emplea en el Pacto, debe entenderse referido a toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen en 
determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el idioma, 
la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional 
o social, la posición política o de otra índole, el origen nacional o 
social y que tengan por objeto o por resultado anular o 
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales de todas las personas”24.   
De esta definición pueden extraerse varios elementos que podrían 
equipararse a características del principio de no discriminación:  
                                                 
24 Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas. Observación General N° 18: No discriminación, 11 





- Debido a que la igualdad es un concepto comparativo, para determinar 
cuando hay discriminación, se debe tomar como punto de partida el trato 
que se le da a dos o más personas. Cuando se habla de discriminación 
siempre habrá una persona o grupo de personas que obtienen 
privilegios o soporta desventajas en relación con el resto. 
Para determinar cuando se da una discriminación, es necesario que la 
conducta discriminadora esté contemplada dentro del catálogo de 
criterios prohibidos establecidos en una norma. Dichos criterios pueden 
estar contenidos en una norma cerrada, en la que solo las conductas 
que calcen en los criterios ahí contenidos, pueden considerarse 
discriminatorias, ya que no es posible ampliar la interpretación. Ejemplos 
de estos criterios son la raza, nacionalidad, idioma, sexo, religión, etc. 
En cambio hay cláusulas abiertas, como las que se citarán 
posteriormente, las cuales al final de la enumeración de categorías de 
distinciones prohibidas contienen una categoría abierta, que 
generalmente se formula en términos de “otra distinción social”, lo que 
amplia las posibilidades de interpretación a situaciones no previstas en 
la norma.  
- El segundo componente del concepto de no discriminación es la 
diferenciación de trato que tenga “por objeto o por resultado anular o 
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas 





efectivamente una diferenciación injusta, independientemente de que 
esta se haya querido o no. 
- Un tercer componente contenido en la definición es el anulamiento o 
menoscabo que se da, el cual se refiere al goce o ejercicio de “derechos 
humanos y libertades fundamentales de todas las personas”.  
Es importante destacar que la definición de discriminación dada por el 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidad no limita su alcance al 
pacto, sino que el concepto se establece de forma autónoma en el artículo 26, 
por lo que el concepto de no discriminación abarca cualquier derecho humano 
o libertad fundamental, sea o no reconocida en el instrumento cuyo 
cumplimiento está llamado a controlar. 
 
B) DERECHO A LA NO DISCRIMINACION EN EL DERECHO 
INTERNACIONAL 
 
Como se dijo anteriormente, el derecho a la no discriminación está 
íntimamente relacionado con el derecho a la igualdad, por lo que es válido 
afirmar que generalmente ambos derechos pueden extraerse de la misma 
norma, sin embargo, a pesar de la enumeración hecha en el apartado anterior, 
acerca de los instrumentos internacionales que consagran el derecho a la 
igualdad, en esos mismos instrumentos, se desarrollaron otras normas que dan 







Artículo 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: 
Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración, sin distinción alguna de raza color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición. 
Además el artículo 7 del mismo tratado dispone: 
Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a 
igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual 
protección contra toda discriminación que infrinja esta 
declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 
En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se regula el 
derecho en el artículo 2.1 de la siguiente manera: 
Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a respetar y a garantizar a todos los individuos 
que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su 
jurisdicción, los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  
Luego, en el artículo 26 se establece: 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 





ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las 
personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 
El Pacto de San José en su artículo 1 establece: 
 Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Todas las normas citadas contienen cláusulas abiertas, lo cual da la 
posibilidad de ampliar la interpretación a criterios que no se plasmaron 
explícitamente en la norma, pero que igualmente merecen tutela. Estas 
cláusulas abiertas son de suma importancia, pues sería prácticamente 
imposible incluir dentro de una norma todos los criterios por los cuales se 
puede dar una conducta discriminatoria, por eso se deja abierta la posibilidad, 
para que de acuerdo a las situaciones que se vayan presentando, producto de 
la evolución de las sociedades, pueda hacerse efectivo este derecho a todas 





Sin embargo, por la enorme importancia de este derecho y por la 
necesidad de tutela que surge en prácticamente todos los campos, se han 
creado diversos instrumentos internacionales destinados a combatir la 
discriminación en temas específicos, ejemplos de algunos de estos 
instrumentos son:  
La Convención Interamericana contra la Discriminación de 
Discapacitados, que en su artículo 1.2 dispone: 
2.- Discriminación contra las personas con discapacidad  
a) El término "discriminación contra las personas con discapacidad" 
significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una 
discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de 
discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o 
pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con 
discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales. 
b) No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada 
por un Estado parte a fin de promover la integración social o el 
desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que 
la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la 
igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con 
discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o 





figura de la declaratoria de interdicción, cuando sea necesaria y 
apropiada para su bienestar, ésta no constituirá discriminación. 
Por su parte, el Convenio Relativo a la Discriminación en Materia de 
Empleo y Ocupación dispone en el artículo 1:  
1. A los efectos de este Convenio, el término "discriminación" 
comprende:  
a) cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de 
raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u 
origen social, que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de 
oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación;  
b) cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por 
efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el 
empleo u ocupación, que podrá ser especificada por el miembro 
interesado previa consulta con las organizaciones representativas de 
empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones 
existan, y con otros organismos apropiados. 
 Asimismo, el artículo 1 de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer consagra:  
“A los efectos de la presente Convención, la expresión 
"discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, 
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto 
o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 





sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier 
otra esfera.” 
 
C) EL DERECHO A NO SER DISCRIMINADO EN COSTA RICA 
 
En la normativa interna de nuestro país, este derecho puede extraerse 
del artículo 33 de la Constitución Política, que como ya se mencionó consagra 
también el derecho a la igualdad, esto en la medida en que dicho artículo 
consagra que no es posible "practicarse discriminación alguna contraria a la 
dignidad humana".  
Se debe tener presente que si bien es cierto, la Constitución Política de 
nuestro país no contempla de manera expresa el derecho a la no 
discriminación éste se encuentra inserto en nuestro ordenamiento jurídico a 
través de todos los tratados internacionales de derechos humanos 
mencionados con anterioridad. Además la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia también ha desarrollado en su jurisprudencia este 
derecho, ejemplo de ello es la resolución 9974 del veintinueve de julio del dos 
mil cinco, en la que se indicó: 
En relación con el Principio de Igualdad y el Derecho a la no 
Discriminación, el artículo 33 de la Constitución establece la 
igualdad, no sólo como principio que informa todo el ordenamiento, 





habitantes de la República. En razón de ello se proyecta sobre todas 
las relaciones jurídicas, especialmente las que se traban entre los 
ciudadanos y el poder público. De ahí que el derecho a la igualdad 
se resume en el derecho a ser tratado igual que los demás en todas 
y cada una de las relaciones jurídicas que se constituyan. Por otra 
parte, la igualdad es también una obligación constitucionalmente 
impuesta a los poderes públicos, lo cual consiste en tratar de igual 
forma a los que se encuentren en iguales condiciones de hecho, 
constituyéndose, al mismo tiempo, en un límite a la actuación del 
poder público. No obstante ello y que, en tesis de principio, todos 
son iguales ante la ley, en la realidad se pueden dar situaciones de 
desigualdad. Aquí es importante indicar que existen dos conceptos 
básicos que suelen confundirse al hablar del tema de la igualdad 
ante la Ley, como lo son la discriminación y la diferenciación. La 
Constitución prohíbe la discriminación, pero no excluye la posibilidad 
de que el poder público pueda otorgar tratamientos diferenciados a 
situaciones distintas, siempre y cuando se funde en una base 
objetiva, razonable y proporcionada. Resulta legítima y hasta 
obligatoria, una diferenciación de trato cuando exista una 
desigualdad en los supuestos de hecho, lo que implicaría que el 
principio de igualdad sólo se viola cuando se trata desigualmente a 
los iguales y, por ende, es inconstitucional el trato desigual para 





 De lo anteriormente expuesto se extrae la relación indisoluble que existe 
entre el derecho a la igualdad y a la no discriminación, pues estos pueden 
considerarse como “las dos caras de la misma moneda”. Es así como se 
puede determinar que debido al deber que tiene el Estado de dar un trato 
igualitario a todos los ciudadanos, evitando crear distinciones por motivos de 
raza, sexo, estatus social, orientación sexual, entre otros, se puede entender 
como una conducta discriminatoria aquella a través de la cual se crea una 
diferencia injustificada entre dos o más personas, basada en características 
particulares de estos sujetos, que trae como consecuencia el menoscabo del 
núcleo fundamental de derechos que es inherente a todas las personas. 
 




La dignidad bien podría entenderse como la necesidad a nivel emocional 
que todas las personas tienen de reconocimiento público, ya sea por la 
autoridad, amigos, familiares, círculo social y otros, de haber hecho bien las 
cosas. 
La dignidad deviene de un proceso de aprendizaje, el cual permite 
determinar que es bueno y que es malo, además permite comprender cuando 
nuestras acciones serán recompensadas y cuando serán castigadas. Debido a 
dicho proceso de aprendizaje, la persona se siente libre, pues tiene la 





Por estas razones podría afirmarse que la dignidad es el resultado del 
equilibrio emocional de la persona, el cual se alcanza, cuando hay un pleno 
disfrute de todos sus derechos.  
La dignidad, es por lo tanto, un valor intrínseco y supremo de cada ser 
humano. Dicho valor le es inherente independientemente de su situación 
económica, social, cultural, de sus creencias religiosas o de su manera de 
pensar, es decir, la dignidad humana encierra cuestiones de tal magnitud que 
puede ligarse a la esencia misma del ser humano, así como de su naturaleza 
social y colectiva 
Además, es necesario tener presente que la dignidad es el fundamento 
de todos los demás derechos de los que goza el ser humano, ya que de este 
derecho emanan todos los demás.  
Carlos Colautti, autor argentino, refiriéndose a la dignidad de la persona 
afirma  
"La dignidad es uno de los valores fundamentales respecto del 
cual los demás derechos tienen carácter instrumental"25 
La dignidad de la persona adquiere verdadero sentido en la medida en 
que el ser humano pueda ejercer de manera efectiva todos sus derechos, de 
ahí deviene el carácter de instrumental de los demás derechos, ya que del 
ejercicio efectivo de ellos resulta la consagración de este principio. 
El magistrado Jinesta Lobo de la Sala Constitucional, en el voto salvado 
de la resolución 7262 del año 2006  afirmó:  
                                                 





"El fundamento de los derechos humanos y fundamentales 
encuentra asidero en la dignidad intrínseca a todo ser humano y, 
desde luego, en el libre albedrío que le es consustancial" 
 
B) LA DIGNIDAD HUMANA EN EL DERECHO INTERNACIONAL 
 
Este derecho también ha sido objeto de regulación por parte de la 
normativa internacional.  
En la Declaración Universal de Derechos Humanos, se le regula en el 
artículo 1 que establece: 
"Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos…" 
Por otra parte, la Convención Americana de Derechos Humanos en el artículo 
11 inciso 1 lo regula de regula de la siguiente manera:  
Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad.  
 
C) LA DIGNIDAD HUMANA EN COSTA RICA 
 
En la Constitución Política de Costa Rica, dicho derecho puede 
extraerse del artículo 33, el cual es concordante con todo lo expuesto hasta 
ahora, en la medida en la que reconoce que el negar derechos a las personas 





negando la dignidad del ser humano, ya que el artículo habla de que "no 
podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana".  
Es así como puede concluirse que la dignidad humana es la base 
esencial de todos los demás derechos de las personas, ya que implica el 
pleno desarrollo de la personalidad, la cual solo será efectiva cuando se de un 
efectivo disfrute de todos los derechos. Es así como nuevamente se reafirma 
la correlación existente entre los derechos fundamentales de las personas, ya 
que la afectación a estos incide en mayor o menor medida en la dignidad 
inherente a todo ser humano. En tal sentido, debido a que el Estado es el 
llamado a garantizar el pleno disfrute de los derechos de todas las personas, 
será responsable de la afectación que se de a éste en particular, cuando 
impida o dificulte el ejercicio de uno o varios derechos a los ciudadanos, si 
estas limitantes no se dan de manera justificada.  
 




El derecho a la intimidad implica la existencia de un ámbito propio y que 
por lo mismo, se encuentra reservado de la acción y del conocimiento de las 
demás personas. En este sentido, el derecho a la intimidad resulta necesario 
para poder mantener una calidad mínima de vida. 
Si bien es cierto, para poder determinar el contenido que tendrá el 





las prácticas sociales, para saber cuales conductas de la persona serán 
necesariamente reservadas al ámbito de la intimidad, sin embargo lo que es 
realmente determinante del derecho a la intimidad es el respeto por las pautas 
de comportamiento libremente escogidas y asumidas por cada persona, de ahí 
que una de las principales manifestaciones de este derecho sea la sexualidad y 
por lo tanto, la escogencia de una orientación sexual.  
Este derecho tiene relación no solo con aspectos de la vida propia y 
personal, sino también con determinados aspectos de interacción de la vida con 
otras personas con las que se tenga un vínculo estrecho, como lo es la familia.    
El derecho a la intimidad es por tanto un derecho personalísimo, que está 
ligado a la existencia misma de la persona, por tal razón, se reserva a la vida 
privada de las personas, ámbito en el cual no es válida la injerencia del Estado, 
como se verá a continuación.  
 
B) DERECHO A LA INTIMIDAD EN LA NORMATIVA INTERNACIONAL 
 
En la Declaración Universal de Derechos Humanos se consagra en el 
artículo 12: 
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, 
su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su 
honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
En el Pacto de San José, se le protege a través de la redacción del 





Nadie puede ser objeto de ingerencias arbitrarias o abusivas en 
su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación.  
Posteriormente el inciso 3 complementa la disposición al decir que:  
Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas ingerencias o esos ataques.  
Finalmente, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
dispone en el artículo 17: 
1. Nadie será objeto de ingerencias arbitrarias o ilegales en su 
vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni 
de ataques ilegales a su honra o reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o esos ataques. 
Como se puede observar, todas las normas citadas tienen una redacción 
semejante, en la cual se da énfasis a la protección de la vida privada de las 
personas, protección que debe estar garantizada por la ley y en la cual, ni 
siquiera el propio Estado puede inmiscuirse.  
 
C) EL DERECHO A LA INTIMIDAD EN COSTA RICA 
 
En nuestro país este derecho se consagra en el párrafo primero del 





Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al 
secreto de las comunicaciones.  
Este derecho se ve complementado por el principio de autodeterminación 
contenido en el artículo 28, párrafo segundo de la Carta Magna, en el cual se 
establece: 
Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden 
públicos, o que no perjudiquen a terceros, están fuera de la 
acción de la ley.    
 
SECCIÓN V: DERECHO AL MATRIMONIO Y PROTECCION DE LA 
FAMILIA 
 
A) ASPECTOS GENERALES 
 
Por la importancia que tienen en todas las sociedades, la protección del 
derecho al matrimonio y a la constitución de la familia se ha dado una amplia 
regulación de tales derechos, tanto a nivel internacional, como a lo interno de 
los países. Dicha regulación es necesaria, ya que la principal finalidad de la 
legislación familiar es fortalecer las bases jurídicas de la familia y fomentar la 









B) MATRIMONIO Y FAMILIA EN LA NORMATIVA INTERNACIONAL 
 
Debido a la importancia que tienen estos derechos es que se ha dado 
una especial preocupación, en el ámbito nacional e internacional por regularlo, 
sin embargo, antes de analizar las diferentes normas que se han establecido 
para protegerlos es importante tomar en cuenta ciertos factores. 
- Por su trascendental importancia en la constitución de las sociedades, el 
derecho al matrimonio se considera como un derecho humano y no solo 
como una facultad por la que pueden optar las personas para adquirir 
ciertos beneficios. 
- A pesar de la evolución que ha tenido el concepto de familia, es 
innegable que el matrimonio aún se considera como la base 
fundamental de esta. El matrimonio se configura como la opción que 
tienen dos personas de diferente núcleo familiar para constituir una 
comunidad de vida. 
- El matrimonio es un mecanismo a través del cual muchas personas 
buscan su realización personal y por ende su felicidad, ya que les 
permite desarrollarse como individuos en una comunidad de vida. De ahí 
que la posibilidad de optar por este vínculo garantiza el respeto a al 
dignidad inherente a cada ser humano.   
- Además en importante mencionar que el derecho al matrimonio implica 
también el derecho a no casarse, pero obviamente la vertiente negativa 
de este derecho solo será efectiva cuando la persona tenga la facultad 





A continuación se desarrollará la regulación que se ha dado a tales 
derechos en los diferentes tratados internacionales ratificados por nuestro país. 
 
C) EL DERECHO A CONTRAER MATRIMONIO Y A CONSTITUIR UNA 
FAMILIA EN EL DERECHO INTERNACIONAL 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos, consagra tales 
derechos en el artículo 16, al disponer:  
1. Los hombres y mujeres, a partir de la edad núbil, tienen 
derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, 
nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y 
disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del 
matrimonio. 
2. Solo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros 
esposos podrá contraerse el matrimonio. 
3. La familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y 
del Estado. 
Por otra parte, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
se establece: 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la 






2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer 
matrimonio y a fundar una familia si tiene edad para ello. 
También el artículo 17 del Pacto de San José en los incisos 1 y 2 al 
respecto establece: 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado. 
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer 
matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las 
demás condiciones requeridas para ello por las leyes 
internas, en la medida en que estas no afecten al principio 
de no discriminación establecidos en esta Convención.   
A nivel continental, en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre se afirma, en el artículo VII: 
Toda persona tiene derecho a constituir una familia, 
elemento fundamental de la sociedad, y a recibir protección 
para ella.  
Si bien es cierto, las normas citadas garantizan el derecho humano al 
matrimonio, disponiendo que ninguna ley puede ir en contra de este, es a nivel 
interno de cada uno de los Estados que se debe dar un desarrollo más amplio 
de estos derechos, pues dichos instrumentos internacionales solo establecen 
pautas que deben ser seguidas por los países firmantes para el desarrollo de 





de los países se incurre en errores o malas interpretaciones que van en 
detrimento de tales derechos.  
 
D) EL MATRIMONIO Y LA FAMILIA EN LA CONSTITUCION POLITICA 
DE COSTA RICA 
 
Estos temas se encuentran regulados en nuestra Carta Magna en los 
siguientes términos: 
Respecto a la protección de la familia, el artículo 51 expone: 
La familia, como elemento natural y fundamento de la 
sociedad, tiene derecho a la protección especial del 
Estado. Igualmente tendrán derecho a esa protección la 
madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido.  
Posteriormente, el artículo 52, al referirse al matrimonio 
establece:  
El matrimonio es la base esencial de la familia y descansa 
en la igualdad de derechos de los cónyuges. 
Es importante hacer notar que a diferencia de los tratados internacionales 
citados con anterioridad, nuestra Constitución Política no establece 
expresamente el derecho a contraer matrimonio, sin embargo el mismo se 
puede extraer de manera implícita, debido a la regulación que se da de este 
como base de la familia, que a su vez se considera elemento natural y 
fundamental de la sociedad. A raíz de lo anterior  la Sala Constitucional ha sido 





La Sala constitucional, en el voto 3693 del año 1994 dispuso: 
Además, es también entendido que existe un derecho 
fundamental de las personas a contraer matrimonio, que se 
consagra tanto en el artículo 52 Constitucional, como en los 
artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y 17.2 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), sin 
que ello obste para que, en ejercicio de la libertad individual, las 
personas opten por fundar una familia sin cumplir con las 
formalidades del matrimonio. Esa libertad, por una parte implica 
que el Estado no puede en forma alguna impedirlo u 
obstaculizar, de modo irrazonable el matrimonio de las personas, 
y por otra, que no es posible que se imponga como única forma 
de constitución de una familia, la matrimonial. (El subrayado no 
es del original) 
Además en el voto 346 de 1994 esta Sala estipuló:  
¨… la familia es sin duda el núcleo primario y fundamental de la 
sociedad para el pleno desarrollo físico, mental, moral y social 
del individuo. Debemos entonces, desde este lineamiento, 
entender el término familia en su sentido sustancial y no formal, 
superando el concepto tradicional de familia manejado en los 
diferentes campos del derecho, en los cuales muchas veces se 





familia es el vehículo ideal para lograr el desarrollo humano y la 
preparación de la vida en sociedad; es el marco en el cual le 
corresponde al individuo aprender –entre otras cosas-, a 
respetar los derechos y propiedades de los otros y es allí donde 
se forman los principios de cooperación y mutuo auxilio, base de 
la familia moderna los que se trasladan de generación en 
generación dándonos la estabilidad social de la que gozamos.¨ 
Del análisis realizado hasta el momento, tanto en el presente capítulo 
como en el anterior, se puede determinar la importancia que tiene darle una 
interpretación a todos los derechos de acuerdo a los cambios sociales que se 
van dando con el paso del tiempo, esto por cuanto el derecho debe evolucionar 
al lado de la historia, lo que hace imposible darle siempre una interpretación 
literal a las normas o conservar de manera perpetua el espíritu de la norma 
concebida por el legislador que las creó, ya que esto iría en detrimento de los 
derechos de las personas. Además también es importante tener presente que 
las normas no pueden analizarse de manera aislada, sino que debe darse una 
interpretación sistemática de las mismas, no perdiendo nunca de vista el 
cuerpo normativo que les dio origen como un todo. 
Es así como en procura de esa interpretación sistemática respetuosa de 
todos los derechos contenidos en la Carta Magna y con base en los principios 
pro homine y pro libertatis, el artículo 52 de la Constitución Política debe 
interpretarse de manera amplia, entendiendo por matrimonio la unión de dos 





de vida en común, las cuales tienen la facultad de disfrutar en condiciones de 
igualdad de todos sus derechos. Esto por cuanto se debe buscar que la norma 
constitucional contemple y proteja al mayor número de personas, lo cual no 
sería posible de conservarse una interpretación histórica de la norma, pues con 
ésta solo se entendería como matrimonio la unión de hombre con mujer a 
pesar de que dicho artículo no lo disponga de manera expresa. 
Se tiene claro que la familia es el componente natural de la sociedad, en 
el sentido de que sociológicamente existe aunque el Derecho no la tutele y que 
es por esa relevancia social que el Estado se ve obligado a brindarle 
protección. No obstante, no se puede dejar de lado que el ordenamiento 
jurídico ha creado ciertos institutos para que regulen las relaciones familiares, 
entre ellos el matrimonio y que en la vida cotidiana la protección contemplada 
para este núcleo social solo se aplica a las grupos de personas que cumplan 










REGULACIÓN JURÍDICA A NIVEL INTERNACIONAL DE LAS 
PAREJAS FORMADAS POR PERSONAS DEL MISMO SEXO. 
 





En este país se debe distinguir entre tres institutos: el contrato de vida 
común, la pareja registrada y el matrimonio de personas del mismo sexo.   
1. El contrato civil: esta opción se da tanto a parejas homosexuales como a 
parejas heterosexuales. Consiste en la posibilidad de celebrar un contrato 
privado en escritura pública ante un notario, mediante el cual se definen 
únicamente aspectos patrimoniales y sucesorios. Este contrato fue instaurado 
en el año de 1993. 
2. La pareja registrada: la opción de decidir por una pareja registrada se dio a 
partir del año 1998. Este instituto está abierto tanto para homosexuales como 
para heterosexuales. Para constituir una de estas parejas se deben cumplir los 
mismos requisitos exigidos por la ley para contraer matrimonio, incluida la 
libertad de estado que implica la no existencia de un vínculo previo, ya sea por 
matrimonio o por otra pareja registrada. Los efectos de la pareja registrada son 






- Fallecimiento de uno de los miembros de la pareja; 
- Ausencia de uno de los convivientes junto con la inscripción de la 
convivencia o matrimonio de otro de los miembros; 
- Por mutuo acuerdo expresado por escrito ante la autoridad competente 
(Registro Civil). 
- Por fallo judicial que la declare a solicitud de uno de los miembros de la 
pareja. 
Se podría afirmar que la única diferencia sustancial que existía en este país 
entre las parejas registradas y las parejas unidas por matrimonio, es que a las 
primeras se les limitaba la adopción conjunta. En cuanto a la patria potestad 
sobre los hijos de uno de los miembros de la pareja se permitía el ejercicio 
conjunto, siempre y cuando un juez o el otro miembro de la pareja lo autorice. 
3. Matrimonio: En el año de 1995 se creó en el Parlamento Holandés una 
comisión especial encargada de investigar la posibilidad de reconocer a las 
parejas homosexuales el derecho a contraer matrimonio. Esta comisión terminó 
su trabajo dos años después y el resultado que se obtuvo fue que debía darse 
una apertura de la institución del matrimonio a las parejas del mismo sexo. 
Posteriormente, en septiembre del año 2000 se debatió en el Parlamento un 
proyecto de ley tendiente a aprobar el matrimonio entre parejas de 
homosexuales. Este proyecto fue aprobado finalmente el 19 de diciembre del 
año 2000 y entró en vigencia el 1 de abril de 2001.   






Pueden contraer matrimonio dos personas de distinto o del 
mismo sexo.  
En el año 2001 también se aprueba la ley que permite la adopción 
conjunta a las parejas formadas por personas del mismo sexo. 
 Posteriormente en el año 2002 se establece la autoridad parental 
conjunta y se establece la obligación alimentaria respecto al menor nacido 
dentro de un matrimonio entre dos mujeres, a pesar de la no existencia de 
filiación biológica entre el niño y uno de los miembros de la pareja.  
Con estas leyes posteriores a la de la aprobación del matrimonio 
homosexual se obtuvo como resultado la igualdad de efectos entre las parejas 
homosexuales y las parejas heterosexuales que optan por el matrimonio.  
La diferencia más importante entre el instituto del matrimonio y el de la 
pareja registrada es la forma como puede disolverse el vínculo, pues la pareja 
registrada tiene un mecanismo más sencillo, al permitirse la disolución por 
acuerdo conjunto expresado ante un notario, por lo que no se requiere el 
pronunciamiento judicial que sí es necesario para disolver el matrimonio. Esta 
diferencia aunada al hecho de que existe la posibilidad de convertir el vínculo 
matrimonial en el de pareja registrada, ha traído consigo que gran cantidad de 
parejas lleven a cabo esta conversión, con el único fin de verse liberados del 









En este país inicialmente el mecanismo de tutela para las parejas 
homosexuales fue la “cohabitación extramatrimonial”, la cual era una institución 
que se encontraba en un punto medio entre el matrimonio y la convivencia de 
hecho. 
Esta figura estaba abierta tanto para parejas formadas por personas 
homosexuales como heterosexuales.  
Para optar por este instituto, las personas debían declarar ante el 
funcionario del Registro Civil su deseo de convivir bajo este régimen.  
Entre los requisitos para poder constituir esta unión estaban la plena 
capacidad de obrar y el no estar casado o unido en otra cohabitación 
matrimonial anterior. Sin embargo a diferencia del matrimonio, no se dan 
impedimentos por razones del parentesco. 
Los efectos se limitaban básicamente a proteger los bienes comunes, la 
responsabilidad solidaria de las deudas contraídas para afrontar la vida en 
común y la contribución proporcional a los ingresos para sufragar gastos 
familiares. 
No se establezcan derechos para el miembro de la pareja sobreviviente. 
Incluso se prohíbe la permanencia en la vivienda común si el fallecido es el 
propietario o el titular del contrato de arrendamiento. 
La disolución de la pareja se daba por muerte de uno de los miembros o 





persona. También se disuelve el vínculo por una declaración de voluntad 
unilateral o conjunta. 
Debido a la limitada tutela que proporcionaba este instituto a las parejas 
homosexuales en comparación con el matrimonio, es por lo que el 7 de 
diciembre de 2001 se aprobó un proyecto de ley que pretendía la apertura del 
matrimonio para parejas homosexuales. Su aprobación definitiva se produjo el 
30 de enero de 2003, gracias a las limitaciones que se impusieron en materia 
de filiación, pues aun no se permite a estas parejas adoptar menores.  
Con la aprobación del matrimonio para parejas formadas por personas 
del mismo sexo, se les otorga a estas los mismos derechos sucesorios que a 
las parejas heterosexuales casadas. De la misma forma, si uno de los 
miembros de la pareja no trabaja puede beneficiarse de la cobertura social de 
su cónyuge, también tiene derecho a una pensión. Además pueden hacer de 
manera conjunta su declaración ante hacienda.  
En cuanto al régimen de divorcio se aplican los mismos lineamientos 
que para las parejas heterosexuales.  
En materia de filiación se establece, que el hijo nacido dentro del 











En el Estado Español la competencia para regular las formas de 
matrimonio corresponde de manera exclusiva al Estado, esto de acuerdo al 
artículo 149.1.8 de la constitución de este país. Debido a ello, la legislación de 
las Comunidades Autónomas no podía otorgar a las parejas de hecho el 
estatus de matrimonio.  
Por tal motivo, a partir de el año de 1990 algunas de estas comunidades 
inician la promulgación de legislaciones propias para regular las parejas de 
hecho, las cuales daban la posibilidad a la parejas formadas por personas del 
mismo sexo de registrarse y así obtener algunos beneficios.  




Fue la primera comunidad española en regular a las uniones estables de 
pareja, que abarcaba tanto uniones heterosexuales como homosexuales. Esta 
ley fue la número 10/1998.  
En el caso de parejas formadas por personas de diferente sexo, los 
efectos legales previstos para estas uniones se dan tanto para las parejas que 
lo declaren formalmente a través de una escritura pública, como para las que 





 En el caso de las parejas homosexuales solo se dan los efectos de las 
uniones estables de pareja cuando realicen una declaración expresa de 
voluntad en escritura pública.    
La figura genera los mismos derechos y obligaciones para todas las 
parejas que opten por ella. Se establece que salvo pacto en contrario, ambos 
miembros de la pareja deben contribuir a los gastos comunes de manera 
proporcional a los ingresos. Además, ambos miembros de la pareja responden 
ante terceros de manera solidaria, en cuanto a las obligaciones contraídas para 
afrontar la vida en común.  
Respecto al régimen patrimonial, cada uno de los miembros sigue 
conservando la titularidad y la administración de sus bienes, sin embargo, en 
cuanto a la vivienda de uso común y los muebles de uso ordinario, el titular de 
estos no puede disponer de ellos si no es con el consentimiento del otro 
miembro de la pareja o mediante autorización judicial.  
En el aspecto alimentario, existe una obligación recíproca de prestarse 
alimentos, la cual se extingue con la disolución de la unión.  
En cuanto a la posibilidad de adoptar niños, esta solo está abierta para 
parejas heterosexuales.  
La forma como se extingue la relación es a través de un acuerdo común; 
por voluntad unilateral de uno de los miembros, siempre y cuando se haya 
dado la efectiva notificación al otro miembro de la relación; por separación de 





los miembros de la pareja. Cuando la unión se haya dado a través de escritura 
pública se da la obligación de dejar sin efecto dicha escritura. 
Si la extinción se da por una causa distinta a la muerte nace un derecho 
de compensación económica para el miembro de la pareja que ha trabajado 
para el hogar común o para el otro miembro de la pareja, cuando esto haya 
generado una situación de desigualdad patrimonial que tenga como resultado 
un enriquecimiento injusto. 
El derecho a una pensión periódica nace cuando se haya disminuido la 
capacidad económica o, en el caso de parejas heterosexuales, cuando se 
tenga a cargo los hijos comunes.  
En cuanto a derechos sucesorios existen básicamente los mismos 




En la comunidad de Aragón se promulgó la ley 6/1999 para tutelar a las 
parejas estables no casadas. Esta ley no hace diferencias entre las parejas 
homosexuales y heterosexuales, ya que el principal requisito para que se 
reconozca es que se trate de personas mayores de edad.  
Para que se reconozca la existencia de una de estas parejas debe 
comprobarse una convivencia mínima de dos años o la manifestación de 
voluntad de los miembros de la pareja a través de escritura pública.  
Dentro de los impedimentos existentes para formar una de estas 





otra unión, así como la existencia de parentesco en línea recta por 
consanguinidad o adopción, colaterales por consanguinidad o adopción hasta 
segundo grado.  
Los efectos personales y patrimoniales de estas uniones se regulan a 
través de escritura pública, sin embargo, existen una serie de derechos y 
obligaciones que rigen en defecto de pacto, como la obligación de contribuir de 
manera proporcional para el mantenimiento de la vivienda y para sufragar los 
gastos comunes y también se establece la responsabilidad solidaria respecto a 
las deudas para asumir las necesidades de la vida común. También existe una 
obligación recíproca de prestarse alimentos.  
El derecho de adoptar solo se les reconoce a las parejas 
heterosexuales.  
El vínculo se extingue por acuerdo común, por decisión unilateral, por 
separación de hecho por más de un año, por el matrimonio posterior de uno de 




El 3 de julio del año 2000 se aprobó la ley número 6 relativa a la 
igualdad jurídica de las parejas estables, que da la posibilidad a parejas 
homosexuales y heterosexuales de constituirla, siempre y cuando se trate de 
una relación libre y pública de dos personas mayores de edad que hayan 
convivido como mínimo un año. También se puede constituir una unión estable 





No pueden integrar este tipo de uniones personas relacionadas por 
consanguinidad o adopción en línea recta o colateral en segundo grado, 
tampoco quienes estén unidos en matrimonio o hayan formado otra pareja 
estable. 
Los efectos personales y patrimoniales pueden regularse mediante 
pacto. Si no hay pacto existe un deber de contribuir al mantenimiento de la 
vivienda y de los gastos comunes de manera proporcional a los ingresos. En 
cuanto a las obligaciones contraídas para afrontar las necesidades de la vida 
común existe responsabilidad solidaria. Además hay obligación recíproca de 
alimentos entre los miembros de la pareja.  
Esta legislación, a diferencia de las anteriores da la posibilidad a las 
parejas estables de adoptar de manera conjunta, independientemente de que 
se trate de parejas heterosexuales u homosexuales.  
En cuanto a la tutela, curatela, declaración de ausencia y prodigalidad 
se aplican a estas parejas las mismas disposiciones que se aplican a las 
parejas unidas en matrimonio. Sin embargo, respecto a la guarda, custodia y 
régimen de visitas de los hijos comunes se respeta el acuerdo de partes, salvo 
que un juez determine que dicho acuerdo es lesivo para los hijos e inclusive 
para uno de los miembros de la pareja.  
La disolución de la pareja se da por muerte de uno de los miembros, por 
mutuo acuerdo, por voluntad unilateral que haya sido efectivamente notificada 





cabe la posibilidad de disolución del vínculo cuando las partes hayan acordado 
las causales en la escritura de constitución de la pareja.  
 
4. Ley de matrimonio para todo el Estado Español 
 
 En junio del 2005, se modifica el Código Civil, mediante la ley 13/2005, 
con lo que finalmente se da la apertura del matrimonio entre personas del 
mismo sexo en todo el Estado Español.  
 Dicha ley en sus consideraciones preliminares establece las razones 
que se tomaron en cuenta para dar el paso hacia el matrimonio homosexual, 
entre ellas, que la convivencia de pareja es la expresión genuina de la 
naturaleza humana y que el matrimonio es la institución jurídica de relevancia 
social que tiende a realizar la vida en común de la pareja. 
 Asimismo, señala que dentro de las posibilidades abiertas en la 
Constitución, la ley desarrollará en cada etapa histórica y de acuerdo a su 
escala axiológica la capacidad requerida para contraer matrimonio. 
 Igualmente menciona, que no se puede ignorar lo evidente, refiriéndose 
al tema de las relaciones de pareja, ya que la sociedad se transforma y 
reconoce diversas formas de convivencia. Entre ellas la convivencia como 
pareja entre personas del mismo sexo.  
Este tipo de relaciones son un medio a través del cual una parte de la 
población desarrolla su personalidad y se basa en una asistencia entre sí de 
apoyo emocional y económico; sin más trascendencia que la estricta relación 





También establece que la ley que norme el matrimonio debe tener en 
cuenta los fundamentos constitucionales, de forma tal que se respete sobre 
todo la igualdad efectiva de los ciudadanos en el libre desarrollo de su 
personalidad, libertad en cuanto a formas de convivencia y un contexto de 
igualdad real para el disfrute pleno de los derechos, sin discriminación por 
razón de sexo o cualquier otra condición social o personal. 
Por otra parte, ya concretamente en la ley se permite que el matrimonio 
sea constituido por personas del mismo o de distinto sexo, con integridad e 
igualdad de derechos y deberes sin importar su conformación.  
Debido a esto, se mantienen los efectos de la figura matrimonial, desde 
los que se refieren a los derechos sociales y patrimoniales, hasta el poder 
participar en un proceso de adopción, aplicándoseles también las regulaciones 
referente a nulidades y disolución del vínculo. Por lo que, como la misma ley 
señala, se respeta la configuración objetiva de la institución. 
En la parte terminológica, se ha hecho una adaptación en varios artículos 
del Código Civil español, pues varias normas hacen referencia al sexo de sus 
integrantes. Ejemplo de ello es que los artículos en los que se hacía alusión al 
marido y a la mujer, estor términos fueron suplidos por las palabras cónyuges o 
consortes, manteniéndose lógicamente las nociones iniciales en los casos de 
artículos que refieran a situaciones que solo se presentan en matrimonios 
heterosexuales. 
Por último, se implanta una disposición adicional en la que se dice que toda 





entenderse como aplicable al matrimonio tanto heterosexual como 
homosexual.  
Sin embargo, a pesar del avance que se dio en esta nación al aprobarse el 
matrimonio entre personas del mismo sexo, el 28 de septiembre de 2005 un 
grupo de diputados del Partido Popular presentó ante el Tribunal Constitucional 
Español un recurso de inconstitucionalidad contra el texto completo de la ley 
que permitió a las parejas homosexuales optar por el matrimonio, por 
considerar que dicha ley vulnera el artículo 32 de la Constitución española en 
el cual se establece la garantía institucional del matrimonio y el derecho a 
contraer matrimonio del hombre y la mujer. Dichos diputados argumentan que 
se recurre la ley no por ampliar los derechos de las personas homosexuales, 
sino por ser inconstitucional, pues desvirtúa la institución social y jurídica del 




Canadá fue el cuarto país en el mundo en aprobar el matrimonio entre 
personas del mismo sexo y el único a nivel americano que lo permite. 
Como antecedente se da el fallo del mes de mayo de 1999 del Tribunal 
Supremo de Canadá, en el cual se señala que afirmar que la palabra esposo o 
cónyuge implica diferencia de sexo, resulta contrario a la constitución 
canadiense. Ya para junio de ese mismo año se da la aprobación en el 
Parlamento de Quebec de una ley que modifica la unión de hecho, 





 De esta ley resulta importante tomar en cuenta que para dimensionar los 
efectos de dicha reforma debieron hacerse otras modificaciones a diversas 
leyes, entre ellas: 
- La ley de accidentes de trabajo; 
- Ley de seguros; 
- Ley sobre impuestos; 
- Ley sobre los tribunales judiciales; 
- Ley de ayuda e indemnización de las víctimas de actos criminales; 
- Código de Procedimiento Civil. 
Asimismo, antes de que se aprobara esta ley el matrimonio entre 
homosexuales ya era permitido en nueve regiones de este país: 
- La provincia de Ontario desde el 10 de junio de 2003 
- La provincia de Colombia Británica desde el 8 de julio de 2003 
- La provincia de Quebec desde el 19 de marzo de 2004 
- El territorio del Yukon desde el 14 de julio de 2004 
- La provincia de Manitoba desde el 16 de septiembre de 2004 
- La provincia de Nueva Escocia desde el 24 de septiembre de 2004: 
antes de que se aprobara el matrimonio existía la posibilidad de registrar 
la unión homosexual, la cual surtía los mismos efectos del matrimonio. 
- La provincia de Saskatchewan desde el 5 de noviembre de 2004 
- La provincia de Terranova y Labrador desde el 21 de diciembre de 2004 





Finalmente, a través de la ley número C-38 del 20 de julio de 2005 se da 
la apertura del instituto del matrimonio homosexual para todo el país 
canadiense.  
En el preámbulo de la mencionada ley C-38, se establece que la 
igualdad de acceso a la unión para los propósitos civiles, solo se alcanza 
respetando los derechos de las parejas del mismo sexo, las cuales tienen 
derecho a la igualdad y a la no discriminación, pues de lo contrario, si no se 
permite la unión se estaría irrespetando la dignidad humana de estas parejas, 
además de que se violaría la Carta Canadiense de los Derechos y Libertades.  
Posteriormente se establece que las uniones civiles son fundamentales 
dentro de la sociedad canadiense, para consolidar los lazos dentro de las 
relaciones, lo que representa la fundación de una familia para muchos 
canadienses, razón por la cual, el Parlamento de Canadá tiene la 
responsabilidad de apoyar estas uniones.  
Finalmente se establece que para reflejar los valores de tolerancia, 
respeto e igualdad contenidos en la Carta Canadiense de los Derechos y 
Libertades, el acceso a la unión para los propósitos civiles debe extenderse por 
la legislación a las parejas del mismo sexo.  
En la parte normativa, en el artículo 1 se equipara la unión civil 
establecida por esta ley, al matrimonio en cuanto a los efectos civiles, al decir 
que ese evento se entiende como el acto civil del matrimonio. En el siguiente 
artículo se dispone que la unión, para los efectos civiles, es la unión de dos 





Posteriormente, para garantizar la certeza de estos vínculos, se 
establece que estas uniones no son anulables a raíz de que los esposos sean 
del mismo sexo y como definición de esposo se establece que es cualquiera de 
las dos personas que estén casadas la una con la otra. 
Se establecen como requisitos para poder unirse el consentimiento libre 
y expreso de dos personas, para convertirse cada uno en esposo del otro. 
En cuanto a las prohibiciones, se establece que no podrán contraer 
matrimonio las personas que tengan vínculos de parentesco en línea directa, ni 
tampoco es posible el vínculo entre hermanos o hermanas, ni entre 
hermanastros o hermanastras, lo que incluye la adopción. 
Dentro de la ley se sistematiza una lista de modificaciones a la 
legislación interna, para asegurar la igualdad de acceso a las parejas del 




Sudáfrica es el quinto país en el mundo y el único en el continente 
africano en permitir el matrimonio entre personas del mismo sexo. Lo anterior 
se dio como resultado del fallo dictado en julio de 2002 por la Corte Superior de 
Sudáfrica, según el cual es discriminatorio e inconstitucional que la ley 
sudafricana no permita el matrimonio entre personas del mismo sexo.  
El Tribunal Constitucional Sudafricano le otorgó al Parlamento un 
periodo de doce meses para que se adaptara la legislación interna a esta 





con la finalidad de que las parejas de homosexuales puedan, a través de la 
legislación nacional, acceder al derecho al matrimonio. 
En este fallo se dictaminó que la reforma a la ley nacional acerca del 
matrimonio debe incluir, después de las palabras esposa o marido, la palabra 
cónyuge, con el fin de que se incluyan dentro de la definición a las parejas 
homosexuales. Caso contrario los tribunales aplicarían dicha modificación de 
forma automática.  
Debido a que la constitución de este país prohíbe de manera expresa la 
discriminación por razón de la orientación sexual, la resolución en la que se 
declara que la ley nacional sobre matrimonio, que impedía a las parejas 
homosexuales casarse era inconstitucional, fue apoyada por la totalidad de los 
miembros del tribunal.  
La ley de Unión Civil que finalmente aprueba el matrimonio a las parejas 
homosexuales fue aprobada el 14 de noviembre de 2006 en el Parlamento 
Sudafricano, por 230 legisladores del Parlamento de Ciudad del Cabo. En esta 
votación además hubo 41 votos en contra y tres abstenciones.  
Esta ley de Unión Civil permite que dos personas puedan unirse, ya sea 
en matrimonio o a través de una unión registrada.  
Con esta ley se deja atrás la antigua definición de matrimonio, la cual 
decía que este era "una unión voluntaria reconocida legalmente de un hombre 
y una mujer, con exclusión de cualquier otra", definición que en el año de 2004 
había sido considerada discriminatoria para las parejas del mismo sexo por el 





F) ESTADOS UNIDOS DE AMERICA: ESTADO DE 
MASSACHUSSETS 
 
El Estado de Massachussets es el único de la unión americana que da a 
las personas del mismo sexo la posibilidad de contraer matrimonio, lo cual es 
posible desde el 17 de mayo de 2004.  
Lo anterior se dio como consecuencia de un fallo de la Corte Judicial de 
Massachussets, en el que se determinó que las leyes estatales que impiden el 
matrimonio entre parejas homosexuales son inconstitucionales y 
discriminatorias. Por tal razón, la Corte fijó un plazo de seis meses para que la 
Asamblea General de Massachussets hiciera las enmiendas necesarias en la 
legislación, sin embargo, si esto no se hacía, el fallo entraría en vigor al cabo 
de ese plano como efectivamente sucedió.   
Con este fallo se le concedió a los matrimonios conformados por 
personas homosexuales los mismos derechos que a las parejas 
heterosexuales, salvo en lo que se refiere a seguridad social.  
 
SECCIÓN II: RECONOCIMIENTO CIVIL DISTINTO AL MATRIMONIO 
 
A) PAISES ESCANDINAVOS 
 
En estos países se ha dado a la pareja homosexual un estatus similar al 
del matrimonio, esto con el fin de que todas las personas que deseen para si 





Para aquellas parejas que pudiendo registrarse optaren por no hacerlo, 
el derecho les concede efectos solamente para un adecuado reparto de los 
bienes en caso de ruptura de la relación.  
Dinamarca: fue el país pionero en regular las relaciones existentes 
entre personas del mismo sexo, pues desde el año de 1989 se promulgó una 
ley que permitía a las parejas homosexuales registrarse. Esta ley se remite a la 
legislación aplicable al instituto del matrimonio, permitiendo a las personas 
homosexuales registrar su unión a través de acto civil muy similar al del 
matrimonio, el cual tiene las mismas condiciones para su celebración.  
Lo que diferencia a estas uniones civiles y al matrimonio son solo 
algunas excepciones en cuanto a los efectos que surten, como lo son el 
derecho de adoptar, la posibilidad de optar por técnicas de reproducción 
asistida y la atribución de la patria potestad.  Sin embargo, en el año de 1999, 
el Parlamento aprobó una moción ampliando los efectos, con lo cual se permite 
a las parejas registradas adoptar al hijo del otro miembro de la pareja.  
Los efectos que crean estas uniones son principalmente: 
- Obligaciones alimentarias reciprocas entre los miembros de la pareja 
- Responsabilidad solidaria de las obligaciones contraídas para poder 
desarrollar una vida en común; 
- Adquisición de un apellido común; 
- La posibilidad de optar por el régimen de capitulaciones patrimoniales. 





de comunidad de bienes, que también rige para el matrimonio cuando 
no se da un pacto expreso. 
- También crea derechos sucesorios equiparables a los del cónyuge 
supérstite.  
La disolución del vínculo se puede dar por muerte de alguno de los 
miembros de la pareja o por voluntad de estos, en cuyo caso se aplican las 
mismas reglas que en el divorcio. 
Este mismo modelo se adoptó con posterioridad en otros países: 
Noruega en el año de 1993: en este país el registro de parejas tiene los 
mismos efectos que el matrimonio. Sin embargo, las disposiciones relativas a 
la adopción, no se aplican a estas parejas, pues a diferencia de Dinamarca en 
este país existe una prohibición absoluta en cuanto a la adopción de los hijos 
del otro miembro de la pareja. 
Suecia en 1987: a partir de este año se regula la cohabitación 
extramatrimonial o unión de hecho, en dos leyes diversas, una para parejas 
heterosexuales y otra para las parejas homosexuales, dándole una protección 
más débil que el matrimonio, pues se protege únicamente a la parte 
económicamente más débil, ya que se regulan cuestiones de la vivienda y el 
menaje de casa, dejando de lado el resto de los bienes, sin otorgar derechos 
sucesorios a los convivientes.  
Ya para el año de 1994 se aprueba una ley de registro de parejas de 
hecho, la cual establece que dos personas del mismo sexo pueden solicitar el 





efectos que se obtienen con el matrimonio, salvo en lo que se refiere a la 
posibilidad de adoptar o de recurrir a una técnica de fecundación asistida.  
En esta legislación se hace la salvedad de que estos efectos similares al 
matrimonio solo se aplicarán para aquellas parejas que registren su unión, 
pues para las que no lo hagan se aplica el régimen de concubinato que tiene 
algunos beneficios, pero no los mismos del matrimonio, por ejemplo, no se 
genera una obligación alimentaria, ni derecho a la herencia. En este país, en el 
año 2002 se eliminaron las limitaciones existentes del derecho a la adopción y 
a las técnicas de reproducción asistida. 
Regulaciones similares se dieron en Islandia en el año 1996 y en Finlandia 
en el año 2001. En estos países la figura existente también es la de la unión 




En este país la ley que regula las parejas registradas se promulgó el 16 
de febrero de 2001. Esta ley crea la figura de la “pareja registrada” la cual es 
exclusiva de las parejas homosexuales, esto debido a que fue necesario crear 
este instituto porque la constitución alemana prohíbe expresamente el 
matrimonio entre parejas del mismo sexo. 
Para la constitución de una pareja registrada es necesario que dos 
personas del mismo sexo manifiesten ante el Registro Civil su deseo de 
constituir una de estas uniones, la cual debe ser inscrita en el registro de 





Es necesario que en el momento de constitución de la pareja se 
manifieste por cual régimen patrimonial se va a optar, debido a que no se 
contempla ningún régimen supletorio. 
Para poder constituir una pareja registrada se necesita contar con la 
mayoría de edad y tener libertad de estado, lo que implica no solo que no 
exista un matrimonio anterior, sino también que no se haya constituido una 
pareja registrada con anterioridad. Sin embargo, el formar parte de una pareja 
registrada no impide que se pueda contraer matrimonio. 
Los efectos que genera la constitución de una pareja registrada son 
principalmente: 
- Obligación alimentaria, la cual es reciproca e indisponible. Esta 
obligación continúa incluso si la pareja se separa o se disuelve, pero en 
este caso sí es posible la renuncia al derecho alimentario. Esta 
obligación deja de existir si el beneficiario contrae matrimonio o 
constituye una nueva pareja registrada.  
- Las obligaciones contraídas para poder afrontar las necesidades de la 
vida común son solidarias. 
- No se permite la adopción de niños, ni se reconocen derechos 
conjuntos respecto de los que se consideran comunes y que fueron 
concebidos mediante alguna técnica de reproducción asistida. Solo se 
regula el supuesto de que existan hijos que fueron concebidos por una 
relación heterosexual precedente. En este caso el progenitor conserva 





tiene algunos derechos relativos a la vida diaria del niño y a situaciones 
que deban atenderse de manera urgente en pro del interés superior del 
niño. Si la pareja se disuelve el miembro no progenitor adquiere el 
derecho de visita. 
- En caso de muerte de uno de los miembros de la pareja, el miembro 
sobreviviente tiene los mismos derechos sucesorios que corresponden 
al cónyuge supérstite. 
La disolución del vínculo se da por muerte de uno de los miembros de la 
pareja o por sentencia judicial. Las causales de disolución son: 
- Declaración de voluntad conjunta y cese efectivo de la convivencia por 
un periodo mínimo de un año 
- Declaración unilateral de voluntad y cese efectivo de la convivencia por 
un periodo de al menos tres años. 
- Por solicitud de alguno de los miembros de la pareja, siempre que logré 
demostrar que no es posible la continuación de la unión por causas que 




El 15 de noviembre de 1999 se promulgó en este país la ley sobre el 
Pacto Civil de Solidaridad o PACS, el cual es un hibrido entre el derecho de 





Este pacto se define en el artículo 515.5 de la ley como “un contrato 
concluido por dos personas físicas mayores, de sexo diferente o del mismo 
sexo, a fin de organizar su vida en común”.  
Pueden optar por este instituto parejas formadas por personas de igual o 
diferente sexo.  
Los requisitos que se exigen para poder constituir un PAC es la mayoría 
de edad, que ninguno de los miembros esté vinculado en matrimonio o por un 
PAC anterior y que no existan vínculos de parentesco por afinidad o 
consanguinidad, o de manera colateral hasta el tercer grado. 
Para que este contrato surta efectos ante terceros, es necesario que se 
inscriba en el registro especial creado al efecto.  
Las partes son las que deciden el contenido del contrato, sin embargo 
hay ciertas disposiciones que sirven de base, por ejemplo existe una obligación 
de ayuda mutua, además de una presunción de indivisión de los bienes 
adquiridos por los miembros de la pareja después de la celebración del 
contrato. Igual opera cuando no sea cierta la fecha de adquisición de los 
mismos. La presunción se aplica tanto para bienes muebles como inmuebles. 
Además ambos miembros de la pareja responden de manera solidaria para 
responder por las deudas contraídas para afrontar la vida común. 
También se da el beneficio de subrogación del contrato de 
arrendamiento en caso de que el miembro de la pareja titular del mismo 





Este contrato no genera derechos sucesorios. Tampoco se permite a la 
pareja adoptar menores de manera conjunta, ni compartir la patria potestad 
respecto al hijo de alguno de los miembros que conviva con la pareja, cuando 
esté formada por personas del mismo sexo, a las cuales tampoco se les 
permite optar por una técnica de reproducción asistida. 
El vínculo se disuelve por muerte de alguno de los miembros o porque 
se contraiga matrimonio entre si en el caso de las parejas heterosexuales o por 
contraer matrimonio con un tercero en caso de las parejas homosexuales. 
También cabe la disolución por declaración de voluntad conjunta o unilateral, 
después de un plazo de tres meses de celebrado el vínculo. Después de la 





En este país la regulación que se da a las parejas homosexuales está 
contenida en la ley 7-2001, del 11 de mayo de ese año. Esta ley tutela los 
derechos de las parejas que viven en unión de hecho.  
Dicha ley ofrece efectos muy limitados a las parejas que optan por llevar 
una vida común sin que medie un acuerdo legal. Tales efectos se hacen 
presentes principalmente cuando finaliza la relación.  
Para que esta ley surta efectos la pareja, independientemente de su 
sexo, debe haber convivido como mínimo un periodo de dos años, debe estar 





no deben estar unidos por un matrimonio con un tercero y no debe existir 
parentesco por consanguinidad o afinidad en línea recta o en línea colateral 
hasta el segundo grado.  
No se dan los efectos de esta figura si uno de los miembros fue 
condenado como autor del homicidio doloso del cónyuge del otro miembro de 
la pareja. 
Los efectos se limitan básicamente a la protección del hogar común. Se 
establece un derecho real de habitación por un periodo de cinco años, para el 
miembro superviviente, en caso de que el propietario del inmueble fuera el 
fallecido. Después de este plazo, el superviviente adquiere la opción de compra 
del inmueble. Sin embargo esta disposición no se aplicará si se dispuso del 
bien a través de testamento o si hacen valer sus derechos descendientes del 
fallecido que tengan menos de un año de edad o que hubieren convivido con 
este por un periodo superior a un año.  
También existe el derecho de subrogación del contrato de 
arrendamiento, en caso de fallecimiento del titular del contrato.  
La pareja de hecho heterosexual conserva el derecho de adopción 
conjunta.  
Este vínculo se disuelve por muerte de uno de los miembros, por 
declaración de voluntad, o por matrimonio posterior de cualquiera de los 
miembros. De esta ruptura solo se dan consecuencias económicas si sus 







En Suiza, como es costumbre, la decisión respecto a la unión entre 
homosexuales le correspondió al pueblo soberano suizo, pues se realizó un 
referéndum el día 5 de junio del 2005. En dichas votaciones el resultado fue de 
un 58% de votos a favor y un 42% de votos en contra, convirtiéndose de esta 
forma en el primer país que sanciona la unión homosexual mediante consulta 
popular. 
Por su parte en el Congreso suizo la ley se aprobó por 118 votos contra 
50 en el Consejo Nacional y por unanimidad en el Consejo de Estado. 
La aplicación del "PACS" o Pacto Civil de Solidaridad se dio en todo el 
país y los cantones que ya poseían alguna legislación al respecto la adaptaron 
a la federal. 
La mencionada ley otorga el derecho a los homosexuales de unirse 
civilmente y de inscribirse en el registro civil cuya información es pública; 
concediéndose los mismos derechos y deberes que para las parejas unidas en 
matrimonio, dimensionándose sus efectos a los ámbitos hereditarios, 
tributarios, penales y de seguridad social.  
 Sin embargo se limita el derecho de estas parejas a la adopción y a 
acudir a técnicas de reproducción asistida, razón por la cual, la ley 
expresamente manifiesta que las parejas conformadas por personas del mismo 
sexo no fundan una familia en sentido estricto. 
Al darse el registro de la pareja, las personas no son consideradas 





Respecto a la capacidad para unirse, solo la tienen los mayores de 18 
años y los que tengan plena capacidad mental. Asimismo, la ley prevé la 
prohibición de la unión entre parientes en línea recta y entre hermanos. 
También se restringe la unión si existe un matrimonio u otra unión registrada 
anterior. 
Por otra parte, se establece que los matrimonios entre personas del 
mismo sexo celebrados en otro país no tendrán validez como vínculo 
matrimonial en Suiza, sin embargo, se le reconocerá como unión doméstica 
registrada.  
Entre las obligaciones que tienen las partes de la unión civil están los 
deberes de asistencia y respeto mutuo, además de solventar las necesidades 
básicas del hogar de forma proporcional.  
En cuanto a la enajenación de los bienes, se requiere el consentimiento 
de ambas partes. Durante la vida en común, las partes responden 
solidariamente por las deudas contraídas para satisfacer las necesidades de 
ambos, no obstante, cada quien puede contar con sus propios bienes, 
haciendo un inventario de lo que posee antes de la unión y de la misma forma 
pueden realizar contratos prenupciales o convenciones patrimoniales. 
La ley faculta la acción para acudir a la vía judicial para solicitar el 
cumplimiento de las responsabilidades familiares. 
  En cuanto a los límites, el registro de la pareja no tiene consecuencias 








En varias regiones de Italia se han aprobado leyes que regulan las 
relaciones afectivas existentes entre personas del mismo sexo, a pesar de que 
aún no se les permite el matrimonio. Algunas de estas regiones son Bolzano en 
el año 2003, Campania, Emilia-Romagna, Toscana, Umbria en el año 2004, 
Abruzos, Lacio, Puglia y Veneto en el 2005.  
Las regulaciones contenidas en estas regiones otorgan a las parejas 
homosexuales efectos similares a los que produce el matrimonio en una pareja 
heterosexual. 
Actualmente se encuentra en trámite en el Parlamento Italiano una ley 
que pretende otorgarle ciertos derechos a las parejas homosexuales, por 
ejemplo el derecho de heredar y el acceso a los servicios de salud.  
 
G) REINO UNIDO 
 
El 5 de diciembre de 2005 se aprobó en esta región la Ley de 
Asociación Civil, a través de la cual se le permite a las parejas homosexuales 
el derecho de acceder a un tipo de unión civil, lo que les da la posibilidad de 
establecer un régimen patrimonial en el que se compartan los bienes.  
Esta unión civil no es equiparable al matrimonio, aunque muchos de sus 
efectos se asemejan, por ejemplo en materia de empleo, jubilación y herencia. 
Esta ley entró en vigencia en Irlanda del Norte el 19 de diciembre del 







En el año de 1996 el Parlamento aprobó varias reformas al código civil, 
esto con la finalidad de que se equiparan las uniones de hecho homosexuales 
a las heterosexuales. Sin embargo en cuanto a la posibilidad de contraer 
matrimonio o adoptar niños existe una absoluta negativa en hacerlos 
extensivos a  las parejas formadas por personas del mismo sexo. 
 
I) REPUBLICA CHECA 
 
El 15 de marzo de 2006 se aprobó en este país la ley de uniones 
homosexuales, la cual obtuvo 101 votos a favor y 57 en contra, además hubo 
19 abstenciones. Esta ley había sido vetada por el presidente Vaclav Klaus en 
febrero de ese mismo año, por lo que se necesitaba una votación mínima de 
101 votos para superar el veto impuesto por el presidente y así lograr que la ley 
entrara en vigor.  
Esta ley tiene efectos similares a los del matrimonio, al otorgar los 
mismos derechos de herencia y pensiones, sin embargo, impide la posibilidad 
de adoptar niños.  
 
J) CROACIA  
 
El Parlamento de este Estado aprobó en el mes de julio de 2003 una ley 
que otorga a las parejas homosexuales los mismos derechos de los que gozan 







En este país no está permitido el matrimonio entre personas del mismo 
sexo, sin embargo, en el mes de julio de 2006 se dio el primer reconocimiento 
de un matrimonio entre dos mujeres. 
Este caso presenta sus particularidades, debido a que una de estas 
personas al momento de contraer matrimonio era hombre y se casó con una 
mujer, pero luego de desposarse se realizó un cambio, tanto biológico como 
legal de sexo y se registró como femenino, lo que según la ley del Ministerio 
del Interior conlleva la anulación del vinculo matrimonial, por no poderse 
sostener legalmente un matrimonio de personas con sexo legal idéntico. 
El tribunal constitucional de esta nación revocó la ley mencionada, 
permitiendo que el vínculo se mantuviera, generando dudas respecto a los 
efectos del fallo en cuanto a pensión, divorcio y herencia; pero sobre todo, 
respecto a la posibilidad de que sentara un precedente en cuanto al 
reconocimiento del matrimonio homosexual. 
Asimismo, al reconocer el matrimonio entre dos mujeres se dejó abierto 
el portillo para una futura regulación en la materia, a pesar de que la 










L) NUEVA ZELANDA 
 
En este país el matrimonio se define expresamente como la unión de un 
hombre y una mujer, por tal razón las parejas homosexuales no pueden 
casarse. Sin embargo, en diciembre de 2004 se aprobó una ley que le da a las 
parejas homosexuales la oportunidad de hacer oficial su unión, con los que 





En el Estado de Israel no está permitido el matrimonio entre personas 
del mismo sexo, sin embargo, el 21 de noviembre de 2006 la Corte Suprema 
de este país dictó un fallo en el que se ordena que se reconozca el matrimonio 
de parejas homosexuales casadas en los países donde esta figura se les 
permite, como por ejemplo Canadá y España. El fallo se dio a solicitud de cinco 
parejas de hombres que habían contraído matrimonio en Canadá y deseaban 
el reconocimiento de su unión en su país de origen. El 29 de enero de 2007 se 
registró la primera de estas uniones.  
 
N) ESTADOS UNIDOS 
 
Este país tiene una de las tendencias más conservadoras en cuanto a la 





ello es la promulgación de la Ley de Defensa del Matrimonio del 12 de julio de 
1996, la cual fue aprobada por una amplia mayoría de votos: 342 contra 67 en 
la Cámara de Diputados y 14 contra 8 en el Senado. Esta ley, en su sección 
segunda denota una clara reserva en cuanto a la tutela jurídica de las parejas 
formadas por personas del mismo sexo, al disponer que: 
“Ningún Estado territorio, posesión de los Estados Unidos o tribu 
india, estará obligado a hacer efectiva en su ámbito propio ninguna 
disposición, documento o sentencia judicial de otro Estado, 
territorio, posesión o tribu, concerniente a una relación entre 
personas del mismo sexo, que sea considerada como matrimonial 
según las leyes de ese otro Estado, territorio, posesión o tribu”.   
Este rechazo se extiende incluso a cualquier derecho o demanda surgida 
de una relación de ese género.  
Esta normativa de defensa de matrimonio es ley federal, sin embargo, 
en este país el matrimonio es un tema que cada Estado regula 
independientemente, por lo que existe la posibilidad de que uno o varios 
Estados reconozcan a las parejas homosexuales el derecho a casarse, pero a 
pesar de esto, los demás territorios no están obligados a reconocer el vínculo o 
alguno de sus efectos. 
Es importante señalar que el actual presidente norteamericano George 
W. Bush se está esforzando por conseguir una reforma constitucional para que 





la posibilidad a todos los Estados de la unión para que otorguen a las parejas 
homosexuales el derecho a casarse.  
A pesar de estas iniciativas, en varios Estados se ha promulgado algún 
tipo de regulación tendiente al reconocimiento de las uniones de las parejas 
homosexuales, estos Estados son Hawai en el año 1997, Vermont en 1999, el 
distrito de Columbia en el 2002, California, Maine en el 2004, Connecticut 2005 




 Es en esta región donde se originan los primeros precedentes judiciales 
que declaran la inconstitucionalidad de la prohibición del matrimonio entre 
personas del mismo sexo, lo cual tuvo muchos detractores, a tal grado que 
ocasionó la promulgación de la citada ley de protección al matrimonio. 
 En cuanto a la ley, no se prohibía expresamente el matrimonio 
homosexual, pero se deducía de los términos utilizados y la aplicación que 
daban las autoridades. Es por esto que en 1990 tres parejas del mismo sexo 
que deseaban contraer matrimonio demandan al Estado de Hawai, terminando 
el asunto en la Corte Suprema del Estado. 
Este tribunal manifestó que el derecho a contraer matrimonio es un 
derecho fundamental que trae grandes beneficios y protecciones a las parejas 
que utilizan la figura, entre los que se encuentran los derechos hereditarios, los 
de patrimonio, el régimen alimentario, la indemnización por muerte del cónyuge 





 De la misma forma, la resolución señala que el Estado puede limitar 
legítimamente dicho derecho, pero sometiéndose a los límites constitucionales, 
entre ellos el principio de igualdad. Al determinar la Corte, que la ley contenía 
una discriminación sospechosa26 se revirtió la carga de la prueba, por lo que 
ahora era el Estado el que debía justificar la razonabilidad del impedimento; así 
se remitió el caso al Tribunal de Gran Instancia de Honolulu para que resolviera 
sobre el fondo. 
 Entre los argumentos que desarrolló el representante del Estado están la 
protección de los niños, la promoción de la procreación, el reconocimiento de 
otros Estados a los enlaces matrimoniales realizados en Hawai, la protección al 
erario público y la protección de las libertades de terceros. El Tribunal 
consideró que ninguno de estos motivos fueron suficientemente demostrado y 
mucho menos la relación de ellos con los matrimonios homosexuales, por lo 
que terminó por declarar inconstitucional la prohibición.  
 Ya para el año de 1997, el parlamento hawaiano promulga una ley en la 
que se reserva el matrimonio a las parejas heterosexuales y se le otorgan 
derechos a las parejas del mismo sexo respecto a la visita en hospitales, 
decisiones médicas, determinación del destino del cadáver de la pareja; 
además de derechos patrimoniales como los sucesorios, los de seguros y la 
legitimidad para el reclamo de los daños causados por la muerte del 
compañero.  
                                                 
26 MEDINA, Graciela. Los Homosexuales y el derecho a contraer matrimonio. Rubinzal-Culzoni 





 Al día de hoy, hay un movimiento tendiente a la modificación de esta ley 
y a que se apruebe una semejante a la que rige en Vermont, la cual se detalla 




La situación de las relaciones de pareja estable entre personas del 
mismo sexo, se pone en el ámbito jurídico en Vermont en diciembre de 1999, 
cuando la Corte Suprema del Estado decide que es inconstitucional negar la 
protección que tienen las personas casadas, a las parejas de gays y lesbianas. 
   Debido a esto, el Estado de Vermont promulga la Ley de Uniones Civiles 
en abril del 2000, en a que indica que el matrimonio es para parejas 
heterosexuales y que la unión civil es para las parejas homosexuales. 
Se establece que la unión civil tendrá los mismos derechos y 
obligaciones que el matrimonio, en cuanto a lo que tenga como fuente la 
legislación estatal, pues en cuanto a normas federales se mantendría la 
diferencia dada en la Ley de Defensa del Matrimonio antes mencionada. 
Entre los considerandos más relevantes dados por el legislador están:  
- El hecho de que en ese Estado desde hacia 25 años se legitima a los 
homosexuales para ser padres adoptivos. 
- Que se encuentra expresamente prohibida la discriminación por 
orientación sexual. 
- El Estado busca impulsar la estabilidad de la familia y esto comprende 





- Debido a la falta de protección legal, estas uniones sufren dificultades, 
inconvenientes y discriminaciones. 
- Que el crear la figura de la unión civil genera un equilibrio entre las 
instituciones tradicionales y los derechos de las parejas homosexuales. 
Además, define que la unión civil es la unión de dos personas realizada 
en las condiciones establecidas legalmente, que reciben los mismos beneficios, 
protecciones y responsabilidades que los cónyuges.27 
Entre los requisitos de validez están el que ninguno de los miembros de 
la pareja se encuentre sujeto por un vínculo anterior, tanto matrimonial como 
de unión civil, que sean del mismo sexo registral y que se sometan a las 
obligaciones de la ley. Mientras que los impedimentos son en relación con el 
parentesco consanguíneo hasta el cuarto grado. En cuanto a la capacidad 
están impedidos de unirse civilmente los menores de 18 años y los incapaces 
mentales declarados. 
Respecto a los efectos que otorga esta ley están el que las uniones 
civiles tengan los mismos beneficios que el sistema otorga al matrimonio, por lo 
que los miembros de estas parejas se entenderán incluidos en los términos 
familia, cónyuge, dependiente, entre otros, que refieran a las relaciones 
matrimoniales. Así mismo se le aplicarán las normas que regulan los aspectos 
de nulidad, separación y divorcio. 
También se les otorgan beneficios respecto a la sucesión intestada, 
legitimación de reclamo de daños y perjuicios cuando dependa del estado 
                                                 





matrimonial, la adopción, el seguro, beneficios del trabajo, asistencia médica, 
cuestión tributaria estatal, en sede penal se reconoce el derecho de abstenerse 
a declarar contra el cónyuge, derechos de vivienda familiar, donación de 
órganos, asignaciones familiares, entre otros. 
En relación al régimen patrimonial se permite realizar contratos 
prenupciales y en cuanto a la disolución del vínculo tiene se aplica la 
jurisdicción de familia, llevando a cabo el mismo procedimiento de disolución 
que se aplica al matrimonio. 
Como se señaló con anterioridad, a nivel federal no se dan los mismos 
efectos, por lo que las cargas tributarias federales no son equiparadas al 
matrimonio. 
 
3. Nueva Jersey 
 
En el mes de octubre de 2006, el Tribunal Supremo de Nueva Jersey en 
el caso Lewis vs. Harris, reconoció que las parejas homosexuales tienen el 
derecho de recibir los mismos beneficios que se les otorga a las parejas 
heterosexuales que pueden optar por la institución del matrimonio. 
Por tal razón, el 21 de diciembre del 2006 el gobernador del Estado 
firmó la ley de uniones civiles, la cual entró en vigencia el 20 de febrero de 
2007. Dicha ley da la posibilidad a las parejas homosexuales de unirse 
civilmente, aunque no bajo el instituto del matrimonio. A través de la figura de 
la unión civil las parejas tienen en este Estado derechos similares a los que 





beneficios y responsabilidades.  
Entre los principales derechos que otorga dicha medida a las uniones 
civiles están las visitas en centros hospitalarios, el derecho a obtener 
beneficios como pareja supérstite y la posibilidad de deducciones en materia 
tributaria. En general, las instituciones deben brindar un trato igualitario a las 
uniones civiles y a los matrimonios.  
En cuanto a la celebración y las licencias de las uniones civiles se 
realizan con los mismos requisitos e impedimentos aplicables al régimen 
matrimonial y la competencia para realizar las uniones las tienen los mismos 
funcionarios que efectúan los matrimonios. 
Esta ley permite que se reconozca en este Estado las uniones civiles 
efectuadas en otros estados o países. Por último, se instaura una comisión de 
revisión de la unión civil para realizar evaluaciones e informes de la aplicación 




En este Estado se aprobó un proyecto de ley desde el año 2005 con el 
que se pretendía legalizar el matrimonio entre homosexuales, sin embargo, 
esta iniciativa fue vetada por el gobernador y rechazada por el presidente de la 
nación. Sin embargo, estas parejas si gozan de reconocimiento jurídico a 
través de la ley de unión civil, la que otorga derechos similares, a los de las 








En este país se dio el primer paso tendiente a reconocer los derechos 
de las parejas homosexuales el 17 de noviembre de 2006, fecha en la cual 
Alejandro Encinas, alcalde de la Ciudad de México, promulgó una ley que les 
da reconocimiento jurídico a estas parejas, ley que ha sido duramente criticada, 
debido a la tradición conservadora que tiene este país respecto a estos temas, 
además de la gran influencia que tiene la religión católica, la cual está en 
abierta oposición con este reconocimiento.  
Con esta ley se crea una figura jurídica denominada “sociedad de 
convivencia”, por la cual pueden optar dos persona independientemente de su 
sexo, que toman la decisión de establecer un hogar común, lo que les otorga 
una serie de derechos a la vez que les impone obligaciones correlativas. 
Para que una pareja pueda recibir las ventajas contempladas para este 
tipo de uniones deben registrarse ante las autoridades administrativas de la 
capital.  
Algunos de los beneficios de los que se otorgan son la posibilidad de 
obtener derechos hereditarios en caso de fallecimiento de alguno de los 
miembros de la pareja, así como la posibilidad de obtener una pensión 
alimentaria por la mitad del tiempo que haya durado la relación.  
Esta ley entró en vigencia 120 días después de su promulgación, ya 
iniciado el año 2007, pues era necesario esperar que las autoridades locales 
realizaran los cambios jurídicos y administrativos indispensables para poder 





En el Estado de Coahuila se dio una iniciativa similar, bajo el nombre de 
“Pacto Civil de Solidaridad”, la ley que lo instituyó entró en vigencia el 31 de 
enero de 2007. A través de esta ley se crea una obligación alimentaria entre los 
miembros de la pareja, también se adquiere el derecho a heredar y a exigir una 




La Corte Constitucional de este país, en febrero de 2007, reconoció a 
las parejas formadas por personas del mismo sexo los mismos derechos 
patrimoniales de los que disfrutan las parejas heterosexuales casadas, siempre 
y cuando se cumpla como requisito la convivencia mínima de dos años.  
Este fallo reconoce que el patrimonio pertenece a ambos miembros de 
la pareja sin importar su orientación sexual, por lo que se da la posibilidad de 
acceder a beneficios como la herencia, pensiones y otros beneficios familiares. 
También se puede acceder a los beneficios de la seguridad social 
contemplados para las parejas casadas.  
Dicho fallo crea un precedente sumamente importante en cuanto a la 
protección que se da a las parejas formadas por personas del mismo sexo. 
Sin embargo, en junio de este mismo año se dio un paso sumamente 
importante, tendiente al reconocimiento a nivel jurídico de las parejas 
homosexuales, al aprobarse en el mes de junio en la Cámara de 
Representantes una ley que otorga a las parejas homosexuales los mismos 





casadas, con lo cual Colombia se convierte en el primer país de América Latina 
en aprobar una ley de carácter nacional de este tipo.  
Para poder obtener los beneficios contemplados por esta ley se debe 
dar una convivencia mínima de dos años y se debe comprobar que no existe 
un matrimonio o unión anterior vigente.  
Para que surtan efectos estas uniones deben registrarse ante una 
notaria o centro de conciliación, donde se debe declarar la unión.  
Se restringen algunos derechos como la posibilidad de obtener derechos 
de paternidad, subsidios para vivienda y la adopción, lo que está reservado 




En este país desde hace más de diez años se tramita en el Congreso un 
proyecto de ley tendiente a reglamentar la unión civil de parejas homosexuales, 
con lo que se les otorgarían derechos similares a los que disfrutan las parejas 
heterosexuales casadas. 
Sin embargo, a pesar de que no existe una ley específica, la comunidad 
homosexual de este país ha logrado una serie de conquistas. Así por ejemplo, 
en el año 2000 se dio una reforma legal a través de la cual se le otorgó a estas 
parejas el derecho de obtener pensiones, así como los beneficios de la 
seguridad social respecto del compañero premuerto, jubilado o accidentado.  
A partir de este año y con la medida mencionada, se les da la posibilidad 





reciben las parejas heterosexuales, para acceder al régimen de seguridad 
social.  
Además de los beneficios mencionados, también se le da a las parejas 
homosexuales la posibilidad de incorporar dentro de la declaración de 




En la Ciudad de Buenos Aires se creó la ley de Unión Civil Nº 1004, la 
cual entró en vigencia el 18 de julio de 2003. Mediante esta ley se da 
reconocimiento legal a las convivencia afectiva entre dos personas sin importar 
su orientación sexual, pues pueden optar por esta unión tanto parejas 
homosexuales como heterosexuales, las cuales tienen la posibilidad de 
inscribir su unión en el registro creado al efecto denominado  “Registro Público 
de Uniones Civiles del Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires” y así obtener la gran mayoría de los 
beneficios de los que gozan las personas casadas.   
Los requisitos que se deben cumplir para poder constituir una unión civil 
son: que ambos miembros de la pareja sean mayores de edad, lo que se 
alcanza a los 21 años, que tengan como mínimo dos años de convivencia 
estable y pública y que alguno de los miembros de la pareja tenga como 
mínimo dos años de vivir en la ciudad, lo que debe constar en el registro 
correspondiente, además se deben aportar testigos, dos como mínimo y cinco 





conforman una pareja y que no existen impedimentos para que se de la unión.  
La ley otorga a estas uniones prácticamente los mismos derechos y 
obligaciones que se le brindan a las parejas casadas, por tal razón de manera 
expresa se estableció que los miembros de la unión civil tendrán un tratamiento 
similar al que se le da a los cónyuges.  
Dentro de los impedimentos establecidos para poder constituir una unión 
están la existencia de vínculos por consanguinidad o por adopción plena, como 
ascendiente o descendiente sin limitación de grados o entre hermanos. Cuando 
haya parentesco por afinidad se prohíbe la unión en línea recta en todos los 
grados. En el caso de los vínculos creados por adopción simple existe 
impedimento para constituir unión civil entre adoptante y adoptado, adoptante y 
descendiente o cónyuge del adoptado, adoptado y cónyuge del adoptante, 
hijos adoptivos de una misma persona, entre sí y adoptado e hijo del 
adoptante. Finalmente constituye también impedimento la existencia de una 
unión civil de uno o ambos miembros de la pareja que no haya sido disuelta. 
La disolución de la unión civil se da por mutuo acuerdo, por voluntad 
unilateral, por muerte o por matrimonio posterior de uno de los miembros de la 
pareja.  
Por otra parte, en la provincia de Río Negro, existe una legislación sobre 
parejas del mismo sexo, a través de la cual se les reconoce como convivientes 
de hecho, siempre y cuando se haga una declaración jurada ante un Juez de 
Paz. Los efectos son beneficios en cuanto a planes de vivienda, licencias por 





declaración únicamente la pueden realizar mayores de edad con plena 
capacidad y que no tengan entre sí parentesco consanguíneo o adoptivo, ni un 






ANALISIS DESDE EL PUNTO DE VISTA CONSTITUCIONAL DEL 
ARTÍCULO 14 INCISO 6 DEL CÓDIGO DE FAMILIA. 
 
SECCIÓN I: ANÁLISIS DE LOS DERECHOS RELACIONADOS  
 
A) ASPECTOS GENERALES 
 
El Código de Familia de nuestro país establece en su artículo 14 inciso 6 
que es legalmente imposible el matrimonio entre personas del mismo sexo, con 
lo se limita el derecho a matrimonio a un grupo de la población que tenga una 
preferencia sexual por personas de su mismo sexo. 
A continuación se realizará un análisis a partir del cual se pretende 
determinar, si la prohibición mencionada es acorde o no con el derecho de la 
constitución y por ende, si se está dando alguna vulneración a los derechos de 
la minoría homosexual. 
 
1. Principios de interpretación 
 
A pesar de que la doctrina ha desarrollado diferentes formas de 
interpretación de los tratados que consagran derechos humanos y de las 
constituciones políticas de un país, se debe tener presente que sea cual sea el 





pretenden un mayor respeto de los derechos y libertades del ser humano en su 
condición de tal. 
Estos principios son:  
- El principio pro homine: implica que en la interpretación de los 
derechos humanos se debe seleccionar la norma que en cada 
caso concreto resulte más beneficiosa para la persona humana, 
para su libertad y para sus derechos, sea cual sea la fuente de 
donde provenga (nacional o internacional). 
Según este principio, cuando se trate del reconocimiento de 
derechos, se debe acudir a la norma más amplia o a la 
interpretación más extensiva y cuando se trate de restricciones 
permanentes al ejercicio de un derecho o a su suspensión, se 
debe acudir a la norma o a la interpretación más restringida.  
- Principio pro libertatis: según este principio los derechos 
fundamentales deben interpretarse a favor de la libertad. En este 
sentido la interpretación debe ser amplia cuando se favorezcan la 
libertad y restringida cuando la limita.  
Estos principios han sido desarrollados y aplicados por la Sala 
Constitucional, la cual en el voto 3173 del año 1993 señaló lo siguiente: 
"…El principio pro libértate, el cual, junto con el principio pro 
homine, constituyen el meollo de la doctrina de los derechos 
humanos; según el primero, debe interpretarse extensivamente 





libertad; según el segundo, el derecho debe interpretarse y 
aplicarse siempre de la manera que más favorezca al ser 
humano. 
Como se desprende de lo anterior, estos principios deben ser rectores 
de todo análisis o interpretación en el que se vean involucrados derechos 
humanos, pues se debe buscar la mayor protección para todas las personas. 
En el caso concreto, estos principios se regirán al análisis de cada uno de los 
derechos involucrados.  
 
B) CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 14 INCISO 6 DEL 
CÓDIGO DE FAMILIA 
 
En este apartado se analizará cada uno de los derechos que tienen 
relación con la prohibición objeto de estudio, esto con el fin de determinar si 
dicha prohibición es acorde o no con el derecho de la Constitución.  
 
1. Derecho a la igualdad 
a) Diferencias y similitudes entre las parejas heterosexuales y 
homosexuales 
El derecho a la igualdad en su esbozo más elemental implica que se 
debe tratar a iguales como iguales y a desiguales como desiguales.  
En nuestro país existe una clara diferenciación en el trato que se da a 





optar por la institución del matrimonio, con lo cual gozan de todos los efectos 
que el ordenamiento jurídico contempla para este tipo de unión, o bien pueden 
recibir la tutela que se da a las parejas unidas de hecho, siempre y cuando 
cumplan con los requisitos establecidos al efecto, opciones que están 
completamente vedadas para las parejas homosexuales, las cuales en la 
actualidad no reciben ningún tipo de tutela jurídica en Costa Rica.  
No puede negarse que existen algunas diferencias entre las parejas 
heterosexuales y las homosexuales, sin embargo, a pesar de esta situación, lo 
que realmente determina si se da una infracción al derecho humano a la 
igualdad es la trascendencia o no de esas diferencias, como para justificar un 
trato disímil. 
Una de estas diferencias es la preferencia sexual existente entre los 
miembros de la pareja, pues mientras que en una la preferencia es por 
personas de distinto sexo, tendencia que es seguida y aceptada por la mayor 
parte de la población, por lo que se le da un carácter de “normalidad”; en el otro 
tipo de pareja la inclinación es por personas de sexo igual, lo cual a pesar de 
no ser una situación nueva, aún sigue siendo vista con recelo en la mayoría de 
las sociedades. 
Consecuencia de lo anterior, es que surge otra de las diferencias 
existentes entre estas parejas, debido a que las parejas de heterosexuales 
tienen por su constitución biológica una posibilidad natural para la procreación 






Sin embargo, a pesar de esta característica que acompaña a las parejas 
heterosexuales, es importante resaltar que esta potencialidad para engendrar 
hijos en muchas oportunidades se ve anulada, ya sea porque alguno de los 
miembros de la pareja o ambos estén imposibilitados para engendrar o porque 
deciden no tener hijos. Por otra parte, en el caso de las parejas homosexuales 
nada impide que sus miembros procreen hijos con otras personas de distinto 
sexo o que acudan a una técnica de reproducción asistida, verbigracia la 
inseminación artificial, la fecundación in Vitro o la utilizando de vientres de 
alquiler. 
A pesar de estas diferencias “de hecho” entre estas parejas, no resulta 
acorde con el principio de igualdad hacer diferencias legales entre ellos, pues 
reconocer el derecho al matrimonio a las parejas de homosexuales y negarlo a 
las parejas homosexuales, únicamente por la diferente forma en que se 
encuentran constituidas, es crear una discriminación por la preferencia sexual, 
lo cual es abiertamente arbitrario e irracional y trae como consecuencia que se 
considere a las personas homosexuales como ciudadanos de “segunda 
categoría”. 
De la misma manera, la potencialidad existente en las parejas 
heterosexuales para engendrar hijos comunes tampoco justifica que se otorgue 
a estas el derecho al matrimonio y que se le niegue a las parejas 
homosexuales, pues la capacidad de procreación, desde el año de 1973, dejó 
de ser uno de los fines del matrimonio, ya que se consideró por parte de los 





una pareja como la vida en común, cooperación y el mutuo auxilio, lo cual 
perfectamente puede ser cumplido por una pareja de igual sexo, por lo que 
tampoco se justifica un trato distinto basado en esta diferencia. 
Es importante resaltar que así como existen disparidades entre parejas 
heterosexuales y homosexuales, también hay gran cantidad de similitudes 
entre ambos tipos de uniones como lo son: 
- Convivencia: consiste en una comunidad de vida, que implica 
compartir el mismo domicilio y la existencia de una organización 
económica común. La convivencia surge a raíz de un vínculo 
afectivo de los miembros, que los lleva a planear un proyecto de 
vida común.  
- Singularidad: implica que la comunidad de vida se da entre dos 
personas, con exclusión de terceros. Esto es así, porque lo 
relevante para que exista una unión merecedora de tutela 
jurídica, al menos en nuestro ordenamiento, es que se de la 
exclusividad en la unión, lo cual se desvirtúa cuando se 
mantienen varias relaciones al mismo tiempo o cuando se unen 
en comunidad más de dos personas. 
- Publicidad: esta característica se cumple cuando se da un 
reconocimiento público de la existencia de la relación. Es este 
sentido lo importante es que terceros reconozcan como pareja a 





- Permanencia y duración: implica que la convivencia se 
mantiene a través de un determinado periodo, después del cual 
puede considerarse que la pareja es “estable”. 
b) Derecho a la igualdad según la jurisprudencia constitucional 
Por su parte, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, con 
base en el texto de la Constitución, así como de los diversos tratados de 
derechos humanos suscritos por nuestro país, en reiteradas ocasiones se ha 
pronunciado respecto al principio de igualdad y ha determinado que éste solo 
se viola cuando la desigualdad está desprovista de una justificación objetiva y 
razonable. También ha afirmado que la diferenciación de trato debe estar 
fundada en fines constitucionalmente legítimos y que debe existir 
proporcionalidad entre el fin constitucional y el trato diferenciado que se ha 
hecho. 
Como se analizó en el apartado anterior, las diferencias existentes entre 
las parejas heterosexuales y las homosexuales no son relevantes como para 
justificar una diferenciación de trato como la que se hace al reconocerle solo a 
las primeras el derecho de contraer matrimonio, razón por la cual no puede 
entenderse que la justificación sea “objetiva y razonable”. 
Es importante señalar, que la Sala Constitucional ha dicho que para que 
un acto limitativo de derechos se considere “razonable” debe cumplir tres 
condiciones: debe ser necesario, idóneo y proporcional. Esto fue establecido 





La igualdad, como lo ha dicho la Sala, sólo es violada cuando la 
desigualdad está desprovista de una justificación objetiva y 
razonable. Pero además, la causa de justificación del acto 
considerado desigual, debe ser evaluada en relación con la 
finalidad y sus efectos, de tal forma que deba existir, 
necesariamente, una relación razonable de proporcionalidad entre 
los medios empleados y la finalidad propiamente dicha. 
Con la prohibición de contraer matrimonio para las parejas 
homosexuales no se protege un bien jurídico superior, pues dicha prohibición 
se instauró solamente por costumbres y reglas morales de la sociedad que no 
consideran correctas las relaciones homosexuales, lo cual ha sido aceptado 
por la doctrina costarricense. 
Por tal motivo no puede considerarse que la prohibición sea necesaria y 
consecuentemente tampoco puede entenderse como idónea y proporcional, 
pues lo que está generando es una discriminación por la orientación sexual. 
 
2. Derecho a la no discriminación 
 
A pesar de la relación indisoluble que existe entre el derecho a la 
igualdad y el de no discriminación y a que en el apartado anterior se 
desarrollaron las razones por las que la imposibilidad establecida para las 
parejas homosexuales de optar por el matrimonio resulta violatoria del derecho 
a la igualdad, es conveniente hacer una análisis aparte del principio de no 





doctrina como en la jurisprudencia, que no toda diferencia de trato implica una 
discriminación. 
Como se dijo anteriormente, discriminación es la distinción, exclusión, 
restricción o preferencia que se basa en determinados motivos, que tenga por 
objeto anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
y libertades fundamentales en condiciones de igualdad. 
A la luz de esta conceptualización se han dado diferentes posiciones 
respecto a si las normas que prohíben a las parejas homosexuales contraer 
matrimonio son discriminatorias o no. 
Estas posiciones son:  
- La prohibición no es discriminatoria, ya que no es arbitrario negarle el 
matrimonio a las parejas que no tienen las mismas condiciones que las 
parejas heterosexuales. Al respecto Graciela Medina ha dicho que  
“no se discrimina a los homosexuales al impedirles optar por 
aplicar a sus relaciones el estatuto matrimonial, porque el 
matrimonio está pensado para personas de diverso sexo que 
puedan contribuir a la socialización de la prole y a la 
continuación de la especie humana” 
De esta postura se pueden extraer dos reglas que se deducen de su 
análisis: 
1. Ya que los homosexuales son diferentes a los heterosexuales, no 
existe discriminación si se le prohíbe a los primeros optar por un 





2. Debido a esa diferencia entre los homosexuales y los 
heterosexuales, el Estado tiene la posibilidad de privilegiar solo 
aquellas uniones que contribuyan a la procreación de los hijos y a 
la formación de una familia legítima.  
Sin embargo a este enfoque se le puede hacer la objeción de que las 
diferencias entre las parejas homo y heterosexuales son realmente 
superficiales, pues las características fundamentales de ambas son las 
mismas. Igualmente, se puede afirmar que entre el instituto pensado 
para los heterosexuales, entiéndase matrimonio y los que se han creado 
para los homosexuales como la unión civil, las diferencias son 
cosméticas y únicamente se dan para no herir susceptibilidades. Por 
último se puede objetar que, por lo menos en la regulación 
costarricense, el matrimonio no tiene como finalidad la reproducción y 
por lo tanto no se podría dar la aplicación de la segunda regla, cual sería 
la justificación de la protección estatal en razón de la procreación. 
- La prohibición no es discriminatoria porque no está eliminando el 
derecho a contraer matrimonio a las personas con tendencia 
homosexual, solamente está determinando las condiciones en las que 
es válido ejercer ese derecho. 
Según esta posición las personas homosexuales no pueden 
considerar que se les está vulnerando su derecho a contraer matrimonio, 
pues conservan este derecho, solamente que el mismo no puede ser 





No obstante, a esta tesis se le puede refutar el que violenta el 
principio de autodeterminación, el de libertad de consentimiento 
matrimonial y el derecho a la búsqueda de la felicidad, pues el núcleo 
del derecho no es sólo el poder contraer nupcias, sino el casarse con 
quien la persona decida y en plena libertad de escogencia; caso 
contrario sería ejercer un derecho en el sentido que el Estado determine 
y no en la forma en que mejor se desarrolle la personalidad, como 
sucedió en la Alemania nazi. 
De esta manera, este razonamiento nos remonta al utilizado en 
Estados Unidos cuando se prohibía el matrimonio interracial y el Estado 
defendía tal prohibición afirmando que tanto los negros como los blancos 
tenían derecho a contraer matrimonio pero solo que con sus similares.28  
- La prohibición es discriminatoria porque impide optar por una unión 
regulada por el Estado, lo que deja a las parejas homosexuales en una 
situación de desamparo legal. Según esta postura, la ley debería permitir 
que el Estado regule de las uniones entre parejas, sea cual sea la forma 
como estén constituidas. El hecho de que el Estado solo cumpla esta 
función en beneficio de las parejas heterosexuales es discriminatoria, ya 
que impide a las personas homosexuales tener un beneficio del que 
gozan otros ciudadanos.  
Debido a que los diversos tratados de derechos humanos han considerado 
que los Estados firmantes deben respetar los derechos de todas las personas, 
                                                 






no es posible considerar que sea válido reconocer el derecho al matrimonio a 
las parejas de sexo distinto y negarlo a las personas de sexo igual.  
Ciertamente ninguno de los tratados que se utilizaron como base de 
este estudio establecen de manera expresa dentro de los criterios a considerar 
como parámetros para no discriminar a la orientación sexual, a pesar de ello se 
ha interpretado que esta discriminación esta prohibida dentro del concepto de 
sexo o clasificación en razón del sexo29. Sin embargo, a pesar de que no se 
acepte esta interpretación, en todas las normas que consagran el derecho a la 
no discriminación hay una cláusula abierta que permite incluir este criterio. Esto 
con base al principio pro homine, según el cual en todos los casos se debe 
optar por la interpretación más favorable al ser humano.  
Al negársele a las parejas homosexuales la posibilidad de contraer 
matrimonio se está positivizando una discriminación basada únicamente en la 
orientación sexual, pues ni ésta ni las demás diferencias existentes respecto a 
las parejas heterosexuales, son sustento suficiente como para que se limite 
este derecho humano.  
De acuerdo a los diversos tratados internacionales, el Estado es el 
garante de los derechos reconocidos a todas las personas, por eso debe velar 
porque en la legislación interna no se estén vulnerando esos derechos. Sin 
embargo, el Estado costarricense ha desatendido ese deber al conservar esta 
prohibición que no beneficia a nadie y que por el contrario le impide a la 
                                                 





población homosexual el derecho de recibir toda la protección estatal que se 
otorga al matrimonio como institución y a la familia resultante de ese vínculo.  
De la misma manera, en el voto 2006-7262, que se analizará más 
adelante, la Sala Constitucional, al considerar que la prohibición es acorde con 
el derecho de la constitución, permitió que se conservara dentro del 
ordenamiento jurídico costarricense una norma abiertamente discriminatoria 
para la minoría homosexual, pues en el análisis del caso concreto solo se limitó 
a afirmar que la norma no vulnera el principio de igualdad basado en una 
diferencia que no determinó.  
Se dejo de lado que para determinar si una norma es o no acorde con el 
derecho de la Constitución se deben tomar en cuenta no solo las normas y 
principios contenidos en la Carta Magna, sino también los diversos tratados 
internacionales suscritos por el país, los cuales también son parámetro de 
constitucionalidad y que de manera clara en el caso concreto ofrecen mayores 
posibilidades para determinar que la norma objeto de la acción es 
discriminatoria. 
 
3. Dignidad humana 
 
El principio de dignidad humana puede ser considerado coma la base de 
todos los derechos de los que goza el ser humano, pues en mayor o menor 
medida, toda vulneración que se de en la esfera de derechos de una persona 
incide directamente en su dignidad. 





“La dignidad es inherente a la condición de ser humano, por su 
misma naturaleza, por lo cual es un valor de orden superior que no 
depende del consenso social ni se mide por la manifestación de una 
persona.” 
Con la prohibición analizada se está vulnerando este derecho, pues se 
está haciendo de la población homosexual un grupo marginado, ya que a pesar 
de que actualmente la sociedad es más tolerante con esta población, el 
negarle un derecho como el matrimonio, vulnera gravemente la dignidad de 
estas personas que no pueden realizarse y obtener el reconocimiento que la 
sociedad otorga al instituto del matrimonio. 
La norma que impide a las parejas homosexuales contraer matrimonio, 
lejos de crear algún beneficio, pues como se analizó anteriormente no tiene 
ninguna justificación legal, lo que provoca es que se considere a la 
homosexualidad como “algo malo”, lo que inevitablemente incrementa la 
homofobia y la discriminación. 
  El magistrado mencionado de manera categórica afirma que no existen 
razones válidas para tratar de manera distinta a las personas con tendencia 
homosexual, ya que “la negación de la diversidad es el principio de la 
intolerancia y la intolerancia es la forma más acabada de negación de la 
dignidad de las personas” . 
Por tal motivo no es justificable que en una sociedad como la 
costarricense, con una tradición democrática y plural se afecte de esta manera 





mayoría, ve limitados gran parte de sus derechos, en específico uno como el 
matrimonio que es un medio a través del cual las personas buscan su 
realización como seres humanos. 
 
4. Libre autodeterminación e intimidad 
 
El ámbito de intimidad de las personas es un espacio propio de cada 
uno, en el que no es válida ni la ingerencia del propio Estado ni de terceros. 
Dentro de este espacio la persona, en ejercicio de su libertad de 
autodeterminación decide de que forma manejará su vida; sobre todo si se 
trata de personas mayores de edad y con plena capacidad de decisión. 
La Constitución Política de Costa Rica establece que la ley no puede 
intervenir en aquellas acciones privadas que no dañen la moral pública, el 
orden público o que no perjudiquen a terceros.  
La norma que impide a las parejas homosexuales contraer matrimonio 
genera una ingerencia en el espacio de intimidad de dos adultos que deciden 
llevar una vida en común, a pesar de no cumplir los requisitos establecidos por 
la constitución para poder intervenir en el ámbito de intimidad y de 
autodeterminación de las personas.  
La decisión de dos personas de un mismo sexo que optan por compartir 
su vida no puede considerarse inmoral o contraria a las buenas costumbres, 
pues ambas son nociones indeterminadas que dependen de concepciones 
personales y de influencias, por lo que la valoración de lo moral o inmoral 





De la misma, forma tampoco puede considerarse que esta decisión 
afecte el orden público, pues la homosexualidad no es una enfermedad 
contagiosa o una perversión, es una característica más que tiene un ser 
humano como su color de piel o su estatura y no depende de una conducta 
aprendida. 
De ningún modo puede considerarse que exista una afectación a los 
derechos de terceros, ya que el hecho de que dos personas adultas de sexo 
igual decidan compartir su vida en nada perjudica a terceras personas. Es 
cierto que en la actualidad aun hay personas que no aceptan la 
homosexualidad, sin embargo estas subjetividades no deben ser parámetro 
para que el legislador imponga o mantenga una limitación a un derecho 
fundamental. Más aún, en la actividad diaria de cada individuo existen muchas 
decisiones y actuaciones que no son del agrado de otras personas y no por 
ello el Estado ha de censurar su conducta. 
 
5. Derecho al matrimonio y a constituir una familia 
 
a) Tratados internacionales y Constitución Política 
 
Como se señaló en el capítulo II, los tratados internacionales establecen 
el derecho a contraer matrimonio, pero a pesar del amplio desarrollo que ha 
tenido, existe una característica común en la redacción de las normas que lo 
regulan, ya que generalmente cuando se establece este derecho se dice que 





que la posibilidad de contraer matrimonio solo existe para hombres y mujeres 
entre si, sin embargo, este tipo de tratados esbozan aspectos generales de la 
tutela que se da a los derechos fundamentales de las personas, por lo que 
están abiertos a interpretación. Al respecto se han dado diferentes posturas: 
- Interpretación integradora: sostiene que el derecho a contraer 
matrimonio existe solo para que sea ejercido entre personas de distinto 
sexo, ya que se debe considerar al ordenamiento jurídico como un todo 
orgánico. Según esta interpretación debe entenderse que los tratados 
internacionales solo permiten el matrimonio celebrado entre hombre y 
mujer, pues de no ser así carecería de sentido la mención de los dos 
géneros en la redacción de las normas, ya que bastarían con afirmar 
que todos tienen derecho a casarse. 
- Interpretación lógica: según esta corriente se debe entender que la 
libertad matrimonial establecida en los tratados se refiere a la 
celebración heterosexual, pues la enunciación de los dos géneros 
unidos mediante la preposición “y” denota que se quiere relacionar a 
ambos sexos entre si.  
- Interpretación gramatical: indica que el matrimonio solo puede ser 
celebrado entre hombre y mujer, ya que esta interpretación se atiene al 
sentido literal de las palabras, por lo que debido a la forma como se 
redactan las normas solo se puede interpretar que el derecho a casarse 





- Interpretación sociológica: según esta corriente el matrimonio es una 
relación cuyo sustrato se proyecta en la unión intersexual monogámica, 
debido a que el matrimonio es una institución social que está regida por 
normas institucionalizadas, pues marido, mujer e hijos deben cumplir 
determinados roles que la sociedad les ha asignado para que y que 
tienen funciones que les son propias. 
- Interpretación teleológica: esta interpretación puede darse desde una 
doble óptica: 
 Respetando la finalidad de la ley, para ello se debe determinar los 
motivos que motivaron su sanción y el momento en el que fue 
dictada, de esta manera lo que se busca en respetar el espíritu 
de la norma. Según esta interpretación el derecho a casarse no 
puede desvincularse de la finalidad de la institución del 
matrimonio, que es la procreación y la educación de los hijos con 
roles diferenciados, de ahí que estos fines no puedan ser 
alcanzados por dos personas de sexo igual.   
 Respetando el resultado de la interpretación, ya que el interprete 
no se puede desvincular de este. Quienes defienden esta 
interpretación indican que el llamado a interpretar una norma no 
puede desconocer los efectos que en la realidad traería esa 
interpretación, en el caso de interpretar que el derecho a contraer 
matrimonio se amplía incluso para parejas homosexuales se 





extienda el beneficio de la asociación matrimonial a parejas que 
no pueden cumplir con los fines esenciales del matrimonio, 
además se permitiría la transmisión de los bienes después de la 
muerte a personas que se unieron haciendo uso de su libertad de 
la misma forma que se transmiten los bienes entre quienes están 
unidos por una institución que sí tiene fines trascendentes. 
Debido a que esta interpretación exige una necesaria capacidad 
de procreación se le ha rebatido con el argumento de que no toda 
pareja heterosexual tiene esa capacidad de procreación, pues por 
diferentes circunstancias como infertilidad o por decisión muchas 
parejas no cumplen con ese fin esencial del matrimonio, sin embargo 
la respuesta que se ha dado es que no se exige que se de la 
procreación en cada caso particular, sino que lo que es necesario es 
la potencialidad natural para que esta se de, ya que de esta forma se 
asegura la subsistencia de la sociedad.  
- Interpretación progresiva: según este tipo de interpretación los 
ordenamientos jurídicos deben evolucionar y responder a las distintas 
realidades actuales y sus consecuentes necesidades, por lo que estos 
deben adaptarse a los principios más elementales que protegen al ser 
humano en su condición de tal. En este sentido no puede entenderse 
que por una lectura literal del texto de los tratados el derecho al 





una lectura integral de dichos instrumentos en los que además se 
consagra el derecho a la igualdad y a la no discriminación.  
Es este último tipo de interpretación por la que nos inclinamos debido a que 
es la que mantiene la vigencia y aplicación de los instrumentos internacionales, 
así como la que está más acorde con los principios de interpretación pro 
hominis y pro libertatis. Además, porque los otros tipos de interpretación 
tienden paradójicamente a la deshumanización de los derechos humanos, 
limitándolos únicamente a ser normas estrictas sin capacidad evolutiva, como 
si se tratasen de ideas sin influencia del tiempo y el espacio. 
Por otra parte, se debe recordar que a pesar de que en un Estado se hayan 
suscrito diversos tratados internacionales, la norma fundamental es la 
Constitución Política, la cual cumple funciones de formación y mantenimiento 
del ordenamiento jurídico. Sin embargo a pesar de lo trascendental de estas 
tareas, los cuerpos constitucionales no escapan a diversos problemas, ya que 
las normas que contienen no son completas ni perfectas. Al respecto la 
doctrina ha dicho que: 
La Constitución no es un sistema cerrado y omnicomprensivo; no 
contiene una codificación, sino un conjunto de principios 
concretos y elementos básicos del ordenamiento jurídico de la 
comunidad, para el que ofrece una norma marco, en este sentido 
es un ordenamiento abierto30. 
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Por esta razón no resulta válido tratar de buscar la respuesta a los 
distintos problemas que se van presentando en las sociedades en la literalidad 
de las normas constitucionales.  
Lo anterior se debe a que las constituciones se crean en un contexto 
social determinado, en el que no es posible vaticinar todas las distintas 
modificaciones que se darán en una sociedad. Por tal motivo es preciso 
interpretar las normas constitucionales de manera que se adapten a las 
necesidades que se vayan presentando, ya sean de tipo económico, social, 
cultural u otro, pues lo importante es que la Constitución pueda, a pesar de la 
evolución histórica, asegurar su existencia y eficacia. 
Al respecto Benda y otros afirman que:  
Toda Constitución es Constitución en el tiempo; la realidad social, 
a la que van referidas sus normas, está sometida al cambio 
histórico y éste, en ningún caso, deja incólume el contenido de la 
Constitución. Cuando se desatiende dicho cambio, el contenido 
constitucional queda “petrificado” y, a corto o largo plazo, no 
podrá cumplir sus funciones.31  
En este sentido, la Constitución Política de nuestro país, presenta una 
particularidad, pues a diferencia de otros Estados, no establece de forma 
expresa que el matrimonio es la unión de un hombre y una mujer. Si bien es 
cierto, no puede pensarse que el constituyente original estuviera considerando 
un posible matrimonio entre personas del mismo sexo y que por esa razón no 
                                                 





estableció de manera expresa que el matrimonio es la unión heterosexual, este 
vacío permite que las normas constitucionales relativas a este instituto puedan 
adaptarse de manera más fácil a la realidad social a través del tiempo. 
Sin embargo, actualmente en la Asamblea Legislativa se tramita un 
proyecto de ley mediante el cual se busca que el artículo 52 de la Constitución 
Política sea modificado, para que de manera expresa se contemple que el 
matrimonio es la unión de hombre y mujer, con lo cual se busca cerrar la 
posibilidad de cualquier tipo de interpretación que pretenda la apertura de este 
instituto32.  
b) Limitación al Ius connubii 
Como ya se ha visto, nuestra Constitución no establece de manera 
expresa el ius connubii y es por medio de los instrumentos internacionales que 
se introduce literalmente el derecho a contraer o no matrimonio, respetando las 
limitaciones que establezcan las leyes mientras estas no violenten el principio 
de no discriminación. 
Es importante tomar en cuenta que el derecho a casarse es un derecho 
individual de orden público, por lo que se debe respetar ampliamente y no cabe 
la posibilidad de limitarlo mediante un acuerdo entre partes. 
Asimismo, es relevante retomar la idea de que las limitaciones a este 
derecho, es decir, los impedimentos para contraer nupcias son de carácter 
excepcional, deben estar establecidos de forma expresa y su interpretación 
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debe ser restrictiva, pues se trata de límites a un derecho humano y por lo 
tanto, se debe respetar el núcleo fundamental de este derecho. 
Es así como se puede concluir que estas limitaciones deben buscar una 
finalidad socialmente relevante, que justifique de manera razonable la reducción 
del derecho. Por lo que en cuanto a los impedimentos, podemos observar que 
en el caso de las limitantes por razón de la libertad del estado civil hay una 
justificación por el régimen monogámico de las relaciones de pareja; el régimen 
de exogamia por el interés de proteger las relaciones parentales y evitar 
consecuencias negativas en el aspecto genético de posibles hijos; la adopción 
por el interés común de asimilar los hijos adoptivos y los biológicos respetando 
las relaciones de parentesco; y el conyugicidio dada la aplicación del principio 
general del derecho de que nadie se puede beneficiar de su propio dolo. 
Respecto al régimen de matrimonio homosexual, la doctrina 
costarricense ha señalado que el motivo por el cual se limita el matrimonio a 
personas del mismo sexo reside en condiciones de tipo moral y tradicional, más 
no señalan algún interés jurídicamente válido para fundamentar una reducción 
de esta clase. 
Así, Alberto Brenes Córdoba en el Tratado de las Personas señaló que 
en el Código Civil se prohibió el matrimonio entre personas del mismo sexo  
“…por ser contrario a las reglas morales y las costumbres 
prevalentes en la sociedad”33 
                                                 





Lo cual fue reafirmado por Gerardo Trejos, quien indicó en su obra 
Derecho de Familia Costarricense:  
“… el inciso 6 del art. 14 declara legalmente prohibido el matrimonio 
entre personas del mismo sexo, por ser contrario a las reglas 
morales y a las costumbres prevalentes en nuestras sociedades 
occidentales” 
Las anteriores afirmaciones dejan entrever que no existe una razón 
objetiva para limitar el derecho a contraer matrimonio entre personas del 
mismo sexo, sino que la limitante nace de simple intolerancia que se ha 
institucionalizado a través del ordenamiento jurídico. Es así como, los pocos 
argumentos para justificar la restricción a este derecho tienen como fuente 
elementos de tipo religioso y moral, más no jurídicos, de ahí que la prohibición 
deviene en inconstitucional por violentar el núcleo fundamental del derecho 
humano a contraer matrimonio. 
c) Matrimonio como base de la familia 
La constitución política costarricense contempla una protección especial 
de la familia por parte del Estado por considerarse esta base de la sociedad. 
 Asimismo, de manera expresa el artículo 52 establece que “el 
matrimonio es la base esencial de la familia”, lo cual genera un problema para 
las parejas homosexuales, pues al no tener el derecho de contraer matrimonio, 
tampoco pueden recibir toda la protección y las ventajas que el ordenamiento 





 En la doctrina se han dado diferentes posturas respecto a si la 
prohibición de contraer matrimonio impide o no a los homosexuales constituir 
una familia: 
- La unión homosexual no es una familia, por tal motivo la prohibición de 
contraer matrimonio no vulnera el derecho a constituirla. 
Esta postura se basa en una concepción tradicional, según la cual 
familia es un conjunto de personas unidad por lazos de parentesco o por 
el instituto del matrimonio, el cual solo puede llevarse a cabo entre un 
hombre y una mujer. Además afirma que no se puede incluir a las 
relaciones entre homosexuales en instituciones que no fueron 
concebidas para ellos. 
- La unión homosexual puede considerarse una familia, por tal razón la 
prohibición de contraer matrimonio no impide que se constituya este 
grupo social.  
Esta corriente se basa en un concepto moderno de familia, según el cual 
lo determinante es que se de una unión para la convivencia y protección 
recíproca, entre otros. Por tal motivo se sostiene que la prohibición de 
contraer matrimonio en nada afecta el derecho de constituir una familia, 
ya que esta existe de manera independiente al vínculo matrimonial. 
 En la actualidad por las reservas que aun existen en la mayor parte de la 
cultura occidental respecto al tema, las personas homosexuales que se unen 





gran parte por la influencia del catolicismo, el cual abiertamente ha condenado 
cualquier tipo de unión entre homosexuales. 
 Sin embargo, es lamentable que el ordenamiento jurídico desconozca 
que actualmente el concepto de familia ha evolucionado, pues más que nexos 
sanguíneos, lo que se busca proteger es la convivencia ligada por vínculos 
emocionales conjuntos, a pesar de esto, no se contempla ningún tipo de efecto 
jurídico a la unión de dos personas del mismo sexo, ni siquiera se les ha 
recocido como unión de hecho a fin de gozar de algún tipo de regulación. 
 Lo anterior evidentemente provoca que no se considere como familia, al 
menos para el ordenamiento jurídico, la unión homosexual, relegándolos al 
estatus de una simple “sociedad de hecho”, cuando el vínculo que une a dos 
personas de un mismo sexo, que deciden llevar a cabo un proyecto de vida 
común, va más allá de la conveniencia económica. 
 Con la apertura del derecho al matrimonio para la minoría homosexual 
se garantizaría que las uniones que se lleven a cabo entre parejas de un 
mismo sexo reciban toda la protección contemplada en el ordenamiento 
jurídico para el núcleo social considerado familia. 
Más allá de una protección jurídica, el matrimonio no solo genera 
beneficios para las personas que optan por él, sino que es un instituto que 
tiene trascendencia y reconocimiento social, pues como se ha visto en la 
experiencia de los países que lo han aprobado, su reconocimiento ha generado 





Una regulación paralela al matrimonio, como lo sería la llamada unión 
civil, generaría una discriminación a estas parejas debido a que en las leyes 
que regulan estos seudoinstitutos jurídicos, por ejemplo la propuesta en 
nuestro país, se relega la unión civil a un ámbito de derecho civil, mientras que 
como es sabido el matrimonio es parte del derecho de familia, dejando 
nuevamente de lado la idea de que se consideren familia a estos grupos de 
personas, con la desprotección constitucional y legal que esto conlleva. 
Nuevamente, se ignora que lo regulado en estos casos son relaciones 
afectivas entre seres humanos y no una asociación de orden comercial o civil. 
De la misma forma, la vigencia de varias formas de regulación de 
relaciones afectivas entre las personas genera un caos en el “ordenamiento” 
jurídico dado que no se pueden determinar cuales características 
corresponden a tal instituto si finalmente terminan siendo las mismas pero con 
un nomen iuris distinto. 
 
C) VOTO 2006-7262 DE LA SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA. 
 
El 29 de julio de 2003 se presentó ante la Sala Constitucional una acción 
con la cual se buscaba que se declara inconstitucional el inciso 6 del artículo 






Esta acción tenía como caso pendiente de resolución la negativa del 
Juzgado de Familia de Alajuela para unir en matrimonio al accionante y a su 
pareja debido a que ambos eran del mismo sexo. 
En esta oportunidad, el gestionante consideró que esta negativa 
lesionaba su derecho a la igualdad y que además se le estaba imponiendo un 
determinado modo de pensar, sentir, ser y vivir, por negársele a él y a su 
pareja el derecho de unirse en matrimonio. 
En el voto que resuelve esta acción la Sala Constitucional señaló que no 
es posible extender el derecho al matrimonio a las parejas homosexuales, pues 
ello implicaría una modificación del cuerpo normativo contemplado por el 
legislador originario para ese instituto. La Sala estima que la idea de 
matrimonio existente cuando se plasmó esta figura en el texto constitucional es 
la del matrimonio heterosexual monogámico y que por lo tanto no es posible 
que se declare inconstitucional la prohibición. 
Resulta paradójico como en este caso el voto de mayoría de la Sala 
estuvo de acuerdo en respetar “el espíritu de la norma” concebido por el 
constituyente originario cuando ya en el pasado, específicamente al discutirse 
el tema de las uniones de hecho, sí realizó una interpretación evolutiva de la 
norma y se determinó que a pesar de que este tipo de familia no fue concebida 
por la Asamblea Constituyente, debía considerarse incluida por la realidad 
social imperante en el momento, que hizo necesario hacer extensiva la tutela 





Este método de interpretación aplicado por el voto de mayoría de la Sala 
violenta los derechos de la minoría homosexual, al impedírseles el acceso al 
derecho humano al matrimonio y como consecuencia a todos los demás 
derechos que le acompañan, lo que va en detrimento del desarrollo de su 
personalidad y de una vida digna, dejando este tipo de relaciones casi en la 
clandestinidad.  
En este sentido se debe tener presente que si no se da la posibilidad de 
adaptar las normas constitucionales a los cambios sociales que se van dando, 
el cuerpo constitucional carecería de sentido y existiría la necesidad de estar 
realizando constantes reformas a la constitución con el fin de que se adapte a 
las nuevas necesidades, lo que traería como resultado una deslegitimación de 
este instrumento y su completa inoperancia, pues no es posible ni viable estar 
realizando estas modificaciones para dar solución a situaciones que se verían 
solventadas con una evolución en la interpretación. 
En cuanto al derecho a la igualdad el voto de mayoría de la Sala 
consideró que la prohibición no vulnera el derecho a la igualdad, ya que 
textualmente se indica: 
“la realidad demuestra que las parejas heterogéneas no están 
en la misma situación que las parejas homosexuales, 
consecuentemente, el legislador se encuentra legitimado para 
dar, en estos casos, un trato diferenciador” 
 Sin embargo a pesar de este razonamiento que es determinante para el 





tipos de pareja, por lo que el análisis realizado por la Sala adolece del 
elemento de partida para determinar si se infringe o no el derecho a la 
igualdad. Constantemente, se recurrió a la afirmación de que la diferencia era 
obvia y por ende se omitía cualquier argumento, cayéndose en la falacia de lo 
evidente.  
Además se afirmó que la prohibición no es contraria a las normas de 
nuestra Carta Magna, pues persigue un fin constitucional que es proteger el 
tipo de matrimonio concebido por el constituyente originario y que por tal 
motivo no se puede considerar que la prohibición sea arbitraria e irracional, sin 
embargo se está perdiendo de vista el dinamismo que debe acompañar la 
interpretación de las normas constitucionales, lo que ocasiona que por una 
interpretación “histórica” del texto constitucional se de una vulneración del 
derecho a la igualdad en perjuicio de la minoría homosexual. 
Por último, se hizo referencia a que no existe roce constitucional, pues 
la norma impugnada solo se refiere a la institución del matrimonio, sin limitar la 
posibilidad de que el legislador instituya otra figura que tutele estas relaciones, 
lo anterior por existir “razones obvias” que no permiten la aplicación del 
instituto matrimonial. De esta forma, la Sala propone una forma nueva de 
discriminación, pues al no señalar las diferencias entre homosexuales y 
heterosexuales, no concreta las razones por las que debe el legislador crear 
una figura distinta al matrimonio para regular las relaciones de estas parejas. 
A pesar de estas deficiencias del voto de mayoría de la Sala, el 





método de interpretación histórica aplicado por la mayoría de la Sala ya se 
encuentra superado por la doctrina y por la propia jurisprudencia de la Sala. Al 
respecto indicó: 
 “Considero que en el caso concreto ha operado una 
inconstitucionalidad sobreviniente de la norma impugnada, pues 
su sentido, originalmente acorde con el de la Constitución 
vigente al momento de su promulgación, ahora es contraria a la 
Carta evolucionada por la realidad social y el avance hacia una 
sociedad igualitaria y respetuosa de la dignidad humana.” 
Argumento que reforzó posteriormente al decir: 
“Aun cuando la Procuraduría General de la República y la 
mayoría de la Sala consideran que la norma persigue un 
fin legítimo que es proteger el tipo de matrimonio 
adoptado por el Constituyente originario, reitero mi 
oposición a este argumento, pues bajo esa perspectiva, la 
Sala no podría declarar nunca la inconstitucionalidad de 
una norma que deviene inconstitucional por el pasar del 
tiempo. Dicha tesis negaría la existencia del instituto de la 
inconstitucionalidad sobreviniente, ya ampliamente 
reconocida en la jurisprudencia constitucional.” 
 Es menester resaltar el análisis realizado por dicho magistrado, pues a 
pesar de estar conciente del marcado tinte religioso que tiene el instituto del 





obligación como jurista es resolver en derecho, buscando siempre el respeto 
de los derechos fundamentales de todas las personas.  
 
SECCIÓN II: COMPARACIÓN DE LA REGULACIÓN PROPUESTA 
PARA LA UNIÓN CIVIL Y EL RÉGIMEN MATRIMONIAL. 
 
En junio del año 2007 se presenta ante la Asamblea Legislativa de 
Costa Rica, un proyecto de ley que propone la regulación de las parejas 
conformadas por personas del mismo sexo, otorgándoles derechos similares al 
matrimonio, pero con una denominación distinta. 
Para esta propuesta, se tomó en cuenta los derechos a la igualdad, 
dignidad humana y no discriminación. Además se tuvo en cuenta lo resuelto 
por la Sala Constitucional en el voto 7262 del año 2006 antes analizado, donde 
se afirmó 
“… este Tribunal considera que es el legislador derivado el que 
debe plantearse la necesidad de regular, de la manera que 
estime conveniente, los vínculos o derechos que se deriven de 
este tipo de uniones, lo cual evidentemente requiere de todo un 
desarrollo normativo en el que se establezcan los derechos y 
obligaciones de este tipo de parejas, a las cuales, por razones 
obvias, no se les puede aplicar el marco jurídico que el 






 En vista de lo anterior, resulta trascendental analizar si realmente las 
normas del matrimonio y las propuestas para regular las uniones de 
homosexuales, poseen características tan diferentes como para justificar la 
creación de otro instituto jurídico y mucho más, el limitar un derecho humano.  
Para facilitar la comprensión de las figuras, se creyó conveniente la 
comparación de la regulación del Código de Familia y la propuesta del 




Código de Familia Proyecto Unión Civil 
A quienes se 
aplica 
Parejas heterosexuales Parejas homosexuales 
Fines ARTÍCULO 11.- El matrimonio 
es la base esencial de la 
familia y tiene por objeto la 
vida en común, la cooperación 
y el mutuo auxilio.  
ARTÍCULO 1.-Se reconoce el 
derecho de las personas del 
mismo sexo a unirse civilmente 
para llevar la vida en común, 




ARTÍCULO 13.- Para que 
exista matrimonio el 
consentimiento de los 
contrayentes debe 
manifestarse de modo legal y 
expreso. 
ARTÍCULO 2.- Para que exista 
la unión civil es necesario que 
el consentimiento de los 
contrayentes se manifieste de 
modo legal y expreso. 
Imposibilidades ARTÍCULO 14.- Es legalmente 
imposible el matrimonio: 
1) De la persona que está 
ligada por un matrimonio 
anterior; 
2) Entre ascendientes y 
descendientes por 
consanguinidad o afinidad. El 
impedimento no desaparece 
con la disolución del 
matrimonio que dio origen al 
parentesco por afinidad; 
3) Entre hermanos 
consanguíneos; 
4) Entre el adoptante y el 
adoptado y sus descendientes; 
los hijos adoptivos de la misma 
ARTÍCULO 3.-Es legalmente 
imposible la unión civil: 
1.-De la persona que esté 
ligada por un matrimonio o 
unión civil; 
2.-Entre ascendientes y 
descendientes por 
consanguinidad o afinidad.  El 
impedimento no desaparece 
con la disolución del matrimonio 
o de la unión civil que dio origen 
al parentesco por afinidad; 
3.-Entre hermanas y hermanos 
consanguíneos o adoptivos; 
4.-Entre quien es adoptante y la 
persona adoptada y sus 





persona; el adoptado y los hijos 
del adoptante; el adoptado y el 
excónyuge del adoptante; y el 
adoptante y el excónyuge del 
adoptado; 
5) Entre el autor, coautor, 
instigador o cómplice del delito 
de homicidio de uno de los 
cónyuges y el cónyuge 
sobreviviente; y 
6) Entre personas de un mismo 
sexo. 
 
adoptada y la persona 
excónyuge o expareja civil de la 
persona adoptante; y la 
persona adoptante y la persona 
excónyuge o expareja civil de la 
persona adoptada; 
5.-Entre las personas autoras, 
coautoras, instigadoras o 
cómplices del delito de 
homicidio de una de la pareja y 
la pareja sobreviviente; y, 
6.-De una persona menor de 
edad. 
Pueden declararse estas 
nulidades aun de oficio. 
Causales de 
anulabilidad 
ARTÍCULO 15.- Es anulable el 
matrimonio: 
1) En el caso de que uno o 
ambos cónyuges hayan 
consentido por violencia o 
miedo grave, o por error en 
cuanto a la identidad del otro; 
2) De quien carezca, en el acto 
de celebrarlo, de capacidad 
volitiva o cognoscitiva. 
3) De la persona menor de 
quince años; 
4) Del incapaz por impotencia 
absoluta o relativa, siempre que 
el defecto sea por su 
naturaleza incurable y anterior 
al matrimonio; y 
5) Cuando fuere celebrado ante 
funcionario incompetente. 
ARTÍCULO 16.- Es prohibido el 
matrimonio: 
1) Del menor de 18 años sin el 
asentimiento previo y expreso 
de quien ejerza sobre él la 
patria potestad o tutela, salvo lo 
estipulado en el inciso 1) del 
artículo 21 de este Código; 
2) De la mujer antes de que 
transcurran trescientos días 
contados desde la disolución o 
declaratoria de nulidad de su 
anterior matrimonio, a menos 
que haya habido parto antes de 
cumplirse ese término o se 
pruebe mediante dictámenes 
ARTÍCULO 4.- Es anulable la 
unión civil: 
1.-En el caso de que una de las 
personas contrayentes o 
ambas, hayan consentido por 
violencia o miedo grave, o por 
error en cuanto a la identidad 
de la otra persona; 
2.-De quien carezca, en el acto 
de celebrarlo, de capacidad 
volitiva o cognoscitiva; 
3.-De la persona menor de 
dieciocho años; 
4.-De la persona incapaz por 
impotencia absoluta o relativa, 
siempre que el defecto sea por 
su naturaleza incurable y 
anterior a la unión civil; 
5.-Cuando fuere celebrado ante 
una persona funcionaria 
incompetente; 
6.-De quienes hayan ejercido 
una tutoría o cualquiera de sus 
descendientes con la persona 
tutelada mientras no estén 
aprobadas y canceladas las 
cuentas finales de la tutela; y 
7.-Sin la previa publicación o 
dispensa de los edictos legales. 
Sin embargo, la unión civil 
celebrada por las personas a 
que se refieren los numerales 1 
y 2 de este artículo, quedará 
revalidada sin necesidad de 





de dos peritos médicos oficiales 
que no existe embarazo; 
3) De los tutores o cualquiera 
de sus descendientes con los 
pupilos mientras no están 
aprobadas y canceladas las 
cuentas finales de la tutela, 
salvo si el padre o madre 
difuntos del pupilo lo hubieran 
permitido expresamente en 
testamento u otro instrumento 
público; y 
4) Sin la previa publicación o 
dispensa de los edictos legales. 
ARTÍCULO 18.- El matrimonio 
celebrado por las personas a 
quienes se refieren los incisos 
1) y 2) del artículo 15, quedará 
revalidado sin necesidad de 
declaratoria expresa por el 
hecho de que los cónyuges no 
se separen durante el mes 
siguiente al descubrimiento del 
error, al cese del miedo grave o 
la violencia, o a que la persona 
recupere su capacidad volitiva 
o cognoscitiva. 
ARTÍCULO 20.- El matrimonio 
del impotente quedará 
revalidado cuando se dejaren 
transcurrir dos años sin 
reclamar la nulidad. 
hecho de que los contrayentes 
no se separen durante el mes 
siguiente al descubrimiento del 
error, al cese del miedo grave o 
la violencia, o a que la persona 
recupere su capacidad volitiva o 
cognoscitiva.  La unión civil de 
la persona impotente quedará 
revalidada cuando se dejaren 
transcurrir dos años sin 
reclamar la nulidad. 
 
Competencia para 
la celebración.  
 
ARTÍCULO 24.- El matrimonio 
se celebrará ante la autoridad 
de la jurisdicción en donde 
haya residido durante los 
últimos tres meses cualquiera 
de los contrayentes. Tales 
autoridades serán, un Juez 
Civil o un Alcalde Civil, o el 
Gobernador de la Provincia.  
Los notarios públicos 
están autorizados para celebrar 
matrimonios en todo el país. El 
acta correspondiente se 
asentará en su protocolo y 
deberán conservar en el de 
referencias, la copia respectiva. 
Los contrayentes podrán 
recurrir para los trámites 
ARTÍCULO 5.-La unión civil se 
celebrará ante el juzgado civil 
de menor cuantía de la 
jurisdicción en donde haya 
residido durante los últimos tres 
meses cualesquiera de los 
contrayentes. 
Las personas que 
ejercen la notaría pública están 
autorizadas para celebrar 
uniones civiles en todo el país.  
El acta correspondiente se 
asentará en su protocolo y 
deberán conservar en el de 
referencias, la copia respectiva.  
El juzgado civil no podrá cobrar 
honorarios por las uniones 





previos a la celebración, ante 
los funcionarios judiciales o 
administrativos indicados, o 
ante un Notario 
Los funcionarios 
judiciales o administrativos no 
podrán cobrar honorarios por 
los matrimonios que celebren. 
El funcionario ante 
quien se celebre un matrimonio 
está obligado a enviar todos los 
antecedentes y acta del mismo 
o certificación de ésta, al 
Registro Civil 
Cuando quien celebre 
un matrimonio no observe las 
disposiciones de este Código, 
el Registro Civil dará cuenta de 
ello al superior 
correspondiente, a fin de que 
imponga la sanción que 
procediere y en todo caso al 
tribunal penal competente para 
lo de su cargo. 
La persona ante quien se 
celebre una unión civil está 
obligada a enviar todos los 
antecedentes y acta o su 
certificación, al Registro Civil.  
Cuando quien celebre una 
unión civil no observe las 
disposiciones de esta Ley, el 
Registro Civil dará cuenta de 
ello al superior correspondiente, 
a fin de que imponga la sanción 
que procediere y en todo caso 
al tribunal penal competente 
para lo de su cargo. 
Manifestación de 
querer contraer el 
vínculo. 
ARTÍCULO 25.- Los que 
deseen contraer matrimonio, lo 
manifestarán verbalmente o por 
escrito al funcionario 
correspondiente, expresando 
necesariamente sus nombres, 
apellidos, edad, profesión u 
oficio, lugar de nacimiento y 
nombre de los lugares de su 
residencia o domicilio durante 
los últimos tres meses; y los 
nombres, apellidos, 
nacionalidad y generales de 
sus padres. 
La manifestación será 
firmada por los interesados o 
por otra persona a ruego del 
que no sepa o no pueda firmar. 
Será ratificada verbalmente si 
fuere formulada por escrito; y el 
funcionario ordenará su 
publicación por medio de edicto 
en el "Boletín Judicial". 
Deberán los 
contrayentes indicar los 
nombres de los hijos 
ARTÍCULO 6.- Quienes deseen 
contraer unión civil, lo 
manifestarán verbalmente o por 
escrito a la persona funcionaria 
correspondiente, expresando 
necesariamente sus nombres, 
apellidos, edad, profesión u 
oficio, lugar de su nacimiento y 
nombre de los lugares de su 
residencia o domicilio durante 
los últimos tres meses; y los 
nombres, apellidos, 
nacionalidad y generales de su 
padre y madre.  La 
manifestación será firmada por 
los interesados o por otra 
persona a ruego de quien no 
sepa o no pueda firmar.  Será 
ratificada verbalmente si fuere 
formulada por escrito; y se 
ordenará su publicación por 






procreados por ellos antes del 
enlace, si los hubiere. Esta 
manifestación debe constar en 
el acta del matrimonio. 
Publicidad ARTÍCULO 26.- Entre el edicto 
y la celebración del matrimonio, 
debe mediar un intervalo de 
ocho días naturales por lo 
menos y si después de 
publicado dicho edicto 
transcurrieren seis meses sin 
celebrarse el matrimonio, 
deberá hacerse nueva 
publicación. 
ARTÍCULO 7.- Entre la 
publicación del edicto y la 
celebración de la unión civil 
debe mediar un intervalo de 
ocho días naturales por lo 
menos y si después de 
publicado el edicto 
transcurrieren seis meses sin 
celebrarse la unión civil, deberá 
hacerse nueva publicación. 
 ARTÍCULO 27.- Si se probare 
impedimento legal, a juicio del 
celebrante, éste suspenderá la 
celebración del matrimonio 
hasta tanto sea dispensado 
legalmente el impedimento. 
ARTÍCULO 8.-Caso de 
impedimento legal Si se 
probare impedimento legal, a 
juicio del celebrante, este 
suspenderá la celebración de la 
unión civil hasta tanto sea 
dispensado legalmente el 
impedimento. 
 ARTÍCULO 28.- El funcionario 
autorizado no celebrará ningún 
matrimonio mientras no se le 
presenten: 
1) Dos testigos idóneos que 
declaren bajo juramento, sobre 
la libertad de estado y aptitud 
legal de los contrayentes; 
2) Los documentos que 
demuestren que se ha obtenido 
el correspondiente 
asentimiento, cuando se trate 
de personas que lo necesiten; 
3) La certificación de los 
asientos de nacimiento y 
libertad de estado de los 
contrayentes, expedida por el 
Registro Civil. El extranjero 
podrá demostrar su libertad de 
estado por cualquier medio que 
le merezca fe al funcionario, en 
defecto de los documentos 
anteriormente citados; y  
4) Certificación de la fecha de 
la disolución del anterior 
matrimonio si la contrayente 
hubiere estado casada antes y 
la prueba prevista en el inciso 
ARTÍCULO 9.-Requisitos 
La persona autorizada 
no celebrará ninguna unión civil 
mientras no se le presenten: 
1.-Dos personas testigas 
idóneas que declaren bajo 
juramento, sobre la libertad de 
estado y aptitud legal de los 
contrayentes; y, 
2.-La certificación de los 
asientos de nacimiento y 
libertad de estado de los 
contrayentes, expedida por el 
Registro Civil.  La persona 
extranjera podrá demostrar su 
libertad de estado por cualquier 
medio que le merezca fe al 








2) del artículo 16. 
Caso de peligro 
de muerte 
ARTÍCULO 29.- En caso de 
peligro de muerte de uno de los 
contrayentes, podrá procederse 
a la celebración del matrimonio 
aún sin llenarse los requisitos 
de que hablan los artículos 
anteriores; pero mientras no se 
cumpla con esas exigencias 
ninguno de los interesados 
podrá reclamar los derechos 
civiles procedentes de ese 
matrimonio. 
ARTÍCULO 10.-En caso de 
peligro de muerte de uno de los 
contrayentes, podrá procederse 
a la celebración de la unión civil 
aún sin llenarse los requisitos 
de que hablan los artículos 
anteriores; pero mientras no se 
cumpla con esas exigencias 
ninguna de las personas 
interesadas podrán reclamar los 
derechos civiles procedentes de 
esta unión civil. 
Unión civil por 
poder 
ARTÍCULO 30.- El matrimonio 
podrá celebrarse por medio de 
apoderado con poder 
especialísimo constante en 
escritura pública y que exprese 
el nombre y generales de la 
persona con quien éste haya 
de celebrar el matrimonio; pero 
siempre ha de concurrir a la 
celebración en persona el otro 
contrayente. 
No habrá matrimonio si 
en el momento de celebrarse 
estaba ya legalmente revocado 
el poder. 
ARTÍCULO 11.-La unión civil 
podrá celebrarse por medio de 
persona apoderada con poder 
especialísimo constante en 
escritura publica y que exprese 
el nombre y generales de la 
persona con quien haya de 
celebrarse la unión civil; pero 
siempre ha de concurrir a la 
celebración en persona la otra 
persona contrayente.  No habrá 
unión civil si en el momento de 
celebrarse estaba ya 
legalmente revocado el poder. 
Forma de la 
celebración 
ARTÍCULO 31.- El matrimonio 
se celebrará ante el funcionario 
competente y en presencia de 
dos testigos mayores de edad, 
que sepan leer y escribir. 
Los contrayentes deben 
expresar su voluntad de unirse 
en matrimonio, cumplido lo cual 
el funcionario declarará que 
están casados. 
De todo se levantará un 
acta que firmarán el 
funcionario, los contrayentes, si 
pueden y los testigos del acto. 
A los contrayentes se 
les entregará copia del acta 
firmada por el funcionario. 
El funcionario debe 
enviar dentro de los ocho días 
siguientes a la celebración del 
matrimonio, copia autorizada 
de dicha acta y los documentos 
ARTÍCULO 12.- La unión civil 
se celebrará ante la persona 
competente y en presencia de 
dos personas testigas mayores 
de edad, que sepan leer y 
escribir.  Los contrayentes 
deben expresar su voluntad de 
unirse civilmente, cumplido lo 
cual el celebrante declarará que 
están unidos civilmente.  De 
todo se levantará un acta que 
firmarán el celebrante, los 
contrayentes, si pueden, y los 
testigos del acto.  A los 
contrayentes se les entregará 
copia del acta firmada por el 
celebrante.  El celebrante debe 
enviar, dentro de los ocho días 
siguientes a la celebración de la 
unión civil, copia autorizada de 
dicha acta y los documentos 





requeridos en el artículo 28 del 
Registro Civil. 
presente Ley al Registro Civil 
 
Dispensa de la 
publicación del 
edicto 
ARTÍCULO 32.- El funcionario 
ante quien se tramiten las 
diligencias previas al 
matrimonio podrá bajo su 
responsabilidad, dispensar la 
publicación del edicto a que se 
refiere el artículo 25, si de los 
documentos que se le 
presentan resulta que los 
contrayentes no tienen 
impedimento para contraer 
matrimonio. 
ARTÍCULO 13.- El celebrante 
ante quien se tramiten las 
diligencias previas a la unión 
civil podrá, bajo su 
responsabilidad, dispensar la 
publicación del edicto a que se 
refiere el artículo 6 de la 
presente Ley, si de los 
documentos que se le 
presentan resulta que los 
contrayentes no tienen 
impedimento para contraer 
unión civil 
Momento en que 
surte efectos. 
ARTÍCULO 33.- El matrimonio 
surte efectos desde su 
celebración y debe ser inscrito 
en el Registro Civil. 
 
ARTÍCULO 14.- La unión civil 
surte efectos desde su 
celebración y debe ser inscrita 
en el Registro Civil.  La unión 
civil dará el derecho a cada uno 
de los integrantes el derecho a 
la seguridad social si son 
dependientes de la otra 
persona integrante. 
Responsabilidade
s y obligaciones 
ARTÍCULO 34.- Los esposos 
comparten la responsabilidad y 
el gobierno de la familia. 
Conjuntamente deben regular 
los asuntos domésticos, 
proveer a la educación de sus 
hijos y preparar su porvenir. 
Asimismo, están obligados a 
respetarse, a guardarse 
fidelidad y a socorrerse 
mutuamente. Deben vivir en un 
mismo hogar salvo que motivos 
de conveniencia o de salud 
para alguno de ellos o de los 
hijos, justifique residencias 
distintas. 
ARTÍCULO 15.- Las personas 
contrayentes comparten la 
responsabilidad y el gobierno 
de su casa.  Conjuntamente 
deben regular los asuntos 
domésticos.  Asimismo, están 
obligadas a respetarse, a 
guardarse fidelidad y a 
socorrerse mutuamente.  
Deben vivir en un mismo hogar, 
salvo que motivos de 
conveniencia o de salud para 
alguna de ellas justifique 
residencias distintas.  
Conjuntamente deben sufragar 
los gastos que demande su 
unión en forma proporcional a 
sus ingresos. 
Capitulaciones ARTÍCULO 37.- Las 
capitulaciones matrimoniales 
pueden otorgarse antes de la 
celebración del matrimonio o 
durante su existencia y 
comprenden los bienes 
presentes y futuros. Este 
convenio, para ser válido, debe 
ARTÍCULO 16.- Las 
capitulaciones pueden 
otorgarse antes de la 
celebración de la unión civil o 
durante su existencia y 
comprenden los bienes 
presentes y futuros.  Este 





constar en escritura pública e 
inscribirse en el Registro 
Público. 
ARTÍCULO 39.- Las 
capitulaciones matrimoniales 
pueden ser modificadas 
después del matrimonio. Si hay 
menores de edad, ha de serlo 
con autorización del Tribunal. 
El cambio no 
perjudicará a terceros, sino 
después de que se haya 
publicado en el periódico oficial 
un extracto de la escritura y 
ésta quede inscrita en el 
Registro Público. 
constar en escritura pública e 
inscribirse en el Registro 
Público. 
Las capitulaciones 
pueden ser modificadas 
después de la unión civil.  El 
cambio no perjudicará a 
personas terceras, sino 
después de que se haya 





ARTÍCULO 40.- Si no hubiere 
capitulaciones matrimoniales, 
cada cónyuge queda dueño y 
dispone libremente de los 
bienes que tenía al contraer 
matrimonio de los que adquiera 
durante él por cualquier Título y 
de los frutos de unos y otros. 
ARTÍCULO 17.- Si no hubiere 
capitulaciones, cada 
contrayente mantendrá la 
propiedad y dispone libremente 
de los bienes que tenía al 
contraer unión civil, de los que 
adquiera durante ella por 
cualquier título y de los frutos 
de unos y otros. 
Régimen de 
Gananciales 
ARTÍCULO 41.- Al disolverse o 
declararse nulo el matrimonio, 
al declararse la separación 
judicial y al celebrarse, después 
de las nupcias, capitulaciones 
matrimoniales, cada cónyuge 
adquiere el derecho de 
participar en la mitad del valor 
neto de los bienes gananciales 
constatados en el patrimonio 
del otro. Tales bienes se 
considerarán gravados de 
pleno derecho, a partir de la 
declaratoria a las resultas de la 
respectiva liquidación. Los 
tribunales, de oficio o a solicitud 
de parte, dispondrán tanto la 
anotación de las demandas 
sobre gananciales en los 
Registros Públicos, al margen 
de la inscripción de los bienes 
registrados, como los 
inventarios que consideren 
pertinentes. 
 Podrá procederse a la 
ARTÍCULO 18.- Al disolverse o 
declararse nula la unión civil, al 
declararse la separación judicial 
y al celebrarse capitulaciones, 
después de la celebración de la 
unión civil, cada contrayente 
adquiere el derecho de 
participar en la mitad del valor 
neto de los bienes gananciales 
constatados en el patrimonio 
del otro.  Tales bienes se 
considerarán gravados de pleno 
derecho, a partir de la 
declaratoria a las resultas de la 
respectiva liquidación.  Los 
juzgados civiles de menor 
cuantía, de oficio o a solicitud 
de parte, dispondrán tanto la 
anotación de las demandas 
sobre gananciales en los 
registros públicos, al margen de 
la inscripción de los bienes 
registrados, como los 






liquidación anticipada de los 
bienes gananciales cuando el 
Tribunal, previa solicitud de uno 
de los cónyuges, compruebe, 
de modo indubitable, que los 
intereses de éste corren el 
riesgo de ser comprometidos 
por la mala gestión de su 
consorte, o por actos que 
amenacen burlarlo. Únicamente 
no son gananciales los 
siguientes bienes, sobre los 
cuales no existe el derecho de 
participación. 
1) Los que fueren introducidos 
al matrimonio, o adquiridos 
durante él, por Título gratuito o 
por causa aleatoria; 
2) Los comprados con valores 
propios de uno de los 
cónyuges, destinados a ello en 
las capitulaciones 
matrimoniales; 
3) Aquellos cuya causa o Título 
de adquisición precedió al 
matrimonio; 
4) Los muebles o inmuebles, 
que fueron subrogados a otros 
propios de alguno de los 
cónyuges; y 
5) Los adquiridos durante la 
separación de hecho de los 
cónyuges. 
Se permite renunciar, en las 
capitulaciones matrimoniales o 
en un convenio que deberá 
hacerse escritura pública, a las 
ventajas de la distribución final. 
ARTÍCULO 19.-Liquidación 
anticipada de gananciales 
Podrá procederse a la 
liquidación anticipada de los 
bienes gananciales cuando el 
juzgado civil de menor cuantía, 
previa solicitud de uno de los 
contrayentes, compruebe, de 
modo indubitable, que los 
intereses de este corren el 
riesgo de ser comprometidos 
por la mala gestión de su 
pareja, o por actos que 
amenacen burlarlos.  
Únicamente no son gananciales 
los siguientes bienes, sobre los 
cuales no existe el derecho de 
participación: 
1.-Los que fueren introducidos 
a la unión civil, o adquiridos 
durante ella, por título gratuito o 
por causa aleatoria; 
2.-Los comprados con valores 
propios de uno de las parejas, 
destinados a ello en las 
capitulaciones; 
3.-Aquellos cuya causa o título 
de adquisición precedió a la 
unión civil; 
4.-Los muebles o inmuebles, 
que fueron subrogados a otros 
propios de alguna de las 
parejas; y 
5.-Los adquiridos durante la 
separación de hecho de la 
pareja. 
Se permite renunciar, en las 
capitulaciones o en un convenio 
que deberá hacerse escritura 






ARTÍCULO 48.- Será motivo 
para decretar el divorcio: 
1) El adulterio de cualquiera de 
los cónyuges; 
2) El atentado de uno de los 
cónyuges contra la vida del otro 
o de sus hijos; 
3) La tentativa de uno de los 
cónyuges para prostituir o 
ARTÍCULO 20.- Será motivo 
para decretar la rescisión de la 
unión civil: 
1.- El adulterio de cualquiera de 
la pareja; 
2.- El atentado de una pareja 
contra la vida de la otra; 
3.- La tentativa de una pareja 





corromper al otro cónyuge y la 
tentativa de corrupción o la 
corrupción de los hijos de 
cualquiera de ellos; 
4) La sevicia en perjuicio del 
otro cónyuge o de sus hijos; 
5) La separación judicial por un 
término no menor de un año, si 
durante ese lapso no ha 
mediado reconciliación entre 
los cónyuges; durante dicho 
lapso el Tribunal, a solicitud de 
los interesados y con un 
intervalo mínimo de tres meses, 
celebrará no menos de dos 
comparecencias para intentar 
la reconciliación entre los 
cónyuges. La primera 
comparecencia no podrá 
celebrarse antes de tres meses 
de decretada la separación. 
 Para tales efectos, el Tribunal 
solicitará los informes que 
considere pertinentes. 
 Si alguno de los cónyuges no 
asistiere a las comparecencias, 
si éstas no se solicitan, o si las 
conclusiones a que llegue el 
Tribunal así lo aconsejan, el 
plazo para decretar el divorcio 
será de dos años; 
6) La ausencia del cónyuge, 
legalmente declarada; y 
7) El mutuo consentimiento de 
ambos cónyuges. 
El divorcio por mutuo 
consentimiento no podrá 
pedirse sino después de tres 
años de celebrado el 
matrimonio y deberá 
presentarse al Tribunal el 
convenio en escritura pública 
en la forma indicada en el 
artículo 60 de esta ley. El 
convenio y la separación, si son 
procedentes y no perjudican los 
derechos de los menores, se 
aprobarán por el Tribunal en 
resolución considerada; el 
Tribunal podrá pedir que se 
otra; 
4.- La sevicia en perjuicio de la 
otra pareja; 
5.- La separación judicial por 
término no menor de un año; 
6.- La ausencia de la pareja, 
legalmente declarada; y 
7.- El mutuo consentimiento de 
ambas; 
8.- La separación de hecho por 
un término no menor de un año. 
De disolverse el vínculo, 
con base en alguna de las 
causales establecidas en los 
numerales 2), 3) y 4) del 
presente artículo, la pareja 
inocente podrá pedir, 
conjuntamente con la acción de 
separación o de rescisión, 
daños y perjuicios de 
conformidad con el artículo 
1045 del Código Civil. 
ARTÍCULO 21.- Forma de 
la rescisión por mutuo 
consentimiento Las parejas 
que pidan la rescisión por 
mutuo consentimiento deben 
presentar al juzgado civil de 
menor cuantía un convenio en 
escritura pública que verse 
sobre los siguientes puntos: 
1.- Monto de la pensión que 
debe pagar una pareja a la otra, 
si en ello convinieren; 
2.- Propiedad sobre los bienes 
de ambas parejas. 
El convenio y la 
rescisión, si son procedentes, 
se aprobarán por el juzgado 
civil de menor cuantía en 
resolución considerada.  El 
juzgado civil de menor cuantía 
podrá pedir que se complete o 
aclare el convenio presentado 
si es omiso u oscuro en los 
puntos señalados en este 






complete o aclare el convenio 
presentado si es omiso, oscuro 
en los puntos señalados en 
este artículo de previo a su 
aprobación. 
8) La separación de hecho por 
un término no menor de tres 
años. 
ARTÍCULO 48 bis.- De 
disolverse el vínculo 
matrimonial, con base en 
alguna de las causales 
establecidas en los incisos 2), 
3) y 4) del artículo 48 de este 
Código, el cónyuge inocente 
podrá pedir, conjuntamente con 
la acción de separación o de 
divorcio, daños y perjuicios de 
conformidad con el artículo 
1045 del Código Civil. 
Legitimación para 
plantear la acción 
de disolución del 
vínculo. 
ARTÍCULO 49.- La acción de 
divorcio sólo puede 
establecerse por el cónyuge 
inocente, dentro de un año 
contado desde que tuvo 
conocimiento de los hechos 
que lo motiven. 
En los casos de 
ausencia judicialmente 
declarada podrá plantear la 
acción el cónyuge presente en 
cualquier momento. Para estos 
efectos el Tribunal nombrará al 
demandado un curador ad 
lítem. 
ARTÍCULO 22.- La acción de 
rescisión solo puede 
establecerse por la pareja 
inocente, dentro de un año 
contado desde que tuvo 
conocimiento de los hechos que 
lo motiven.  En los casos de 
ausencia judicialmente 
declarada, podrá plantear la 
acción la pareja presente en 
cualquier momento.  Para estos 
efectos, el juzgado civil de 
menor cuantía nombrará a la 
persona demandada un curador 
o curadora ad litem. 
Caso de muerte ARTÍCULO 50.- La muerte de 
cualquiera de los cónyuges 
pone término al juicio de 
divorcio. 
ARTÍCULO 23.- La muerte de 
cualquiera de los componentes 




ARTÍCULO 51.- La reaparición 
del ausente no revive el vínculo 
matrimonial disuelto 
ARTÍCULO 24.- La reaparición 




ARTÍCULO 52.- No procede el 
divorcio si ha habido 
reconciliación o vida marital 
entre los cónyuges después del 
conocimiento de los hechos 
que habrían podido autorizarlo, 
o después de la demanda; más 
si se intenta una nueva acción 
ARTÍCULO 25.- No 
procede la rescisión si ha 
habido reconciliación o vida en 
común entre las parejas 
después del conocimiento de 
los hechos que habrían podido 
autorizarlo, o después de la 





de divorcio por causa 
sobrevenida a la reconciliación, 
el Tribunal podrá tomar en 
cuenta las causas anteriores. 
nueva acción de rescisión por 
causa sobrevenida a la 
reconciliación, el juzgado civil 
de menor cuantía podrá tomar 
en cuenta las causas 
anteriores. 
Salida del hogar ARTÍCULO 53.- Pedido el 
divorcio, el Tribunal puede 
autorizar u ordenar a cualquiera 
de los cónyuges la salida del 
domicilio conyugal. 
ARTÍCULO 26.- Pedida la 
rescisión, el juzgado civil de 
menor cuantía puede autorizar 
u ordenar a cualquiera de los 
integrantes de la pareja la 
salida del domicilio en común. 
Sentencia firme ARTÍCULO 55.- La sentencia 
firme de divorcio disuelve el 
vínculo matrimonial. 
ARTÍCULO 27.- La sentencia 
firme de rescisión disuelve la 
unión civil. 
Pensión para la 
pareja 
ARTÍCULO 57.- En la 
sentencia que declare el 
divorcio, el tribunal podrá 
conceder al cónyuge declarado 
inocente una pensión 
alimentaria a cargo del 
culpable. Igual facultad tendrá 
cuando el divorcio se base en 
una separación judicial donde 
existió cónyuge culpable. 
Esta pensión se 
regulará conforme a las 
disposiciones sobre alimentos y 
se revocará cuando el inocente 
contraiga nuevas nupcias o 
establezca unión de hecho. 
Si no existe cónyuge 
culpable, el tribunal podrá 
conceder una pensión 
alimentaria a uno de los 
cónyuges y a cargo del otro, 
según las circunstancias. 
No procederá la 
demanda de alimentos del ex 
cónyuge inocente que contraiga 
nuevas nupcias o conviva en 
unión de hecho. 
ARTÍCULO 28.-En la sentencia 
que declare la rescisión, el 
juzgado civil de menor cuantía 
podrá conceder a la pareja 
declarada inocente una pensión 
alimentaria a cargo de la 
culpable.  Igual facultad tendrá 
cuando la rescisión se base en 
una separación judicial donde 
existió pareja culpable.  Esta 
pensión se regulará conforme a 
las disposiciones sobre 
alimentos y se revocará cuando 
la persona inocente contraiga 
nueva unión civil, nupcias o 
establezca unión de hecho.  Si 
no existe pareja culpable, el 
juzgado civil de menor cuantía 
podrá conceder una pensión 
alimentaria a una de la pareja y 
a cargo de la otra, según las 
circunstancias. 
No procederá la 
demanda de alimentos de la ex 
pareja inocente que contraiga 
nueva unión civil o nupcias o 
conviva en unión de hecho. 
Separación 
judicial 
ARTÍCULO 58.- Son causales 
para decretar la separación 
judicial entre los cónyuges: 
1) Cualquiera de las que 
autorizan el divorcio; 
2) El abandono voluntario y 
malicioso que uno de los 
cónyuges haga del otro; 
ARTÍCULO 29.- Son 
causales para decretar la 
separación judicial entre la 
pareja: 
 1.- Cualquiera de las que 
autorizan la rescisión; 
2.- El abandono voluntario y 





3) La negativa infundada de 
uno de los cónyuges a cumplir 
los deberes de asistencia y 
alimentación para con el otro o 
los hijos comunes; 
4) Las ofensas graves; 
5) La enajenación mental de 
uno de los cónyuges que se 
prolongue por más de un año u 
otra enfermedad o los 
trastornos graves de conducta 
de uno de los cónyuges que 
hagan imposible o peligrosa la 
vida en común; 
6) El haber sido sentenciado 
cualquiera de los cónyuges a 
sufrir una pena de prisión 
durante tres o más años por 
delito que no sea político. 
La acción sólo podrá 
establecerse siempre que el 
sentenciado haya permanecido 
preso durante un lapso 
consecutivo no menor de dos 
años;  
7) El mutuo consentimiento de 
ambos cónyuges; y 
8) La separación de hecho de 
los cónyuges durante un año 
consecutivo, ocurrida después 
de dos años de verificado el 
matrimonio. 
integrantes de la pareja haga 
del otro; 
3.- La negativa infundada de 
uno de los integrantes de la 
pareja a cumplir los deberes de 
asistencia y alimentación para 
con el otro; 
4.- Las ofensas graves; 
5.- La enajenación mental de 
uno de los integrantes de la 
pareja que se prolongue por 
más de un año u otra 
enfermedad o los trastornos 
graves de conducta de uno de 
los integrantes de la pareja que 
hagan imposible o peligrosa la 
vida en común; 
6.- La prisión ejecutoriada de 
cualquiera de la pareja por más 
de dos años; 
7.- El mutuo consentimiento de 
ambos integrantes de la pareja; 
y 
8.- La separación de hecho de 




plantear la acción 
de separación 
 
ARTÍCULO 59.- La acción de 
separación sólo podrá ser 
establecida: 
1)Por el cónyuge inocente en el 
caso de los incisos 1), 2), 3) y 
4) del artículo 
anterior; y 
2)Por cualquiera de los 
cónyuges en los casos que 
expresan los incisos 5), 6), 7) y 
8) del citado artículo. 
Caducarán tales acciones en 
un término de dos años, salvo 
las que se fundamentan en los 
incisos 2), 3), 5) y 8) indicados. 
Este plazo correrá a partir de la 
fecha en que los esposos 
tuvieren conocimiento de los 
ARTÍCULO 30.- La acción de 
separación solo podrá ser 
establecida 
1.- Por la pareja inocente en el 
caso de los incisos 1, 2, 3, y 4 
del artículo anterior; y 
2.- Por cualquiera de los 
integrantes de la pareja en los 
casos que expresan los 
numerales 5, 6, 7, y 8 del citado 
artículo. 
Caducarán tales acciones en un 
plazo de dos años, salvo las 
que se fundamentan en los 
numerales 2, 3, 5, y 8 
indicados.  Este plazo correrá a 
partir de la fecha en que la 









ARTÍCULO 60.- La separación 
por mutuo consentimiento no 
podrá pedirse sino después de 
dos años de verificado el 
matrimonio. Los esposos que la 
pidan deben presentar al 
Tribunal un convenio en 
escritura pública sobre los 
siguientes puntos: 
1) A quién corresponde la 
guarda, crianza y educación de 
los hijos menores; 
2) Cual de los dos cónyuges 
asume la obligación de 
alimentar a dichos hijos o la 
proporción en que se obligan 
ambos; 
3) Monto de la pensión que 
debe pagar un cónyuge al otro, 
si en ello convinieren; 
4) Propiedad sobre los bienes 
de ambos cónyuges. 
Este pacto no valdrá mientras 
no se pronuncie la aprobación 
de la separación. 
Lo convenido con respecto a 
los hijos podrá ser modificado 
por el Tribunal. 
El convenio y la separación, si 
son procedentes y no 
perjudican los derechos de los 
menores, se aprobarán por el 
Tribunal en resolución 
considerada. El Tribunal podrá 
pedir que se complete o aclare 
el convenio presentado si es 
omiso u obscuro en los puntos 
señalados en este artículo de 
previo a su aprobación 
ARTÍCULO 31.- La separación 
por mutuo consentimiento la 
pedirá la pareja, que debe 
presentar al juzgado civil de 
menor cuantía un convenio en 
escritura pública sobre los 
siguientes puntos: 
1.- Monto de la pensión que 
debe pagar un integrante de la 
pareja al otro, si en ello 
convinieren; 
2. Propiedad sobre los bienes 
de la pareja. 
Este pacto no valdrá 
mientras no se pronuncie la 
homologación de la separación. 
El convenio y la separación, si 
son procedentes se aprobarán 
por el juzgado civil de menor 
cuantía en resolución 
considerada.  El juzgado civil de 
menor cuantía podrá pedir que 
se complete o aclare el 
convenio presentado si es 
omiso u oscuro en los puntos 
señalados en este artículo de 
previo a su aprobación. 
Efectos de la 
separación 
ARTÍCULO 62.- Los efectos de 
la separación son los mismos 
que los del divorcio, con la 
diferencia de que aquella no 
disuelve el vínculo, subsiste el 
deber de fidelidad y de mutuo 
auxilio. 
ARTÍCULO 32.- Los efectos de 
la separación son los mismos 
que los de la rescisión, con la 
diferencia de que aquella no 
disuelve el vínculo, subsiste el 
deber de fidelidad y de mutuo 
auxilio. 
Efectos de la 
nulidad 
ARTÍCULO 66.- El matrimonio 
declarado nulo o anulado 
produce todos los efectos 
ARTÍCULO 35.- La unión civil 
declarada nula o anulada 





civiles en favor del cónyuge 
que obró de buena fe y de los 
hijos y las consecuencias que 
este Código fija en perjuicio del 
cónyuge que obró de mala fe. 
La buena fe se presume 
si no consta lo contrario y en 
ningún caso la nulidad del 
matrimonio perjudicará a 
tercero si no desde la fecha en 
que se inscriba la declaratoria 
en el Registro. 
civiles en favor de la pareja que 
obró de buena fe y las 
consecuencias que esta Ley fija 
en perjuicio de la pareja que 
obró de mala fe. 
La buena fe se presume si no 
consta lo contrario y en ningún 
caso la nulidad de la unión civil 
perjudicará a tercera persona si 
no desde la fecha en que se 




como parte  
ARTÍCULO 67.- En todos los 
juicios sobre nulidad del 
matrimonio se tendrá como 
parte a la Procuraduría General 
de la República. La sentencia 
se inscribirá en el Registro 
Civil. 
ARTÍCULO 36.-Parte 
En todos los juicios sobre 
nulidad de unión civil se tendrá 
como parte a la Procuraduría 
General de la República.  La 
sentencia se inscribirá en el 
Registro Civil. 
 
Por otra parte, en cuanto a la unión de hecho, se presenta también una 
regulación aparte del Código de Familia, que de igual manera se asemeja 
enormemente a las normas respecto a las parejas heterosexuales.  
Para que surta los mismos efectos que la unión civil, la pareja debe 
cumplir con los requisitos de publicidad, notoriedad, unicidad y estabilidad por 
al menos dos años, un año menos que la exigida a las parejas heterosexuales. 
Curiosamente, en la sucesión ab intestato se le exigen para heredar tres años 
a ambos tipos de parejas que conviven y se mantiene la diferenciación de que 
solo heredan respecto a los bienes adquiridos durante la unión. 
De la misma manera, para que se den los efectos se debe dar un 
reconocimiento judicial de la unión, a solicitud de parte o de sus herederos y 





reconoce el derecho a pensión alimentaria a favor del conviviente que sufra la 
terminación injustificada cuando carezca de medios propios. 
De la lectura de este valiente proyecto y en estudio de lo analizado 
anteriormente, sobre todo lo dicho por la Sala, resulta importante hacer notar 
que como ha sucedido en la mayoría de los países que recurren a la unión civil 
en lugar del matrimonio homosexual, lo que se genera es una regulación 
paralela al matrimonio con algunas pequeñas diferencias, en especial en 
cuanto al nombre y la prohibición de contraerlo para los menores de edad. En 
lo restante la regulación es idéntica, lo que demuestra una vez más la 
discriminación, pues se crean figuras jurídicas cuyo contenido se completa con 
la regulación de otra institución como el matrimonio. Nuevamente se confirma 
que únicamente se están protegiendo susceptibilidades y no verdadero fines 
jurídicos con la prohibición del matrimonio entre personas del mismo sexo. 
Además se le puede objetar al tratamiento jurídico que se está 
proponiendo el hecho de que se remita a la vía civil la resolución de las 
controversias, excluyendo las relaciones homosexuales del ámbito de 
aplicación del Derecho de Familia, De esta forma, no se aplicarían los 
principios que informan esta materia, como serían la unidad de la familia y la 
igualdad de derechos y deberes de los cónyuges, recurriéndose en su lugar a 
principios civiles como la libertad contractual, determinando de esta forma que 
las relaciones afectivas de dos personas pueden ser tratadas como un simple 
contrato, en pocas palabras se trataría de un juez civil de menor cuantía 












EFECTOS JURÍDICOS DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL 
ARTÍCULO 14.6 DEL CÓDIGO DE FAMILIA. 
 
Posterior al análisis desarrollado en los anteriores capítulos y debido a 
los resultados que de ello se derivan, resulta ineludible pensar en las 
consecuencias sociales y jurídicas de la posibilidad del matrimonio homosexual 
en muchísimos espacios dado que, como ya constantemente se ha afirmado, el 
matrimonio es un instituto de gran relevancia en la vida social y que por lo 
tanto, el derecho le ha otorgado repercusiones que giran en torno a muchos 
aspectos como el patrimonial, seguridad social, ámbito penal, entre otros. 
La importancia de tratar este tema radica en que muchos de los 
opositores al reconocimiento del matrimonio homosexual afirman que existen 
figuras que en el ámbito civil regulen los asuntos patrimoniales por ejemplo el 
testamento y las sociedades comerciales. De esta manera tienden a dejar de 
lado los otros efectos del matrimonio reduciendo este instituto casi a un 
contrato normador de cuestiones pecuniarias. 
Ya en el tema en concreto, al eliminar el inciso 6 del artículo 14 del 
Código de Familia que impide a las parejas del mismo sexo contraer 
matrimonio, acarrearía que se extiendan a estas parejas todos los efectos que 
el ordenamiento jurídico contempla para la institución del matrimonio, salvo que 
los legisladores o los magistrados, según sea el caso de que sea por vía 





limitar algunos efectos, como por ejemplo la adopción la cual se ha restringido 
en otros países que han permitido este tipo de uniones. 
Es así como tratar de abordar todos los efectos jurídicos del vínculo 
matrimonial se torna algo pretencioso, por lo que en el presente capítulo se 
detallaran algunos de los principales efectos jurídicos a raíz de la admisión del 
matrimonio homosexual en Costa Rica y sus principales consecuencias en la 
legislación interna. 
 
SECCIÓN I: ASPECTO FAMILIAR 
 
A) RECONOCIMIENTO COMO FAMILIA Y OBLIGACIONES 
PERSONALÍSIMAS 
 
Como se indicó en el capítulo anterior, el reconocimiento a las parejas 
homosexuales del derecho a contraer matrimonio, traería como consecuencia 
la posibilidad de disfrutar de toda la protección que el Estado ha concebido 
para este tipo de uniones. 
Asimismo, los cubriría la protección estatal de la familia, pues se 
considera como tal a dos personas que no tenían vínculo jurídico familiar y que 
a partir de la celebración del acto jurídico del matrimonio, traerían la vida 
jurídica dicho vínculo. 
En cuanto a los cónyuges, se reafirma la igualdad entre ellos. Además 
nacen los deberes de fidelidad mutua, manifestándose así la exclusividad 





comunidad de vida como un proyecto común de desarrollo de la personalidad, 
incluido en este punto la vida sexual de la pareja desenvuelta según su esfera 
de intimidad. 
Por otra parte, nacen las relaciones de parentesco con los familiares de 
la pareja y se crean vínculos con ellos, lo que se manifiesta comúnmente con el 
cuidado que el cónyuge da a su familia por afinidad. 
Asimismo, al eliminar la citada prohibición se estaría reconociendo a su 
vez el derecho a las parejas del mismo sexo de conformar familias de hecho, 
debido a que se eliminaría el impedimento matrimonial y por lo tanto poseerían 
la aptitud legal para casarse. De esta forma tendrían acceso a dos formas de 
tutela jurídica, por una parte el matrimonio y por otra la unión de hecho, 
quedando a su elección como desean desarrollar su relación de pareja. 
 
B) LEGITIMACIÓN DE LA INTERDICCIÓN Y ORDEN EN LA 
CURATELA  
 
La curatela es un instituto cuyo objetivo es el resguardo de la persona 
mayor de edad que manifieste una capacidad diversa en el sentido intelectual, 
mental o físico que le imposibilite el hacerse cargo de sus asuntos. De la 
misma forma, busca proteger el patrimonio de dicha persona para asegurarle 
un adecuado manejo de sus bienes y su propio sustento económico. 
La Sala Constitucional en la resolución 11516 del año 2000 afirmó que 
este instituto se fundamenta en el artículo 51 de la Constitución Política, en el 





persona enferma. Dicha protección se debe dar en circunstancias óptimas 
orientadas a la salvaguardia de la integridad y en búsqueda de su rehabilitación 
Además, se deduce que la legislación asigna al cónyuge o familiar como 
curador legítimo, basándose en los principios de unidad de la familia y el mutuo 
auxilio que rige a la pareja. Por la naturaleza y características de la familia se 
forman lazos afectivos, de respeto y responsabilidad, que dan como resultado 
la aptitud del familiar para buscar la protección de los intereses del incapaz. 
En concreto, la curatela es regulada en el título VI del Código de Familia 
artículos 230 y siguientes, en los cuales se establece que la legitimación para 
iniciar el proceso de interdicción la tiene la Procuraduría General de la 
República, el cónyuge y los parientes que tendrían derecho a la sucesión 
intestada, viéndose así la importancia de que las personas homosexuales 
tengan esta posibilidad respecto a su compañero. 
Por otra parte, como curadores legítimos y forzosos se establecen a los 
cónyuges mientras se encuentren juntos y se regula que no deben rendir 
fianza, ni suministrar cuenta más que la final. Si faltare el cónyuge o fuese 
soltero son los hijos o los padres los curadores. Conjuntamente se establece la 
obligación de los cónyuges de mantener la curatela por más de cinco años. 
De ahí la gran importancia que tiene el reconocimiento del matrimonio 
homosexual con respecto a este derecho, pues en la actualidad en caso de 
insania del compañero del mismo sexo no se reconoce ninguna preferencia en 
el orden de la curatela, por lo que únicamente los familiares tendrían esa 





familias rechazan la homosexualidad de su pariente y por ende a su 
compañero, pudiendo hasta limitar el contacto que tengan en caso de 
enfermedad. 
 
C) DERECHO A LA ADOPCIÓN 
 
El artículo 100 del Código de Familia establece:  
“…La adopción es una institución jurídica de integración y 
protección familiar, orden público e interés social. Constituye un 
proceso jurídico y psicosocial, mediante el que el adoptado entra 
a formar parte de la familia de los adoptantes, para todos los 
efectos, en calidad de hijo o hija 
La adopción, al igual que muchas otras construcciones jurídicas, varía 
con el pasar de los años, para adaptarse a las necesidades de las sociedades 
y más importante aún para satisfacer de una mejor manera el interés superior 
del niño. 
En el caso de las parejas homosexuales es importante preguntarse si su 
orientación sexual es impedimento para que puedan adoptar a un menor y si es 
conveniente que se de una adopción conjunta. 
En este sentido se hará un breve análisis de los fundamentos y objetivos 
de la adopción para poder determinar si existe aptitud en una pareja 
homosexual para adoptar a un menor: 
- Protección de la niñez: con la adopción se pretende dar protección a la 





un hogar en el cual desarrollarse. 
- Dar hijos a quienes no los tienen: con esto se satisface el deseo de 
paternidad que algunas personas no pueden satisfacer de forma natural. 
- Integrar a la familia: la adopción integrativa es aquella en la que se 
busca la adopción del hijo del cónyuge o del conviviente de hecho. 
- Legitimar situaciones de hecho: se da cuando durante algún periodo 
se han desarrollado relaciones entre un adulto y un menor similares a 
las de padre a hijo, a pesar de que la adopción no se había dado con 
anterioridad. 
La Convención de los Derechos del niño, en su artículo 21 establece 
que: 
 “Los Estados Partes que reconocen o permiten el 
sistema de adopción cuidarán de que el interés superior del niño 
sea la consideración primordial…” 
Homosexualidad y adopción: para una pareja homosexual no existen 
posibilidades de procreación, salvo que se acuda a una técnica de 
reproducción asistida o que alguno de los miembros de la pareja conciba de 
forma natural un niño con una persona del sexo opuesto.  
No obstante, cuando no se puede o no se quiere optar por una de estas 
posibilidades, la única opción que permite a una pareja homosexual convertirse 
en padres o madres es la adopción. 
Sin embargo, existe una fuerte resistencia a darle a estas parejas la 





superior del niño”. 
Lo anterior se refleja, como se analizó en el capítulo III en la limitación 
que han dado algunos países a este derecho a pesar de reconocer el derecho 
al matrimonio. 
Sin embargo, en caso de que en nuestro país se permita en algún 
momento el matrimonio entre parejas homosexuales debe hacerse con una 
apertura total para que gocen de todos los efectos que obtienen las parejas 
heterosexuales que optan por el vínculo matrimonial, pues como lo afirma el 
magistrado Adrián Vargas Benavides no es posible reconocer un derecho para 
limitar otro, pues de esta forma solo se está sustituyendo una discriminación 
por otra. 
En varios países se han realizado estudios tendientes a determinar si es 
conveniente que se den adopciones por parte de parejas homosexuales, uno 
de ellos se dio en el año 2002,  por el Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid, 
en conjunto con el Departamento de Psicología Evolutiva y de la Ecuación de 
la Universidad de Sevilla. Dicho estudio giró en torno a las dinámicas 
familiares, a la vida cotidiana y al desarrollo infantil y adolescente dentro de 
estas familias.  
De dicho estudio se concluyó que el respeto y la tolerancia hacia los 
demás es uno de los valores centrales dentro de estas familias, las cuales 
además se caracterizan por altos niveles de afecto y comunicación. Además se 
determinó que la vida cotidiana y el desarrollo psicológico de los niños es muy 





encontraron es que los hijos de parejas homosexuales ven de manera más 
flexible los roles de género y que tienen una mayor aceptación de la 
homosexualidad. 
Los investigadores concluyeron que el aspecto clave en este tipo de 
familia no es la preferencia sexual de los padres, sino las dosis de afecto y 
comunicación que se les da, la satisfacción de sus necesidades y la educación 
con normas razonables, así como las relaciones familiares armónicas y felices, 
en síntesis, lo medular es que se pueda brindar al niño una buena calidad de 
vida.  
Por otra parte, la Academia Americana de Pediatría también se ha 
pronunciado respecto a la adopción por parte de homosexuales diciendo que 
es cierto que los niños tienen derecho a tener dos padres, sean estos de igual 
o de diferente sexo.  
El colegio de Médicos de la Universidad de Madrid y la Universidad de 
Sevilla también ha hecho estudios respecto a la adopción por homosexuales y 
han determinado que no existen razones pensar que la orientación sexual de 
los padres pueda comprometer el desarrollo de los niños, pues lo importante es 
la calidad de vida que se les de y no la estructura de la familia.  
La Sección de Psiquiatría Infantil de la Asociación Española de 
Pediatría, sostiene que en distintos países se han realizado estudios que son 
favorables a la adopción por parejas homosexuales y señala como una de las 
coincidencias en las conclusiones de estos estudios que los niños criados en 





competencias sociales, de relación con otros niños, con personas adultas y de 
identidad sexual equiparables a los de los niños criados por parejas 
heterosexuales.  
José Luis Pedreira, presidente de esta sección indica:   
"Ésta es la evidencia científica basada en pruebas. Lo 
demás son creencias y, por lo tanto, con escaso poder de datos 
contrastables, donde prima el juicio a priori y está ausente el 
análisis científico. Si no lo creen que no lo crean, pero que no lo 
impongan al conjunto de la sociedad"34. 
Tomando en cuenta estos estudios, se debe recordar que en el artículo 
106 del Código de Familia se establecen una serie de requisitos que deben ser 
cubiertos por cualquier adoptante:  
a) Poseer capacidad plena para ejercer sus derechos civiles. 
b) Ser mayor de veinticinco años, en caso de adopciones 
individuales. En adopciones conjuntas, bastará que uno de 
los adoptantes haya alcanzado esta edad. 
c) Ser por lo menos quince años mayor que el adoptado. En 
la adopción conjunta, esa diferencia se establecerá con 
respecto al adoptante de menor edad. En la adopción por 
un solo cónyuge, esa diferencia también deberá existir con 
el consorte del adoptante. 
                                                 






d) Ser de buena conducta y reputación. Estas cualidades 
se comprobarán con una prueba idónea, documental o 
testimonial, que será apreciada y valorada por el Juez 
en sentencia. 
e)  Poseer condiciones familiares, morales, psicológicas, 
sociales, económicas y de salud, que evidencien 
aptitud y disposición para asumir la responsabilidad 
parental. (El subrayado no corresponde al original) 
De este artículo se extraen las cualidades que debe cumplir un 
adoptante para poder obtener la custodia de un menor, cualidades que serán 
analizadas por la autoridad correspondiente, que en nuestro país es el 
Patronato Nacional de la Infancia, para determinar si es conveniente o no la 
adopción. 
De permitirse el matrimonio a las parejas homosexuales y 
reconocérseles el derecho de adoptar igualmente deberán cumplir con las 
condiciones exigidas por la ley, para determinar si tienen o no las actitudes y 
aptitudes requeridas para criar a un niño. 
El artículo 108 del mismo cuerpo normativo complementa esta 
disposición al establecer las condiciones en las que una persona casada puede 
llevar a cabo una adopción individual: 
El adoptante individual ligado por matrimonio, necesita el 
asentimiento de su cónyuge para adoptar, excepto cuando este 





de interdicción, ausente o muerto presunto, o cuando los cónyuges 
tengan más de dos años de separados, de hecho o judicialmente… 
 Por todo lo anterior se concluye que de eliminarse la prohibición 
del matrimonio entre personas del mismo sexo, se le debe reconocer a estas 
parejas también el derecho de adoptar, pues como se analizó en el capítulo 
anterior tienen derecho a constituir una familia de la misma manera como lo 
hacen las parejas heterosexuales. No se puede limitar un derecho como este 
basado en prejuicios, pues a pesar de que en nuestro país no se han hecho 
estudios respecto a la viabilidad de dar en adopción un niño a personas 
homosexuales, el ordenamiento jurídico costarricense provee mecanismos 
para asegurar que se respete el interés superior del niño, pues las parejas que 
deseen adoptar deben probar su idoneidad para criar a un niño, lo que debe 
ser constatado por la autoridad competente.  
 
D) MATERIA MIGRATORIA 
 
En el tema migratorio también se presentan efectos matrimoniales dado 
que en la generalidad de los casos la migración se presenta en núcleos 
familiares y por el inminente carácter de vida en común del matrimonio las 
parejas migran juntos. 
En cuanto a la naturalización, la Constitución Política en el artículo 14 
señala que la persona extranjera casada con costarricense que pierda su 





nacionalidad costarricense cumpliendo los requisitos de buena conducta, 
hablar español, conocer la historia del país y los que señale la ley. 
Por otra parte, la Ley de Migración y Extranjería, número 8487 regula 
constantemente esta materia, excluyendo del ámbito de aplicación de la 
misma, y por ende remitiéndola a una normativa especial, a los funcionarios de 
las organizaciones internacionales y su núcleo familiar entendido como el 
cónyuge, los hijos y los padres por consaguinidad o afinidad, es decir, somete y 
protege a estas familias como un grupo a otro régimen. 
En cuanto a la solicitud de ingreso y permanencia legal de extranjeros 
en Costa Rica, esta se hace directamente ante la Dirección General de 
Migración, para la apertura del expediente cuando se trate de parientes de 
ciudadanos costarricenses o de personas extranjeras residentes legalmente, 
entendidos como cónyuge, hijos, padres y hermanos. Caso contrario debe 
realizarse ante los agentes consulares en el país respectivo. 
De la misma forma, la Dirección puede autorizar la apertura de dicho 
expediente para funcionarios de empresas establecidas en el país y sus 
familiares. 
También se otorga el beneficio de una autorización de ingreso y 
permanencia hasta por dos años, cuando se trate del cónyuge de un 
costarricense y funcionarios de empresas establecidas en el país junto a su 





En cuanto a la permanencia legal como rentista se debe demostrar una 
renta permanente de dos mil dólares por persona, pero si se encuentra casado 
este monto cubre su permanencia y la de su cónyuge. 
Visto lo anterior, resulta claramente trascendental la protección estatal a 
la familia y al matrimonio, otorgándoles a las parejas unidas en matrimonio 
beneficios migratorios para facilitar su permanencia y convivencia. Es así como 
la única forma que tendrían las parejas homosexuales para recibir tales 
ventajas es mediante el matrimonio, ya que no existe otra forma para generar 
parentesco y por ende, para ser considerado familia. 
 
SECCIÓN II: ASPECTO PATRIMONIAL 
 
A) RÉGIMEN PATRIMONIAL DE LA FAMILIA.  
 
1. Capitulaciones Matrimoniales 
 
Entendido como el contrato realizado entre los futuros contrayentes o los 
cónyuges para regular el manejo de los bienes presentes y futuros que surjan 
dentro del haber de cada individuo, es un instituto pocas veces utilizado en 
Costa Rica. 
Pese a ello no se puede dejar de lado la importancia que tiene la 
posibilidad de reglamentar los asuntos patrimoniales de la pareja cuando el 
sistema supletorio, es decir, el régimen de gananciales, no satisface las 





De esta figura puede señalarse que el momento de otorgamiento es 
comúnmente antes del matrimonio, pero la ley también autoriza que se haga 
durante la existencia del vínculo, además de poderse modificar después del 
matrimonio. Asimismo, es un contrato que debe constar en escritura pública e 
inscribirse en el Registro Público. 
Al permitirse el matrimonio homosexual, se estaría otorgando la 
posibilidad de acceder a esta figura y así poder regular el sistema patrimonial 
de las parejas del mismo sexo éstas como mejor lo consideren, con las 
consecuencias ante terceros que ello implica. Lo anterior, debido a que al 
inscribirse las capitulaciones ante el Registro Público se otorga seguridad, 
tanto a los miembros de la pareja, como a tercero que quieran realizar algún 
negocio con cualquiera de los integrantes 
De esta manera, el tercero no podría objetar desconocimiento del 
convenio dada la publicidad registral; como si se presenta en contratos civiles 
que no pueden afectar a terceras personas, sino únicamente a los 
contratantes. 
 
2. Régimen de Gananciales 
 
Los bienes adquiridos dentro del vínculo matrimonial se rigen por las 
capitulaciones matrimoniales, y a falta de ellas cada miembro de la unión 
dispone libremente, tanto de los bienes adquiridos antes del matrimonio como 





No obstante, existe la limitación a esta libre disposición de los bienes 
cuando alguno de los cónyuges ponga en riesgo los intereses de los dos por 
una imprudente administración, por lo que el otro miembro puede requerir una 
liquidación anticipada de los bienes gananciales. 
De la misma forma, en el momento de disolución del vínculo, de la 
nulidad o de la celebración de capitulaciones, cada parte tiene derecho a la 
mitad del valor neto de los bienes verificados dentro del haber del otro, con la 
salvedad de los adquiridos a título gratuito, por causa aleatoria, los que tuviera 
antes del matrimonio y los obtenidos durante la separación de hecho. 
Este sistema de manejo del patrimonio de la familia, nace por el 
inminente esfuerzo común que implica el matrimonio y la vida en pareja, así los 
logros económicos de ambos dependen del apoyo y mutuo auxilio que han 
tenido en el hogar. Resultaría injusto no reconocer el trabajo en equipo que 
envuelve el desarrollo de un proyecto de vida en común donde difícilmente se 
logre diferenciar quien aportó que. 
Por esto, resulta de gran importancia como efecto del matrimonio y por 
ende de la unión de hecho, la gananciabilidad de los bienes, pues no se puede 
enmarcar las relaciones afectivas como simples sociedades mercantiles de 
hecho, dadas las amplias diferencias que entre ellas se presentan. 
 
3. Afectación a patrimonio familiar 
 
La posibilidad de afectación de un inmueble a patrimonio familiar es una 





patrimonio familiar, buscando de esta manera asegurar la vivienda a la familia 
protegiéndola tanto del mal manejo que pudiera darle uno de los miembros 
como de posibles acreedores de los integrantes de la familia. 
De esta manera el inmueble destinado a la habitación familiar cuando se 
inscriba la afectación en el Registro Público no puede ser enajenado ni gravado 
sin la anuencia de ambos cónyuges o la autorización del despacho judicial por 
razones de necesidad cuando se afecte a favor de hijos menores. Del mismo 
modo, no puede ser perseguido por acreedores, excepto si la deuda es 
contraída con anterioridad a la afectación o si consintieron los dos consortes. 
Debido a la importancia de la afectación, ésta debe hacerse en escritura 
pública y ser registrada; asimismo goza de estar exenta de pago de tributos y 
derechos de registro. 
Resulta de gran importancia la obligación del Registro Público de no 
inscribir ninguna estipulación que contraríe lo dispuesto en la regulación del 
régimen de afectación como parte del patrimonio familiar, pues esto otorga una 
gran seguridad al inmueble destinado al hogar de la familia. 
Para cualquier pareja, tanto heterosexual como homosexual, resulta de 
gran importancia proteger la vivienda donde se desarrolla la familia que 
conforman, es así como la posibilidad del matrimonio entre personas del mismo 
sexo abre a estas personas las puertas para gozar de esta protección, que sin 
ella está totalmente vedada, pues no existe una figura con los mismo efectos a 






B) DERECHO A PENSIÓN ALIMENTARIA 
 
El Código de Familia y la Ley de Pensiones Alimentarias establecen las 
bases legales que rigen todo lo relativo a la obligación alimentaria, la cual 
surge como consecuencia de las relaciones familiares.  
Según el artículo 164 del Código de Familia costarricense, se entiende 
por alimentos todo aquello que provea sustento, habitación, vestido, asistencia 
médica, educación, diversión, transporte y otros, lo cual deberá ser proveído 
por quien se encuentre obligado de acuerdo a sus posibilidades económicas. 
La obligación alimentaria se caracteriza por ser personalísima, 
intransmisible e incompensable.  
Para su fijación se toman en cuenta varios factores principalmente, las 
necesidades del alimentario, ya que se debe procurar un adecuado desarrollo 
psíquico y físico, así como la continuación del nivel de vida al que se encuentra 
acostumbrado, respetando siempre los principios de necesidad, idoneidad y 
proporcionalidad que se aplican en esta materia. En este sentido el monto que 
se establece por concepto de pensión debe ser la parte que haga falta para 
cubrir adecuadamente las necesidades del alimentario, cuando los bienes y el 
trabajo de este no las satisfagan. 
  El artículo 169 del Código de familia establece sobre quiénes recae la 
obligación alimentaria y en el inciso 1 establece que se deben alimentos “los 
cónyuges entre si”, esto con base en los principios de solidaridad y mutuo 





Debido a lo anterior, existe la posibilidad que los cónyuges se demanden 
por alimentos entre sí, ya sea en beneficio propio o de los hijos comunes 
aunque el vínculo matrimonial siga vigente. De la misma manera, después de 
disuelto el vínculo también se puede solicitar una pensión del ex cónyuge.  
Para la fijación de la pensión alimentaria el juez competente debe tomar 
en cuenta varios factores, entre ellos la existencia de un cónyuge culpable, 
pues en principio sobre éste recaería el deber alimentario, sin embargo, esta 
sola situación no es motivo suficiente para el establecimiento de la obligación, 
ya que se deben valorar además las circunstancias que rodean la situación, 
para determinar si el cónyuge inocente tiene o no medios suficientes para 
mantener su estilo de vida, pues en caso de que los tenga no procede la 
pensión.  
Si no hay un cónyuge culpable el juez valora las circunstancias que 
rodean a ambas personas y con base en ella determina la procedencia o no de 
la pensión.  
Esta deuda perdura después de disuelto el vínculo siempre y cuando el 
beneficiado con la deuda no contraiga nuevas nupcias o no se establezca una 
nueva relación de hecho. 
Por otra parte, en caso de que lo que exista entre la pareja sea una 
unión de hecho, también surge el deber alimentario entre los convivientes. En 
este caso el requisito que se exige para que proceda una pensión alimentaria 
es el reconocimiento judicial de la unión, la cual, según el artículo 245 del 





injustificada haya roto el vínculo, siempre y cuando el otro conviviente no tenga 
medios para subsistir.  
La aprobación del matrimonio entre personas del mismo sexo, abriría la 
posibilidad de que estas parejas puedan optar por el beneficio de la pensión 
alimentaria, tanto mientras dure la unión o después de disuelto el vínculo, 
opción que es inexistente en la actualidad. Además se daría la posibilidad de 
que se  pueda solicitar una pensión cuando lo que se haya dado sea una 
convivencia de hecho. Así las personas homosexuales recibirían un trato 
igualitario en esta materia, con lo que se evitaría las situaciones de desamparo 
económico en que en la actualidad quedan algunas personas homosexuales 
después de que terminan una relación.  
 
C) SUCESIÓN LEGÍTIMA 
 
Cuando un individuo muere, su patrimonio es liquidado pagando las 
deudas a sus acreedores y el remanente es entregado a quien el causante 
haya designado en su testamento y a falta de este, a las personas que la ley 
señale, generalmente familiares. 
 La sucesión legitima es una forma supletoria, pues solo se aplica 
cuando falte total o parcialmente un testamento. Es así como se aplican las 
disposiciones de la sucesión ab intestato, estableciendo órdenes preferentes 
de manera tal que solo a falta de un grado preferente son llamados los del 
grado inmediato inferior siguiente. Por último, de no existir parientes próximos 





 A pesar de ser supletorio puede coexistir el testamento y la 
sucesión legítima, pues si el testador omitió disponer de algunos bienes, 
respecto a ellos entrará regirá lo dispuesto por la ley. Igualmente, cuando el 
testamento caduca, se declara su nulidad o los herederos testamentarios 
renuncian o sean indignos se aplica el régimen legal. 
 Es así como el artículo 572.a del Código Civil establece en primer 
orden de las personas llamadas a heredar a los padres, los hijos, y el consorte 
o conviviente de hecho, recibiendo el caudal hereditario repartido en porciones 
iguales. 
 En cuanto al cónyuge es excluido de la herencia cuando se 
encuentre separado judicialmente por su causa y tampoco puede heredar el 
consorte separado de hecho en relación a los bienes obtenidos durante la 
separación. 
 Respecto a la porción que le corresponde al cónyuge, si existieran  
gananciales únicamente recibirá los faltantes para completar una porción 
similar a la que recibiría no teniéndolos. De tal manera que si no existieren 
gananciales recibiría una poción igual al resto de herederos, pero si dichos 
bienes fueren superiores a lo que le correspondería como heredero, no 
recibiría patrimonio alguno. 
 Referente al conviviente de hecho, este únicamente hereda los 
bienes adquiridos durante la unión, respecto a los recursos adquiridos con 





 De esta forma, se puede ver lo importante que resulta la 
regulación del matrimonio homosexual en relación con el tema sucesorio, ya 
que a pesar de que estas parejas pueden recurrir al testamento sin la figura 
matrimonial, se ha determinado como el sistema de sucesión legítima se aplica 
de forma supletoria e incluso en forma conjunta. Asimismo, el término de 
herederos legítimos es utilizado y remitido en abundante legislación como la 
agraria, la penal, la laboral entre otras. 
 
D) DERECHOS LABORALES E INDEMNIZACIONES 
 
El trabajo debe verse como un derecho humano, que se encuentra 
encaminado para el correcto desarrollo de la personalidad. Es así como se han 
establecido múltiples derechos laborales dirigidos a la armonización entre el 
cumplimiento del contrato de trabajo y las necesidades del trabajador y su 
familia.  
En cuanto al contrato para un servicio o ejecución de obra en un lugar 
diferente al de su domicilio, el patrón debe cubrir los gastos que genera el 
traslado del trabajador y se entienden comprendidos los de la familia que vive 
con él. Además debe el empleador asumir los costos que se generen cuando la 
familia se tenga que trasladar de residencia al lugar donde se efectúe el 
trabajo; asimismo debe cancelarle al empleado un día de salario por cada día 
de viaje. 
Tocante a los contratos de trabajadores costarricenses que sean de 





autorizará los que garanticen con depósitos bancarios, la repatriación de los 
trabajadores y sus familias. Además se entiende incluido dentro del contrato de 
trabajo, que el agente o patrono asume los gastos de transporte, alimentación, 
impuestos migratorios que genere tanto el trabajador como su familia. En 
cuanto a este tipo de contratos no se permitirán los de hombres casados que 
no demuestren dejar provisiones necesarias para el mantenimiento de sus 
familias. 
 En lo concerniente a la acumulación de vacaciones, en el Código 
de Trabajo se establece que cuando la familia del trabajador resida en un lugar 
diverso a donde se presta el servicio; el patrono debe sufragar los costos de 
traslado para que el trabajador disfrute las vacaciones con su familia, si es 
aquel el interesado en la acumulación.  
 En cuanto a las reglas salariales se establece que salario en 
especie se entiende como los alimentos, habitación y artículos de consumo 
personal que reciban el empleado y su familia. De la misma manera, se 
establece que el salario se le debe cancelar al trabajador o al familiar que este 
designe de manera escrita. 
Referente a las causas justificadas que facultan al trabajador para dar 
por terminado el contrato de trabajo se encuentra la existencia de un peligro 
grave para la seguridad o salud del empleado o su familia; esta figura es una 
situación particular donde el trabajador se da por despedido sin existir una 
manifestación expresa del empleador, por lo tanto, éste debe cancelar la 





Por otra parte, en el Código de Trabajo se establece un proceso 
sucesorio sui generis respecto a las prestaciones laborales cuando estas 
nacen por la muerte del trabajador, de esta forma el artículo 85 del Código de 
Trabajo establece que el contrato de trabajo termina con la muerte del 
trabajador, pero que se mantiene sus derechos a las prestaciones laborales 
como el preaviso, cesantía, las vacaciones y el aguinaldo, los cuales podrán 
ser reclamados ante la autoridad judicial de trabajo sin necesidad de recurrir a 
un proceso sucesorio y libre de impuestos. 
Las prestaciones corresponderán en primer grado al cónyuge y los hijos 
menores o incapaces, además de remitir a los herederos legítimos. Iniciado el 
proceso se publicará un edicto en el Boletín Judicial y ocho días después el 
Juez de Trabajo hará la repartición del caso. 
Concerniente al seguro de riesgos del trabajo se hacen constantes 
remisiones a los causahabientes como interesados en un posible reclamo de 
esta índole y con legitimación para recibir las prestaciones dinerarias del caso, 
aplicándose las reglas civiles antes tratadas. Igualmente se hacen este tipo de 
remisiones en materia de riesgos profesionales respecto a la legitimación para 
realizar los reclamos, recibir indemnizaciones y gestionar ante los tribunales, 
esto en los artículos 544, 550, 553 entre otros del código de rito. 
En resumen, existen múltiples medidas en la legislación laboral que 
tienden a proteger al trabador y su relación familiar. Entendida la familia como 
el grupo de personas entrelazadas con vínculos jurídicos familiares, resulta 





las parejas formadas por  personas del mismo sexo, nacido dicho lazo como se 
ha visto, del matrimonio o de la unión de hecho, pues no existe forma jurídica 
para que estas uniones por otro medio reciban el amparo del derecho laboral.  
 
E) INQUILINATO: SUBROGACIÓN DEL CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO 
 
Cuando existe un contrato de arrendamiento de una vivienda se 
presenta la posibilidad de subrogación por muerte del arrendatario y esta 
posibilidad se encuentra establecida en el artículo 85 de la Ley General de 
Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, número 7527, donde se regula que 
cuando se presente la muerte del arrendatario se dará una subrogación de 
pleno derecho del contrato de alquiler a favor en primer lugar del cónyuge y en 
segundo del conviviente, así se garantiza la locación de vivienda en busca de 
la protección de las personas que convivían con el inquilino parte del contrato. 
De la misma forma, el artículo 87 de la citada ley establece la 
subrogación en caso de que el arrendatario extinga voluntariamente el contrato 
o se desvincule de hecho al hogar, es decir, lo abandone; quedando 
transmitido de pleno derecho a beneficio del cónyuge o conviviente mientras 
continúe con la ocupación de la vivienda y cumpla las obligaciones 
correspondientes. Es así como esta protección es interpretada y ampliada a 
favor del núcleo familiar, pero siempre entendido este como el grupo de 





Tales medidas se presentan por la protección de la familia y del hogar 
donde residen aún faltando uno de sus miembros, pues la citada ley en el 
artículo 1 establece como objetivo lo siguiente:   
“El derecho a vivienda digna y adecuada es inherente a todo ser 
humano. El Estado tiene el deber de posibilitar la realización de este 
derecho. Inspirada en los principios de libertad, justicia y equidad y 
reconociendo la necesidad de armonizar el ejercicio del derecho de 
propiedad con el desarrollo económico y el interés social, esta ley se 
propone dictar las normas para regular las relaciones jurídicas 
originadas en el arrendamiento de locales para vivienda y otros 
destinos.” 
Es así como la Sala Primera ha manifestado que  
“el derecho a la vivienda es derivado del principio fundamental de 
dignidad humana, y en vista de que una de las formas en que se 
efectiviza es el arrendamiento, existe un marcado interés público en 
su regulación.”35 
Con vista en lo anterior, resulta innegable que el derecho a la 
subrogación del contrato de arrendamiento que se posibilitaría con el 
matrimonio entre personas del mismo sexo, es básico para una adecua tutela 
de los derechos de esta población pues no existe otra forma de que se diera tal 
protección con carácter de interés público y ejercido sin necesidad de 
autorización judicial previa. 
                                                 
35 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, resolución 378 de las nueve horas del veinticuatro de 





SECCIÓN III: ASPECTO DE SEGURIDAD SOCIAL 
 
A) DERECHO AL SEGURO DE SALUD Y  A LA PENSIÓN DEL 
SEGURO SOCIAL 
 
1. Seguro de salud 
 
La Constitución Política de Costa Rica establece que el seguro de salud 
es universal y que por lo tanto cubre a todos los habitantes de este país. Este 
seguro da a las personas la posibilidad de acceder a los servicios de salud que 
brinda la Caja Costarricense del Seguro Social.  
El Reglamento del Seguro de Salud establece las condiciones que se 
deben reunir para poder ser beneficiario de éste.  
El artículo 12 de dicho reglamento considera como asegurados 
familiares al cónyuge, el compañero o la compañera, los hijos, los hermanos, el 
padre, la madre y otros menores que dependan económicamente del 
asegurado directo. 
En el caso de los cónyuges, para poder gozar de este beneficio es 
necesario que el beneficiado no ejerza ninguna actividad lucrativa, a causa de 
una invalidez para el trabajo, por encontrarse realizando estudios superiores, 
por desempleo involuntario o por ausencia de otros medios económicos que le 
permitan su subsistencia. En el caso del o la conviviente de hecho se debe 
demostrar que se ha dado una convivencia estable y con un domicilio común 





De la misma manera, en caso de que se de una ruptura del vínculo 
matrimonial o de la convivencia de hecho, existe la posibilidad de que se siga 
gozando de este beneficio cuando el único medio de subsistencia que se tenga 
sea la pensión alimentaria otorgada por el asegurado directo.  
 Con la apertura del matrimonio para personas del mismo sexo 
existiría la posibilidad de que el miembro de la pareja que tenga un seguro de 
salud directo pueda ampliar este beneficio a su cónyuge o su conviviente de 
hecho, con lo que se estaría honrando el derecho a la salud que es inherente a 
todas las personas.  
 
2. Pensión por viudez 
 
El reglamento del seguro de invalidez, vejez y muerte indica en el 
artículo 9 cuales son los requisitos que se deben reunir para poder ser 
beneficiario de una pensión por viudez. 
Se establece que para poder ser beneficiario de ésta se debe demostrar 
la dependencia económica del causante y que existió convivencia continua en 
el mismo domicilio.  
En caso de que se haya dado una separación judicial, el cónyuge 
sobreviviente debe demostrar que el fallecido le otorgaba una pensión 
alimentaria fijada por la autoridad judicial. Igual sucede en el caso de la 
separación de hecho. Este requisito se cumple cuando la pensión fijada 






Por otra parte, cuando el beneficiario sea un conviviente de hecho es 
necesario que se demuestre que se dio con el fallecido una convivencia 
mínima de tres años, la cual además debe haber sido continua, exclusiva y en 
el mismo domicilio. También se debe demostrar que hubo una dependencia 
económica total respecto del fallecido. 
Este sería otro de los beneficios de los que podrían gozar las parejas 
homosexuales en caso de que se permita el matrimonio entre ellos, con lo que 
se asegura un respaldo económico para el cónyuge supérstite que dependía 
del cónyuge fallecido.  
 
B) ACCESO A BONOS DE VIVIENDA COMO FAMILIA 
 
El bono de vivienda en un beneficio que el Estado otorga a familias de 
escasos recursos, personas con discapacidad, mujeres jefas de hogar y 
adultos mayores, para que de manera conjunta con la capacidad de crédito que 
se tenga, se puedan ver solucionados los problemas de vivienda.  
Para poder optar por un bono de vivienda se debe ser parte de un 
núcleo familiar que carezca de casa propia o que la que se tenga se encuentre 
en mal estado, no se debe haber beneficiado en el pasado de otro bono de 
vivienda, ser de escasos recursos y tener la nacionalidad costarricense o una 
residencia legalizada.  
Cuando el beneficiario del bono de vivienda sea un núcleo familiar el 





uniones de hecho a nombre de la mujer. Además necesariamente se deberá 
constituir el régimen de afectación a patrimonio familiar respecto del inmueble.  
De acuerdo a lo anterior, las familias constituidas por parejas 
homosexuales de escasos recursos se podrían ver beneficiados con un bono 
que les permita obtener una vivienda digna.  
 
SECCIÓN IV: ASPECTO PENAL 
 
A) DERECHO DE ABSTENERSE A DECLARAR CONTRA EL 
CÓNYUGE 
 
La  Constitución de Costa Rica en el artículo 36 establece que nadie 
está obligado a declarar contra su cónyuge, lo que se reafirma en el artículo 
205 del Código Procesal Penal, el cual amplía el derecho de abstención al 
conviviente con al menos dos años de vida en común. 
Esta facultad que pretende la protección de las relaciones familiares, en 
la actualidad se encuentra vedado para las parejas homosexuales, las cuales 
por el contrario, de acuerdo a lo establecido en el artículo 204 del Código 
Procesal Penal tienen un deber de declarar cuando la autoridad judicial lo 
requiera, así como de responder a las preguntas que se le hagan, a pesar de 
que la persona investigada sea con quien se mantenga una relación de 
convivencia afectiva. 
Con la apertura del matrimonio a las parejas homosexuales esta 





vería ampliada a estas parejas, ya sea porque efectivamente medie un vínculo 
matrimonial o porque se conviva en una unión de hecho. 
 
B) POSIBILIDAD DE SER CONSIDERADO COMO OFENDIDO EN 
EL PROCESO PENAL Y TENER DERECHO A LA ACCIÓN 
CIVIL RESARCITORIA. 
 
Cuando se comete un delito el carácter de víctima dentro de un proceso 
penal lo adquiere no solo quien es directamente afectado por el hecho, sino 
que el código procesal penal entiende como tal también al cónyuge, al 
conviviente de hecho con más de dos años de vida común, al hijo o padre 
adoptivo, parientes hasta tercer grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad y al heredero declarado judicialmente entre otros. 
El carácter de víctima da a la persona los derechos establecidos en el 
artículo 71 del Código Procesal Penal que son:  
1. Intervenir en el procedimiento, conforme se establece en este Código. 
2. Ser informada de las resoluciones que finalicen el procedimiento, 
siempre que lo haya solicitado y sea de domicilio conocido. 
3. Apelar la desestimación y el sobreseimiento definitivo 
4. Además tiene la posibilidad de constituirse en querellante, según lo 
establecido en el Título III, capítulos II y III del Código Procesal. 
La acción civil resarcitoria es el mecanismo creado por el derecho para 





afectado a causa de un hecho delictivo, así como la reparación de los daños y 
perjuicios ocasionados.  
Las normas anteriores también se aplicarían a las parejas 
homosexuales, al considerarse víctima al cónyuge o conviviente de hecho 
homosexual, lo que a su vez da la posibilidad de que se restituya el daño 
causado a través de la acción civil resarcitoria.  
 
C) VISITA CONYUGAL EN LA CÁRCEL 
 
Las personas que a raíz de la comisión de un hecho delictivo son 
recluidas en un centro penitenciario conservan una serie de derechos, entre 
ellos la visita intima, más conocida como visita conyugal, la cual está definida 
en el artículo 66 del Reglamento Técnico del Sistema Penitenciario de la 
siguiente manera:  
“La visita íntima es el ejercicio del derecho de la persona privada de 
libertad, al contacto íntimo con otra persona de su elección, que sea 
de distinto sexo al suyo, dentro de las restricciones que impone la 
prisionalización y el ordenamiento jurídico, en un marco de dignidad, 
respeto y crecimiento afectivo mutuo.” 
La redacción de dicha norma corresponde a la existente en la 
actualidad, en la que de manera expresa se limita el derecho a las personas 
del mismo sexo a tener este tipo de visitas. Sin embargo, de aprobarse el 





parejas este derecho, pues ya en la actualidad guarda un claro vicio de 
inconstitucionalidad. 
 
D) APLICACIÓN DE LAS AGRAVANTES EN LOS DELITOS. 
 
Otro de los efectos que surgiría producto de la aprobación del 
matrimonio entre homosexuales es que en caso de que se cometan ciertos 
delitos se aplicarían penas más severas para el autor del hecho cuando este 
sea el cónyuge o el conviviente de hecho de la víctima.  
Lo anterior debido a que la legislación penal contempla como parámetro 
para la fijación de la pena, además de la gravedad del hecho, la personalidad 
del autor, lo que incluye las condiciones personales tanto del autor como de la 
víctima, en la medida en que estas circunstancias hayan mediado para la 
comisión del delito.  
En ciertos delitos se considera como agravante la existencia de un 
vínculo matrimonial o de una unión de hecho, pues esta circunstancia hace 
más reprochable la conducta del agente al existir un vínculo cercano y de 
confianza entre este y la víctima.  
Algunos de los delitos que se agravan por esta circunstancia son: el 
homicidio, el abuso sexual, tanto contra personas menores como mayores de 






E) LEY DE PENALIZACIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LAS 
MUJERES 
 
La ley N° 8589 denominada “Penalización de la violencia contra las 
mujeres” establece como sus fines la protección de las mujeres mayores de 
edad víctimas de violencia física, sexual, psicológica y patrimonial dentro de 
una relación matrimonial o de una unión de hecho declarada o no. Sin embargo 
también se establecen como beneficiarias de esta ley las mujeres víctimas 
mayores de quince años y menores de dieciocho, cuando no se de una 
relación producto de la autoridad parental.  
Debido a la forma como fue concebida la ley, en caso de que se permita 
el matrimonio entre homosexuales, solo se aplicaría esta normativa a los 
matrimonios o a las uniones de hecho de lesbianas en las que se presenten 










CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Posterior al estudio realizado en la presente investigación, se coligen las 
siguientes conclusiones, no solo en cuanto al análisis de la prohibición del 
matrimonio entre personas del mismo sexo, sino en la trascendencia social de 
la figura matrimonial, la regulación planteada en varios países y los efectos 
principales de la inconstitucionalidad de dicha prohibición:  
- Los institutos de la familia y el matrimonio tienen una gran relevancia 
social y han ido evolucionando a lo largo de la historia, por lo general 
primero se dan cambios en lo social y posteriormente el derecho pasa a 
regular esos cambios.  
- En cuanto a la familia, en sentido jurídico se concreta que es un grupo 
de personas que están unidas por vínculos jurídicos familiares nacidos 
del matrimonio, la unión de hecho, la filiación, la adopción y el 
parentesco. Es así como aunque un grupo de personas vivan bajo las 
características de convivencia, solidaridad, afectividad, lazos 
emocionales, apoyo moral, permanencia y publicidad, si no existen 
vínculos jurídicos no se dará protección ni reconocimiento legal como 
familia, por lo que el negarle a una persona acceder a los institutos que 
generan dichos vínculos es negarle la oportunidad de conformar una 
familia jurídicamente protegida. 
- Los cambios evolutivos antes mencionados se ven reflejados 





pasado de ser una figura de índole religiosa, absolutamente perpetua, 
entre personas de diferente sexo, en la que el hombre dominaba a la 
mujer y cuyo fin esencial era la reproducción, a un instituto de orden 
jurídico, con posibilidad de disolución por medio del divorcio, en la que 
impera la igualdad entre cónyuges, que tiene como fin esencial la 
cooperación y el mutuo auxilio y en los últimos tiempos en varios países 
entre personas de igual o de distinto sexo. 
- Por ende, para determinar el concepto de matrimonio occidental se 
deben concretar las características esenciales, las cuales serían la 
unidad, la permanencia y el sometimiento a formalidades jurídicas. 
Debido a lo anterior el concepto de matrimonio actual es un instituto civil 
por medio del cual se formaliza la unión de dos personas que buscan la 
protección y el mutuo auxilio, otorgándoles efectos civiles y familiares, 
basado en la unicidad, permanencia y el sometimiento a formalidades 
legales para que surta dichos efectos. 
- Respecto a la unión de hecho, es una figura relativamente nueva que 
busca proteger las parejas que conviven sin someterse a las 
formalidades del matrimonio, pero basada en la publicidad, notoriedad, 
unicidad, estabilidad y la aptitud legal para contraer nupcias. De esta 
forma, al evolucionar el concepto de matrimonio, así mismo se vería 
modificada la idea de que la unión de hecho, para que incluya también la 





matrimonial y no tiene arraigo religioso por lo que nada limita el poder 
considerarla para cualquier tipo de pareja. 
- Los derechos de las personas no pueden verse de manera aislada, de 
tal forma que la violación a uno de ello influye en mayor o menor medida 
en el goce efectivo de los demás derechos. En este sentido el derecho a 
la igualdad, puede violarse de manera autónoma o por referencia a otro 
u otros derechos, ya que este derecho funciona como parámetro de 
interpretación y aplicación de los demás derechos fundamentales. 
Asimismo, al considerarse que la dignidad humana es el fundamento de 
todos los demás derechos, las violaciones a estos influyen en mayor o 
menor medida en la dignidad que le es inherente a todas las personas.  
- En cuanto al derecho a la no discriminación, lo determinante para 
considerar que se dio una vulneración a este derecho, es que en la 
práctica se de una distinción, exclusión, restricción o preferencia basada 
en determinados motivos y que tenga como resultado la anulación o 
menoscabo del disfrute en condiciones de igualdad de un derecho 
fundamental, independientemente de que el perjuicio se haya querido o 
no, pues lo importante es que el trato injusto se haya dado y no la 
voluntad del agente para producirlo o no. 
- El derecho al matrimonio es un derecho humano, esto por la gran 
relevancia que tiene el instituto como base de la sociedad y como 
mecanismo de desarrollo y crecimiento de las personas, de ahí que las 





razonable y justificada, siempre que medie un fin constitucional que se 
busque proteger. 
- Desde hace varios años se ha hecho latente a nivel mundial la 
necesidad de regular las relaciones existentes entre parejas 
homosexuales, de ahí que en la actualidad existen una gran cantidad de 
países que han decidido tutelar y proteger estos vínculos y hay muchos 
más, como Costa Rica, que tiene la intención de darle algún tipo de 
tutela a estas uniones. 
- En los cinco países que en la actualidad se ha reconocido a las parejas 
homosexuales el derecho a contraer matrimonio, inicialmente se dio otro 
tipo de regulación, que otorgaba a estas parejas los mismos efectos que 
se dan en la institución matrimonial, sin embargo, como resultado de la 
evolución que se dio a nivel social y jurídico se optó por reconocer el 
derecho al matrimonio a las parejas homosexuales, para garantizar la 
igualdad de esta minoría respecto al resto de la población, así como 
para evitar la discriminación y la violación a otros derechos relacionados. 
- En la gran mayoría de los países que han contemplado una regulación 
distinta al matrimonio para las parejas homosexuales, a la figura que se 
crea, llámese unión civil, pareja registrada u otro, se le dan 
prácticamente los mismos efectos que se conciben para la institución del 
matrimonio, con diferencias muy leves, principalmente la posibilidad de 
adoptar, de acudir a técnicas de reproducción asistida, así como la 





- Debido a lo anterior y a que estos institutos son accesibles tanto para 
parejas homosexuales como heterosexuales, se ha dado una tendencia 
a preferirlos antes que al matrimonio, lo que ha traído como resultado un 
debilitamiento de la institución del matrimonio, reflejándose así lo 
contraproducente que es crear este tipo de figuras de manera paralela al 
matrimonio. 
- Sin embargo, a pesar de que se hayan concebido una gran cantidad de 
figuras que otorgan a las parejas homosexuales prácticamente los 
mismos efectos que a las parejas unidas en matrimonio e incluso con 
más ventajas, es innegable que la institución matrimonial tiene un mayor 
reconocimiento jurídico y social, por lo que estas regulaciones no 
pueden concebirse como satisfactorias de las necesidades de las 
parejas homosexuales. 
- Las normas contenidas en los diversos tratados internacionales de 
derechos humanos, así como en la Constitución Política pueden 
interpretarse de muy diversas maneras, pero siempre deben tomarse en 
cuenta dos principios fundamentales, que son el principio pro hominis y 
pro libertatis, esto con el objetivo de asegurar en cada caso concreto la 
interpretación más favorable a todas las personas. 
- A pesar de la existencia de las diversas formas de interpretación de los 
instrumentos sobre los Derecho Humanos, no es conveniente hacer una 
de tipo literal por cuanto las normas se crean en un contexto 





las necesidades que se presentan en la sociedad, por tal motivo las 
normas deben ser interpretadas con amplitud y flexibilidad para que no 
pierdan su vigencia y su efectividad.  
- La prohibición de contraer matrimonio a las personas del mismo sexo, 
contenida en el inciso 6 del artículo 14 del Código de Familia resulta 
inconstitucional dado que violenta: 
• El principio de igualdad, el cual implica que cuando se de un trato 
distinto debe perseguirse un fin constitucional legítimo, sin 
embargo dicha prohibición no está protegiendo ningún fin 
constitucional, sino aspectos morales, costumbres y tradiciones 
que han sido institucionalizadas. 
• El derecho a la NO discriminación, pues las escasas diferencias 
existentes entre las parejas homosexuales y las heterosexuales 
no son motivo suficiente para justificar una diferenciación de trato, 
pues no toda diferencia es causa legítima para justificar un trato 
distinto. En este sentido para que la diferencia de trato sea válida 
debe haber una justificación objetiva y razonable. A raíz de lo 
anterior es que la diferencia de trato que se da entre parejas 
homosexuales y heterosexuales se convierte en una 
discriminación por la orientación sexual. 
• La dignidad humana dada la interrelación que existe entre todos 
los derechos humanos, más aún cuando se violentan los 





plenitud, por lo que inmediatamente se ve transgredida su 
dignidad como persona.  
• La autodeterminación e intimidad, porque la ley entra a regular 
aspectos de la esfera de autodeterminación de las personas que 
no afectan a nadie, y prohíben el acceso a un instituto jurídico a 
dos personas adultas que pueden tomar sus propias decisiones. 
• El derecho al matrimonio y a constituir una familia, pues el Estado 
está creando una limitación a este derecho sin proteger un fin 
constitucional, únicamente por razones de costumbre y 
moralidad. Más aún está dejando sin tutela verdaderas familias 
en sentido sociológico por no herir susceptibilidades. 
- Por otra parte, el proyecto de ley que actualmente se está tramitando en 
la Asamblea Legislativa, de ser aprobado de la forma como se concibió 
ofrecería a las parejas homosexuales algunos de los efectos civiles que 
obtienen con el matrimonio, no obstante dando un trato discriminatorio a 
estas relaciones al relegarlas a la materia civil como si no se tratasen de 
familias jurídicamente entendidas y olvidando el contemplar efectos de 
carácter no patrimonial. No obstante, al menos disminuye la 
discriminación que se presenta en la situación actual, y su aprobación 
sería un paso muy importante en la regulación de estas relaciones en 
nuestro país que posibilite el avance hacia el matrimonio. 
- Además, existe la objeción de que se presentan algunas ventajas en la 





disolver el vínculo por mutuo acuerdo, la reducción del plazo de 
separación de hecho como causal de disolución, al igual que el plazo de 
convivencia que se debe dar para que reconozca la unión de hecho, lo 
que resultaría discriminatorio para las parejas heterosexuales que no 
tendrían la posibilidad de optar por este instituto, pues las posibilidades 
existentes serían el matrimonio o la unión de hecho. 
- En cuanto a los efectos que tiene la declaratoria de inconstitucionalidad 
de la prohibición del matrimonio entre personas del mismo sexo se 
encuentran inicialmente el reconocimiento como familia y la consecuente 
protección estatal y las obligaciones familiares que nacen, entendidas 
como los deberes de fidelidad, mutuo auxilio y comunidad de vida. Es 
así como se permitiría la unión de hecho por eliminarse la incapacidad 
para contraer matrimonio, y así las parejas homosexuales tendrían 
acceso a ambas figuras para regular sus relaciones. 
- De esta forma, las parejas homosexuales tendrían acceso a las 
regulaciones del matrimonio, generando la aplicación de reglas de 
diferente índole como la legitimación para solicitar la interdicción y la 
curatela respecto a su pareja y la posibilidad de ser considerados familia 
en el régimen migratorio. En cuanto al acceso a la adopción de niños por 
considerarse que múltiples estudios han demostrado que no existe 
ningún trastorno en el desarrollo de los niños educados por parejas del 
mismo sexo y que finalmente en el procedimiento de adopción es la 





las personas para ser padres, no existe razón para limitar la adopción a 
estas parejas más que retornar a la discriminación que se pretende 
evitar dándoles la protección del matrimonio. 
- En el aspecto patrimonial los efectos serían en el régimen patrimonial de 
la familia teniendo acceso a figuras como las capitulaciones 
matrimoniales, el régimen de gananciales y la afectación a patrimonio 
familiar. Así mismo, la posibilidad de demandar pensión alimentaria al 
cónyuge, el ser considerado como heredero legítimo en caso de muerte, 
la legitimación en cuanto a reclamo de prestaciones laborales por 
muerte e indemnizaciones por riesgos del trabajo y en materia de 
arrendamiento el que se dé la subrogación de pleno derecho del 
contrato de arriendo cuando muera o abandone el hogar el miembro de 
la pareja que fue parte contractual. Así en materia de seguridad social 
también le aplicaría el seguro de salud pudiendo ser asegurado por el 
cónyuge si no labora y la pensión por viudez en caso de muerte del 
compañero o cónyuge. 
- Por último, en el asunto penal resulta de gran relevancia la protección al 
derecho fundamental de abstenerse a declarar contra el cónyuge, el 
derecho de poder ser considerado ofendido dentro de un proceso penal 
cuando la víctima sea él cónyuge o algún pariente por afinidad, así como 
la legitimación para interponer la acción civil resarcitoria del respectivo 
asunto. Respecto a las agravantes de los delitos también se les aplicaría 





así como la ley de penalización de la violencia contra la mujer pero en 
este caso sería únicamente a las parejas lésbicas dada la discriminación 
por el género que contiene dicha ley. Finalmente, si se encontrara uno 
de los cónyuges en un centro penitenciario tendrían la posibilidad de 
solicitar visita conyugal pues la restricción existente a las parejas del 
mismo sexo no tendría razón de ser.  
- De esta forma, se puede observar que los efectos relevantes del 
matrimonio no son simplemente patrimoniales como lo sostienen los 
detractores del vínculo homosexual, sino que tiene implicaciones que 
son básicas para el desarrollo de la personalidad y la dignidad humana. 
Por lo que la idea es visibilizar la situación y la carencia de protección 
que están sufriendo estas personas por su orientación sexual. 
 
Recomendaciones 
- A raíz del estudio realizado se recomienda eliminar la prohibición 
contenida en el artículo 14 inciso 6 del Código de Familia, ya sea por la 
vía legislativa o constitucional. De presentarse nuevamente una acción 
ante la Sala Constitucional, tendiente a eliminar la prohibición, lo 
conveniente es esperar un cambio de constitución de esta instancia, 
pues es claro que con las personas cambian los criterios y bien podría 






- Si se optase por la vía legislativa, según la experiencia que han tenido 
otros países es poco probable que se realice un cambio directo de la 
legislación relativa al matrimonio con la eliminación de la prohibición, 
pues los cambios han sido paulatinos, presentándose primero la unión 
de hecho, luego la unión civil y por último, al verse que existen dos 
regímenes paralelos, se opta por la apertura del matrimonio. Lo lógico 
sería evitar en nuestro país la duplicidad de regulaciones y permitir el 
matrimonio homosexual, sin embargo, dado lo delicado del tema a nivel 
social se recomienda la aprobación del proyecto de ley de unión civil, 
para que así se de el primer paso en la búsqueda de la igualdad de 
derechos, con la salvedad de que no se remita dicha normativa a la 
esfera civil, sino al derecho de familia, ya que los grupos que conforman 
estas personas son verdaderas familias y no simples sociedades. El 
tiempo demostrará lo innecesario de mantener dos figuras con los 
mismos efectos pero con diferente nombre, lo que hará más viable la 










A. LIBROS, REVISTAS Y TESIS DE GRADO. 
 
• Azpiri, Jorge O (2003). Uniones de Hecho. Editorial Hammurabi, 
Argentina. 
 
• Barboza Topping, Francine; León Mora, María Gabriela Y Sáenz 
Umaña, Sara (1997) Análisis de los conceptos de familia, matrimonio y 
unión de hecho a la luz de la jurisprudencia de la Sala Constitucional y 
su aplicación por el Tribunal Superior y Juzgados de familia de la ciudad 
de San José. Seminario de Graduación para optar al grado de 
Licenciadas en Derecho, Campus Rodrigo Facio, Universidad de Costa 
Rica. 
 
• Belluscio, Augusto, César (1998). Manual de Derecho de Familia.  Tomo 
I. Editorial Depalma, Buenos Aires. 
 
• Bossert, Gustavo Y Zannoni, Eduardo (1990). Manual de derecho de 
familia. Editorial Astrea, Buenos Aires. 
 
• Brenes Córdoba, Alberto (1984). Tratado de las personas. Volumen II. 






• Colautti, Carlos E (1995). Derechos Humanos. Editorial Universidad, 
Buenos Aires, 1995.  
 
• Coll De Pestaña, Ivette (2002). Familia, tecnología y derecho. Sexo y 
género en el matrimonio: como será la familia del futuro. Editorial de la 
Universidad Externado de Colombia, Colombia, 2002. 
 
• Diez-Picazo, Luis (1984). Familia y Derecho. Editorial Civitas, Madrid. 
 
• Galán Juárez, Mercedes (2005). Intimidad: nuevas dimensiones de un 
viejo derecho. Editorial Universitaria, Madrid. 
 
• González Beilfuss, Cristina (2004). Parejas de hecho y Matrimonios del 
mismo sexo en la Unión Europea. Editorial Marcial Pons, Madrid. 
 
• Gutiérrez Gutiérrez, Ignacio (2005). Dignidad de la persona y derechos 
fundamentales. Editorial Marcial Pons, Madrid.   
 
• Lerner, Natán (1991). Minorías y grupos en el derecho internacional: 






• López San Luis, Rocío; Pérez Vallejo, Ana María (2004). Tendencias 
actuales en el derecho de familia. Editorial de la Universidad de Almería, 
España. 
 
• Manavella C, Carlos (1994). “El concepto constitucional de familia y 
otras consideraciones”. Revista Iustitia, No. 88, San José, abril. 
 
• Medina De Flores, Graciela (2001). Derecho privado: libro homenaje 
Alberto J. Bueres . Los homosexuales frente al derecho de la seguridad 
social. Editorial Hammurabi, Argentina. 
 
• Medina De Flores, Graciela (2001). Los Homosexuales y el derecho a 
contraer matrimonio. Editorial Rubinzal Culzoni, Buenos Aires. 
 
• Medina De Flores, Graciela (2001). Obligaciones y contratos en los 
albores del siglo XXI. Homenaje al profesor Dr. Roberto M. López 
Cabana. ¿Son válidos los convenios que regulan las relaciones 
patrimoniales entre los convivientes homosexuales? Editorial Abeledo 
Perrot, Buenos Aires, Argentina. 
 
• Medina De Flores, Graciela (2001). Uniones de hecho homosexuales. 






• Murillo Rodríguez, Luis Guillermo (2003). La tutela jurídica a las parejas 
formadas por personas del mismo sexo: uniones estables 
homoafectivas. Tesis para optar por el grado de licenciado en Derecho 
de la Facultad de Derecho, Facultad de Derecho, Universidad de Costa 
Rica. 
 
• Patiño Cruz, Silvia (2005). La Inconstitucionalidad de la Prohibición de 
Contraer Matrimonio para las Personas del Mismo Sexo en el 
Ordenamiento Jurídico Costarricense. Tesina para optar por el título de 
Especialista en Justicia Constitucional. Universidad Castilla-La Mancha. 
España. 
 
• Pérez Royo, Javier (1994). Curso de Derecho Constitucional. Editorial 
Marcial Pons, Madrid.  
 
• Pérez Vargas, Víctor (1991). Derecho de Familia. Editorial, San José.  
 
• Pérez Vargas, Víctor (1978). Matrimonio y familia en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos. Revista de Ciencias Jurídicas, No. 34, 
Mes: Enero-Abril, Costa Rica.  
 
• Piza Rocafort, Rodolfo (1997). Igualdad de derechos: Isonomía y no 






• Revsin, Moira (2005). Derecho de Familia. Las uniones homosexuales 
también conforman familias en sentido constitucional. Volumen III. 
Editorial Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2005. 
 
• Risso Ferrand, Martín J (2002). Anuario de Derecho Constitucional 
Latinoamericano. Algunas reflexiones sobre los derechos al honor, a la 
intimidad , a la propia imagen y la libertad de prensa. Editorial Konrad 
Adenaue, Uruguay. 
 
• Roca Trías, Encarna (1999). El derecho de familia y los nuevos 
paradigmas. Derechos humanos y derecho de familia. Editorial Rubinzal 
Culzoni, Buenos Aires.  
 
• Rodríguez, Mónica S; Báez Peña Wirth, Vera; Scotti, Luciana B; Medina, 
Flavia A (2005). Derecho de familia . Las uniones de pareja a la luz del 
derecho internacional privado argentino. Editorial: Abeledo Perrot; 
Argentina. 
 
• Sáez Torres, Macarena (2003). El derecho como objeto e instrumento 
de transformación. Una relación de amor y odio: el derecho y los 






• Solari, Néstor (2005). Matrimonio: Celebración, Impedimentos y 
Nulidades. Editorial La Ley, Buenos Aires. 
 
• Suárez Franco, Roberto (1990). Derecho de Familia. Derecho 
Matrimonial. Editorial Temis Bogotá. 
 
• Suárez Pertierra, Gustavo (2006). Derecho Matrimonial Comparado. 
Editorial Lo Blanch, España. 
 
• Trejos Salas, Gerardo (1990). Derecho de Familia Costarricense. 
Editorial Juricentro, San José. 
 
• Trejos Salas, Gerardo (1999). “Las parejas no casadas o familia de 
hecho”. Revista Iustitia, No. 145-146, San José, enero-febrero. 
 
• Villanueva Monge, Zarela; Bogantes Rodríguez, Alexandra. Principios de 
igualdad y jurisprudencia constitucional. Editada por la Escuela del 
Poder Judicial, San José,  1997. 
 
• ZANNONI, Eduardo (1978). Derecho de Familia. Tomo I. Editorial 









• Código Civil. Ley No. 30 del 19 de abril de 1885. 
 
• Código de Familia, Ley No. 5476 del 2 de diciembre de 1973 
 
• Código de Trabajo. Ley No. 2 de 26 de agosto de 1943. 
 
• Código Penal. Ley No. 4573 del 4 de marzo de 1970. 
 
• Código Procesal Penal. Ley No. 7594 del 4 de junio de 1996. 
 
• Constitución Política de la República de Costa Rica. 7 de noviembre de 
1949. 
 
• Ley de la Jurisdicción Constitucional, Ley No. 7135 de 11 de octubre de 
1989 
 
• Ley de Migración y Extranjería, número 8487 del 12 de agosto de 2006. 
 
• Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, Ley N° 8589 del 






• Ley de Pensiones Alimentarias. Ley No. 7654 del 23 de enero de 1997. 
 
• Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, Nº 3052 del 13 de 
noviembre de 1986. 
 
• Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, Ley No 7527 
del 17 de agosto de 1995 
 
• Procedimiento para el trámite de concesión del bono familiar de 
vivienda, Banco Hipotecario de la Vivienda, sesión Nº 54 del 21 de 
octubre de 1999. 
 
• Reglamento Técnico del Sistema Penitenciario, decreto ejecutivo N° 
33876 del 11 de julio de 2007. 
 
• Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, Caja 
Costarricense de Seguro Social. 
 









C. PROYECTOS DE LEY 
 
• Ley de Unión Civil entre personas del mismo sexo. Proyecto de Ley 
Expediente N. 16390. 
 
• Reforma al artículo 52 de la Constitución Política. Proyecto de ley 
Expediente N. 1594.1 
 
D. EXPEDIENTE JUDICIAL 
 
• Expediente de la acción de Inconstitucionalidad número 03-008127-
0007-CO, Accionante Yashin Castrillo Fernández. Sala Constitucional de 




• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 3173 
de las catorce horas con cincuenta y seis del seis de julio de mil 
novecientos noventa y tres. 
• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 346 
de las quince horas con cuarenta y dos minutos del dieciocho de enero 





• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 1151-
94, de las quince horas treinta minutos del primero de marzo de mil 
novecientos noventa y cuatro 
• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 2129-
94, de las catorce horas cincuenta y cuatro minutos del tres de mayo de 
mil novecientos noventa y cuatro. 
• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 3693 
de las nueve horas con dieciocho minutos del veintidós de julio de mil 
novecientos noventa y cuatro. 
• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 3858 
de las dieciséis horas con cuarenta y ocho minutos del veinticinco de 
mayo de mil novecientos noventa y nueve. 
• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 256 
de las catorce horas con cincuenta y cinco minutos del diez de enero del 
dos mil uno. 
• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 7262 
de las catorce horas con cuarenta y seis minutos del veintitrés de mayo 
del dos mil seis. 
• Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución Nº 
11962, de las quince horas con treinta y cinco minutos del dieciséis de 







F. REFERENCIAS ELECTRONICAS 
 
• Actualidad Gay. Celebran primera unión civil gay en Italia 
<http://actualidadgay.blogspot.com/2007/02/celebran-1era-unin-civil-gay-
en-italia.html> [Consulta:2 septiembre. 2007] 
 
• Afrol News. El parlamento de Sudáfrica aprueba el matrimonio 
homosexual, <http://www.afrol.com/es/articles/22620> [Consulta:21 
agosto. 2007] 
 




• Azogue. El Parlamento checo aprueba el matrimonio gay 
<http://www.azogue.net/NOTICIAS/internacionalismo/gay.php> 
[Consulta:21 agosto. 2007] 
 
• Baptist Messenger. COMPENDIO MATRIMONIO: Israel reconoce el 
primer 'matrimonio de homosexuales'; legisladores de Hawai pudieran 
aprobar propuesta de ley de uniones civiles 
<http://www.baptistmessenger.net/story/1C8394F38E06CE190CAD69EF






• Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. Legislación extranjera sobre 
matrimonio homosexual 
<http://www.bcn.cl/carpeta_temas/temas_portada.2005-10-
26.2160945086/area_2.2005-10-26.4467364178> [Consulta:21 agosto. 
2007] 
 
• Centro de Investigación y Promoción para América Central de Derechos 
Humanos <http://www.cipacdh.org> [Consulta: 25 agosto. 2007] 
 




• Código Civil Net. Boletin de actualidad de Derecho Civil. Sentencia del 
Tribunal Supremo de Massachussets sobre matrimonio homosexual 
<http://www.codigo-civil.net/archivado/?p=331> [Consulta:3 septiembre. 
2007] 
 
• Comunidad Homosexual Argentina. Unión civil y matrimonio 








• Criterios, Periodismo independiente. Gran Bretaña reconoce uniones de 
homosexuales. 
<http://www.criterios.com/modules.php?name=Noticias&file=article&sid=
5736> [Consulta:28 agosto. 2007] 
 
• El mundo. < www.elmundo.es> [Consulta:28 agosto. 2007] 
 
• El mundo.es. Los expertos, divididos ante la adopción por parejas 
homosexuales. 
<www.elmundosalud.elmundo.es/elmundosalud/2004/09/30/pediatria/10
96566915.html> [Consulta: 30 septiembre . 2007] 
 
• El nuevo Diario. Primer matrimonio homosexual entre militares 
españoles 
<http://www.elnuevodiario.com.ni/2006/09/15/internacionales/29010> 
[Consulta:21 agosto. 2007] 
 









• Enkidu. Dos mujeres se unen legalmente por primera vez en Gran 
Bretaña 
<http://enkidumagazine.com/art/2005/121205/E_039_121205.htm> 
[Consulta:28 agosto. 2007] 
 
• Enkidu. Gobierno de Italia dividido por proyecto derechos homosexuales 
<http://enkidumagazine.com/art/2007/010307/e_0103_027_a.htm> 
[Consulta:2 septiembre. 2007] 
 
• Enkidu. Los diputados españoles aprueban el matrimonio homosexual 
<http://enkidu.netfirms.com/art/2005/130405/E_045_130405.htm> 
[Consulta:21 agosto. 2007] 
 
• Enkidu. Someterían a votación matrimonio homosexual en 
Massachussets 
<http://enkidumagazine.com/art/2006/010706/E_046_010706.htm> 
[Consulta:6 septiembre. 2007] 
 







• INFOBAE. Suiza votó a favor de las uniones homosexuales 
<http://www.infobae.com/notas/nota.php?Idx=188109&IdxSeccion=1004
35>  [Consulta:3 septiembre. 2007] 
 
• Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma de 
México. Origen y causa de la homosexualidad. Dra. Sonia Soriano 
Rubio. 
<http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/derhum/cont/56/pr/pr26.
pdf> [Consulta: 26 septiembre . 2007] 
 
• La Jornada, Universidad Nacional Autónoma de México. Legaliza 
Sudáfrica el matrimonio entre personas del mismo sexo 
<www.jornada.unam.mx/2006/11/15/index.php?section=sociedad&article
=048n1soc> [Consulta:21 agosto. 2007] 
 
• La Jornada, Universidad Nacional Autónoma de México. Ya son 17 los 
países que permiten las uniones entre personas del mismo sexo. 
<http://www.jornada.unam.mx/2005/07/05/039n1soc.php> [Consulta: 25 
agosto. 2007] 
 
• La nación. Sudáfrica autorizó el matrimonio homosexual 
<http://www.lanacion.com.ar/Archivo/nota.asp?nota_id=858692> 






• María Berenice Días. Uniones Homoafectivas. 
<http://www.mariaberenice.com.br/site/frames.php?idioma=sp> 
[Consulta: 15 agosto. 2007] 
 
• Miralux, Consultoría Legal en Ticino-Suiza. UNIÓN REGISTRADA DE 
PAREJAS HOMOSEXUALES: Disciplinamiento jurídico, fiscal y 
hereditario. <http://suisse.miralux.ch/unione_gay.htm> [Consulta:3 
septiembre. 2007] 
 
• Noticias les gay Perú. Irlanda se prepara a aceptar las uniones 
homosexuales <http://noticias.deambiente.com/irlanda-se-prepara-a-
aceptar-las-uniones-homosexuales> [Consulta:25 agosto. 2007] 
 
• NOVAcolombia noticias. Colombia aprueba derechos de parejas gay 
<http://www.novacolombia.info/nota.asp?n=2007_6_16&id=38199&id_tip
onota=14> [Consulta:4 septiembre . 2007] 
 







• Punto Gay Chile. Jerusalén oficializó el primer matrimonio de una pareja 
gay casada en el exterior <http://www.puntogay.cl/Actualidad/103.html> 
[Consulta:21 agosto. 2007] 
 
• Que pasa noticias México. México aprueba ley de uniones 
homosexuales 
<http://www.quepasa.com/espanol/news/latinoamerica/Mexico.ley.homo
sexuales/535440.html> [Consulta:21 agosto. 2007] 
 
• Radio Cooperativa de Chile Tribunal austriaco reconoció el primer 
matrimonio homosexual del país 
<http://www.cooperativa.cl/p4_noticias/antialone.html?page=http://www.c
ooperativa.cl/p4_noticias/site/artic/20060705/pags/20060705104618.htm
l> [Consulta:4 septiembre. 2007] 
 
• Radio cooperativa de Chile. Diputados checos aprobaron la legalización 
de las uniones gays 
<http://www.cooperativa.cl/p4_noticias/antialone.html?page=http://www.c
ooperativa.cl/p4_noticias/site/artic/20051216/pags/20051216102848.htm
l> [Consulta:21 agosto. 2007] 
 
• SNC noticias suizas para medios internacionales. Un rotundo 'sí' de 






[Consulta:3 septiembre. 2007] 
 
• Sociedad de Integración Gay Lésbica Argentina. Derechos Civiles 
<http://www.sigla.org.ar/derechos%20civiles.htm>  [Consulta:5 
septiembre. 2007] 
 





• Starmedia noticias México. Coahuila, segundo estado del país que 
permite unión homosexual 
<http://mx.starmedia.com/noticias/sociedad/mexicohomosexuales_1728
87.html> [Consulta:21 agosto. 2007] 
 
• State of New Jersey, Office of Governor. EL GOBERNADOR CORZINE 
FIRMA LEY DE UNION CIVIL 
<http://www.state.nj.us/governor/espanol/news/news/approved/2006122










• Terra. Supremo rechaza recurso contra ley matrimonio homosexual 
<http://www.terra.com/noticias/articulo/html/act187314.htm>  [Consulta:3 
septiembre. 2007] 
 
• Voa noticias. New Jersey aprueba unión civil homosexual 
<http://www.voanews.com/spanish/archive/2007-02/2007-02-19-
voa12.cfm> [Consulta:3 septiembre. 2007] 
 
• Voa Noticias. Primera pareja británica homosexual utiliza nueva ley de 
Unión Civil <http://www.voanews.com/spanish/archive/2005-12/2005-12-
19-voa26.cfm> [Consulta:28 agosto. 2007] 
 
• Wikinoticias. Canadá aprueba matrimonios de personas del mismo sexo 
<http://es.wikinews.org/wiki/Canadá_aprueba_matrimonios_de_persona




































VOTO QUE RESUELVE LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 
DEL ARTICULO 14.6 DEL CODIGO DE FAMILIA 
Exp: 03-008127-0007-CO  
Res. Nº 2006007262  
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 
catorce horas y cuarenta y seis minutos del veintitrés de mayo del dos mil seis.  
Acción de inconstitucionalidad promovida por Yashín Castrillo Fernández, mayor, 
soltero, abogado, carné profesional 7933, portador de la cédula de identidad número 
1-612-575; contra los artículos 14 inciso 6 del Código de Familia y 176 del Código 
Penal. Intervino también en el proceso Farid Beirute Brenes, en representación de la 
Procuraduría General de la República.  
Resultando:  
1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las quince horas treinta y cinco 
minutos del veintinueve de julio del dos mil tres, el accionante solicita que se declare la 
inconstitucionalidad del numeral 176 del Código Penal en tanto prohíbe y sanciona 
hasta con la pérdida de la libertad a las personas que siendo del mismo sexo contraen 
matrimonio; asimismo, impugna el artículo 14 inciso 6 del Código de Familia, en 
cuanto establece que es legalmente imposible el matrimonio entre personas del mismo 
sexo. Alega que esas disposiciones normativas resultan contrarias al principio de 
igualdad, así como al principio de libertad, previstos en los artículos 28 y 33 de la 
Constitución Política, pues considera que se otorga un trato discriminatorio a las 
parejas de un mismo sexo que quieren formalizar legalmente su relación a través del 
matrimonio.  
2.- A efecto de fundamentar la legitimación que ostenta para promover esta acción de 
inconstitucionalidad, el accionante señala que se fundamenta en el artículo 75 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, ya que por resolución de las ocho horas del 
veintidós de julio del dos mil tres, el Juzgado de Familia de Alajuela le denegó la 
solicitud de celebración de matrimonio civil entre personas del mismo sexo, con 
fundamento en el artículo 14 inciso 6 del Código de Familia, lo cual se tramita en 
expediente 03-400952-292-FA, resolución contra la cual interpuso recurso de 
revocatoria y apelación en subsidio, encontrándose este último pendiente de resolver 
(folio 14).  
3.- Mediante voto N°2003-09237 de las once horas con trece minutos del veintinueve 
de agosto del dos mil tres (visible a folio 21), se rechazó de plano la acción de 
inconstitucionalidad en relación con el artículo 176 del Código Penal, y se ordenó que 





4. - La certificación literal del libelo en que se invoca la inconstitucionalidad consta a 
folio 11.  
5.- Por resolución de las dieciséis horas quince minutos del dos de setiembre del dos 
mil tres (visible a folio 36 del expediente), se le dio curso a la acción, confiriéndole 
audiencia a la Procuraduría General de la República.  
6.- La Procuraduría General de la República rindió su informe visible a folios 44 a 76. 
Señala que en relación con el principio de igualdad, consagrado en el artículo 33 
constitucional, no se da la vulneración invocada, pues cuando se invoca una violación 
a dicho principio, se debe determinar si las personas se encuentran en la misma 
situación o en situaciones similares. Lo anterior, aunado al hecho de que no siempre 
que se da una diferenciación de trato se produce la violación al principio de igualdad, 
ya que como esta Sala ha reiterado en distintas ocasiones, como por ejemplo en los 
votos 1770-94, 1045-94 y 4883-97, "la igualdad sólo es violada cuando la desigualdad 
está desprovista de una justificación objetiva y razonable"; por otra parte, debe 
determinarse si la diferenciación de trato está fundada en fines legítimos 
constitucionalmente, es decir, si está basada en diferencias relevantes y si existe 
proporcionalidad entre el fin constitucional y el trato diferenciado que se ha hecho. 
Afirma que la norma impugnada no quebranta el principio de igualdad, debido a que la 
realidad demuestra que las parejas heterogéneas no están en la misma situación que 
las parejas homosexuales, razón por la cual el legislador se encuentra legitimado para 
dar, en estos casos, un trato diferenciador. Agrega que la norma legal persigue un fin 
constitucional legítimo, ya que protege el tipo de matrimonio adoptado por el 
constituyente originario y que la Sala no podría declarar la norma en cuestión 
inconstitucional, debido a que modificar dicha concepción, significaría una 
extralimitación en sus atribuciones; así al perseguir la norma legal un fin constitucional 
legítimo, la distinción que hace entre un tipo de parejas y aquellas que quedan 
excluidas, resulta razonable y objetiva, es decir, no es una norma arbitraria e 
irracional, sino una consecuencia lógica y necesaria de un tipo de matrimonio 
consagrado en el Derecho de la Constitución. Informa que de una interpretación 
sistemática de las normas constitucionales, se debe concluir que el tipo de matrimonio 
que tiene exclusividad en la sociedad costarricense, es el heterosexual y monogámico, 
sin embargo, algunos incurren en el error de interpretar en forma aislada el Derecho 
de la Constitución, indicando que el numeral 52 constitucional no habla de matrimonio 
heterosexual, sino únicamente de matrimonio, por lo que tal concepto constituiría una 
especie de "cajón de sastre" donde es posible subsumir diversas modalidades de éste. 
Empero, con base en una interpretación sistemática del texto constitucional, haciendo 
la correlación lógica y necesaria entre sus normas, y conforme al principio de 
interpretación sentado por la Corte Plena y seguido por el Tribunal Constitucional, en 
el sentido de que los preceptos constitucionales no pueden interpretarse en forma 
aislada, sino de manera conjunta para evitar que se den contradicciones insalvables 
entre ellos, ya que se está en presencia de un texto armonioso y coherente (principio 
de la unidad de la Constitución), se tiene que el Derecho de la Constitución se refiere, 
con exclusividad, a un matrimonio heterosexual monogámico. En efecto, el numeral 
51, cuando habla de la familia, se refiere a la madre y al niño. Evidentemente, cuando 
el artículo 52 regula el matrimonio, como la base esencial de la familia, es aquél 
formado por un hombre y una mujer y, por consiguiente, la equiparación de derechos 
de los cónyuges está referida a los derechos que en un matrimonio heterosexual 





padres (hombre y mujer) tienen con sus hijos habidos fuera del matrimonio las mismas 
obligaciones que con los nacidos en él. Además, se indica que toda persona tiene 
derecho a saber quiénes son sus padres, conforme a la ley. Por su parte, el artículo 54 
constitucional prohíbe toda calificación personal sobre la naturaleza de la filiación, y 
por último, se expresa que la protección especial de la madre y del menor estará a 
cargo de una institución autónoma denominada Patronato Nacional de la Infancia. 
También la Convención Americana sobre Derechos Humanos, "Pacto de San José", 
aprobada por Ley n° 4534 de 23 de febrero de 1970, adopta un concepto idéntico al 
que sigue el Derecho de la Constitución en el Estado de Costa Rica, ya que, en el 
artículo 17, se indica que la familia es el elemento natural y fundamental de la 
sociedad y debe ser protegida por ella y el Estado. Se reconoce el derecho del hombre 
y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las 
condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en las medida que éstas no 
afecten al principio de no discriminación establecidos en la Convención. Además, se le 
impone el deber a los Estados partes de adoptar las medidas apropiadas para 
asegurar el derecho y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges 
en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de su disolución. En este 
último supuesto, debe adoptar disposiciones que aseguren la protección necesaria de 
los hijos, sobre la base única del interés y convivencia de ellos. En igual sentido, se 
manifiesta el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado mediante 
Ley n° 4229 del 11 de diciembre de 1968, cuando en su numeral 23, manifiesta que 
"Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar 
una familia si tiene edad para ello"; y la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, la cual, en su numeral 16, expresa lo siguiente: "Los hombres y las mujeres, 
a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, 
nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales 
derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del 
matrimonio". Manifiesta que puede observarse de lo anterior, que el matrimonio a que 
se refiere el Derecho de la Constitución es aquel formado por un hombre y una mujer, 
el cual, como se indicó atrás, tiene exclusividad en la sociedad costarricense, lo que 
impide tutelar bajo este instituto socio-jurídico otro tipo de relaciones inter-personales 
distintas a las heterosexuales y monogámicas. Por otra parte, señala que cuando 
existe un desfase profundo entre los valores subyacentes en la sociedad y los 
recogidos en el texto constitucional, el llamado a realizar el ajuste, en vista de que 
goza de una competencia exclusiva y prevalente, es el poder constituyente, nunca el 
Tribunal Constitucional, ya que no tiene tales poderes, consecuentemente, la labor de 
interpretación se limita a ir adecuando el texto constitucional en aquellos ámbitos que 
no conllevan una modificación sustancial a la concepción que le dio el constituyente a 
los elementos claves del sistema político, social, económico y cultural. Considera que 
en el presente caso no existe la menor duda de que se está ante un aspecto clave, 
fundamental (quizás el más importante) del sistema social, como es la concepción del 
matrimonio y de la familia, concepción que evidentemente responde a determinados 
valores y sólo se podría transformar si así lo decretara el poder constituyente mediante 
el procedimiento de reforma general, por esto, en el tanto y cuanto el poder 
constituyente no cambie la concepción de matrimonio que se encuentra plasmada en 
el Derecho de la Constitución, es incompetente para declarar inconstitucional la norma 
legal que se impugna. Manifiesta que en contra de esta posición se podría argumentar 
que la concepción del Derecho de la Constitución en relación con el matrimonio, la 
cual se expresa en la norma impugnada, vulnera los derechos que los Tratados 





debe tenerse presente que de ninguna manera se le puede dar supremacía al 
instrumento internacional en contra de lo que dispone un precepto legal (norma eco) 
que, en forma clara y expresa, constituye un desarrollo de una concepción muy 
concreta del Derecho de la Constitución. Aunado al hecho de que, una postura 
diferente a ésta, significaría que el Poder Ejecutivo y la Asamblea Legislativa, ésta 
última en el uso de la potestad de legislar, podrían modificar lo que dispuso el poder 
constituyente, tanto el originario como el derivado, con sólo aprobar y ratificar un 
tratado o convenio internacional sobre Derechos Humanos. Informa que de lo dicho se 
desprende una conclusión, y es que el Tribunal Constitucional no tiene competencia 
para declarar inconstitucional un precepto legal (norma eco) contrario a un Convenio 
sobre Derechos Humanos, cuando tal declaratoria implica necesariamente una 
modificación del Derecho de la Constitución (principio, valores y normas), por lo que 
en el caso de estas "normas eco", la limitación de la competencia viene impuesta no 
de la norma legal, sino de la constitucional. Con base en lo anterior, señala que no es 
posible declarar inconstitucional el precepto impugnado, por la elemental razón de que 
habría que declarar "inconstitucional" las normas constitucionales que adoptan, en 
forma exclusiva, el matrimonio heterosexual y monogámico, competencia de la cual no 
goza el Tribunal Constitucional, tal y como se explicó, es decir, que si los 
costarricenses pretenden variar los conceptos esenciales de lo que se ha entendido 
por "matrimonio y familia" (base de la "sociedad"), se tiene que acudir a los 
procedimientos dispuestos para reformar la Constitución. Informa que en lo referente 
al principio de libertad tampoco existe la inconstitucionalidad alegada, ya que es 
pacífica la doctrina, en el sentido de que las libertades no son absolutas, por la sencilla 
razón de que si ello fuera así, se afectarían también otras libertades esenciales; en 
otras palabras, el ejercicio de una libertad a favor de una persona no puede ni debe 
tener el efecto pernicioso o perverso de conculcar o reducir a la mínima expresión otra 
libertad que se garantiza a otro sujeto. Desde esta óptica, el Estado y los órganos 
fundamentales, entre ellos el Tribunal Constitucional, están en el deber ético y jurídico 
de evitar la "dictadura de una libertad" sobre las demás y, por ende, de aquellos que 
tienen un mayor acceso a ella, dada su posición económica, social o cultural en 
perjuicio de todo el resto de derechos y libertades de los sujetos que conforman el 
conglomerado social. En pocas palabras, el no reconocer que las libertades y los 
derechos de los otros implica una limitación a mi libertad, en aras de la defensa de esa 
libertad, de una libertad mal conceptualizada, se podría infringir un grave daño a todo 
el sistema de protección de los derechos y libertades fundamentales. En definitiva, y 
como bien reza el artículo 22 de nuestro Código Civil, el ordenamiento jurídico no 
puede avalar el abuso del derecho, ni el ejercicio antisocial del mismo. Así, en el 
presente caso, la limitación a la libertad del accionante que impone el precepto legal 
impugnado es valida por varias razones; en primer lugar, es una limitación impuesta 
por ley, con lo se cumple con el principio de reserva de ley; en segundo término, es 
una limitación que emerge de la propia Constitución, por consiguiente, se busca con 
ella concretizar una concepción del matrimonio, exclusiva, que se encuentra en ella, 
por lo que, desde esta perspectiva, con el precepto legal se persigue satisfacer un 
interés público imperativo; y por último, no se puede dejar de lado, que las libertades 
no son absolutas y, si por ello se le reconoce la potestad al legislador de establecer 
limitaciones a ella, con mucho más razón resulta constitucional, cuando las 
limitaciones se derivan del propio Derecho de la Constitución, al extremo de que si se 
aceptara la tesis del accionante en cuanto a la vulneración de los principios de 
igualdad y libertad, habría necesariamente que vulnerar otros valores, principios y 





insostenible como método de interpretación jurídica. Por lo anteriormente expresado, 
se recomienda el rechazo por el fondo de la acción incoada.  
7.- Los edictos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 81 de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional fueron publicados en los números 177, 178 y 179 del 
Boletín Judicial, de los días 16, 17 y 18 de setiembre de 2003 (folio 77).  
8.- Mediante resolución de las diez horas quince minutos del diez de octubre del dos 
mil tres, y al tenor de lo dispuesto en los numerales 81 párrafo segundo y 83 de la Ley 
que rige esta jurisdicción, se aceptaron las coadyuvancias planteadas, visibles de 
folios 99 a 128, 129 a 132, 133 a 136, 137 a 138, 139 a 141, 142 a 146, 147 a 158 
(folios 161).  
9.- La audiencia oral y pública prevista en los artículos 10 y 85 de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional se celebró a las nueve horas del cuatro de mayo del dos 
mil seis.  
10.- En los procedimientos se han cumplido las prescripciones de ley.  
Redacta la Magistrada Calzada Miranda; y,  
Considerando:  
I.- Sobre la admisibilidad. Mediante voto N°9237 de las once horas con trece minutos 
del veintinueve de agosto del dos mil tres (visible a folio 21), se rechazó de plano la 
acción de inconstitucionalidad en relación con el artículo 176 del Código Penal, y se 
ordenó que en lo demás se continuara con los procedimientos. Ahora bien, 
adicionalmente, el accionante impugna el inciso 6) del artículo 14 del Código de 
Familia. Alega que su legitimación proviene del párrafo primero del artículo 75 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, en tanto existe un asunto previo pendiente de 
resolución que es Diligencias de Matrimonio Civil tramitado en expediente N°03-
400952-0292-FA, ante el Juzgado de Familia de Alajuela, en el cual mediante 
resolución de las ocho horas del veintidós de julio de dos mil tres, se denegó la 
solicitud de celebración de matrimonio civil entre personas del mismo sexo, con 
fundamento en el inciso 6) del numeral impugnado. Contra dicha resolución se 
interpuso recurso de revocatoria y apelación en subsidio, que se encuentra pendiente 
de resolver. La acción constituye entonces, medio razonable de amparar el derecho 
que se estima lesionado y es, por tanto, admisible, de manera que corresponde 
analizar esta acción por el fondo.  
II.- Acerca de las coadyuvancias. El artículo 83 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional establece que en los quince días posteriores a la primera publicación 
del aviso a que alude el párrafo segundo del artículo 81, las partes que figuren con 
asuntos pendientes a la fecha de interposición de la acción, o aquellos que cuenten 
con un interés legítimo en la definición del objeto en disputa, podrán apersonarse para 
coadyuvar con cualquiera de las dos posiciones objeto de la discusión, en el caso de 
las acciones de inconstitucionalidad, básicamente el coadyuvante acude a defender la 
pretensión anulatoria del actor o a respaldar la validez del acto impugnado. En este 
caso, mediante resolución de las dieciséis horas con quince minutos del dos de 





dieciséis, diecisiete y dieciocho de setiembre de dos mil tres. Mediante resolución de 
las diez horas quince minutos del diez de octubre del dos mil tres, y al tenor de lo 
dispuesto en los numerales 81 párrafo segundo y 83 de la Ley que rige esta 
jurisdicción, se aceptaron las coadyuvancias planteadas, visibles de folios 99 a 128, 
129 a 132, 133 a 136, 137 a 138, 139 a 141, 142 a 146, 147 a 158. Las demás 
coadyuvancias presentadas fuera del plazo señalado en la resolución de las dieciséis 
horas con quince minutos del dos de setiembre del dos mil tres, deben ser rechazadas 
de conformidad con lo dispuesto en el numeral 83 ibídem.  
III.- Objeto de la impugnación. El accionante solicita declarar la inconstitucionalidad 
del artículo 14, inciso 6 del Código de Familia, en cuanto establece que es legalmente 
imposible el matrimonio entre personas del mismo sexo. Alega que dicha disposición 
resulta contraria al principio de igualdad, así como al principio de libertad previsto en el 
artículo 28 de la Constitución Política, toda vez que otorga un trato discriminatorio a 
las parejas de un mismo sexo que quieren formalizar legalmente su relación a través 
del matrimonio. El artículo impugnado establece:  
Artículo 14.- (*)  
Es legalmente imposible el matrimonio:  
1.- De la persona que esté ligada por un matrimonio anterior;  
2.- Entre ascendientes y descendientes por consanguinidad o afinidad. El impedimento 
no desaparece con la disolución del matrimonio que dio origen al parentesco por 
afinidad;  
3.- Entre hermanos consanguíneos;  
4.- Entre el adoptante y el adoptado y sus descendientes; los hijos adoptivos de la 
misma persona; el adoptado y los hijos del adoptante; el adoptado y el excónyuge del 
adoptante; y el adoptante y el excónyuge del adoptado;  
5.- Entre el autor, coautor, instigador o cómplice del delito de homicidio de uno de los 
cónyuges y el cónyuge sobreviviente; y  
6.- Entre personas de un mismo sexo. (*)  
(*) El presente artículo ha sido reformado mediante Ley No. 5895 de 23 de marzo de 
1976.  
IV.- Cuestiones previas.- Dado que el objeto de esta acción constituye un tema que 
ha generado especial interés y expectativa, así como controversia, de previo a analizar 
el fondo del asunto, es conveniente realizar algunas precisiones. La Sala 
Constitucional es un tribunal de la República, especialmente llamado a garantizar la 
supremacía de las normas y principios constitucionales y del Derecho Internacional o 
Comunitario vigente en la República, su uniforme interpretación y aplicación, así como 
los derechos y libertades fundamentales consagrados en la Constitución o en los 





disponen los numerales 1 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y el artículo 10 de 
la Carta Magna. El presente asunto tiene repercusiones no solo en el ámbito jurídico, 
sino también, en el religioso, político y social de nuestro país. En nuestra condición de 
jueces, los integrantes de esta Sala no podemos obviar la realidad social como un 
elemento a considerar en la toma de decisiones respecto de los asuntos sometidos a 
nuestro conocimiento, por lo que este tema se analizará a la luz de dicha realidad, del 
texto constitucional y la voluntad del constituyente de 1949. Asimismo, resulta 
importante tener presente que, para efectuar un análisis constitucional, no debe 
limitarse a la norma relacionada con el tema, sino que resulta imprescindible integrar 
las normas de la Constitución como un todo armónico e interpretarlas como el 
conjunto de ideas, valores, y principios que la sustentan.  
V.- Sobre el Instituto del Matrimonio. Es posible encontrar definiciones sobre 
matrimonio tanto en el plano seglar como religioso. Para los efectos de esta sentencia, 
y contextualizar el instituto del matrimonio, nos referiremos a algunos de ellos. Así, 
tenemos que La Real Academia Española lo define como: "la unión de hombre y mujer 
concertada mediante determinados ritos o formalidades legales". (Vigésima Segunda 
Edición del Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española (2001). 
En el plano religioso, el término es definido en el contexto de la religión católico-
romana, y se denomina como el sacramento por el cual el hombre y la mujer se ligan 
perpetuamente, con arreglo a las prescripciones de la Iglesia. Etimológicamente, la 
palabra matrimonio deriva de las raíces latinas matris y munium, y significa carga o 
misión de la madre. Remontándonos al derecho Romano -inspiración y base esencial 
de nuestro ordenamiento jurídico-, en cambio, se utilizó el término de justas nupcias, 
de donde proviene el sustantivo como sinónimo de matrimonio. En este caso, nupcias 
proviene de nubere, es decir velar o cubrir, aludiendo al velo que cubría a la novia 
durante la ceremonia de la confarreatio. Otros términos sinónimos han sido consorcio, 
de raíz latina (de cum y sors) que significa la suerte común de quienes contraen 
matrimonio. También se ha recordado que el término cónyuge proviene de las raíces 
latinas cum y yugum, aludiendo al yugo o carga común que soportaban los cónyuges. 
Trazando una línea histórica, es posible retomar una de las definiciones de matrimonio 
más antigua y precisa, la del jurisconsulto romano Modestino: "La unión del varón y la 
hembra; consorcio de toda la vida, y comunicación del derecho divino y humano." 
Siglos después, tenemos a Portalis, durante la discusión del Código Napoleónico, que 
explica los fines del matrimonio: "La sociedad del hombre y de la mujer, que se unen a 
efecto de perpetuar la especie, para ayudarse, mediante mutuos auxilios, a sobrellevar 
el peso de la vida y para participar de un común destino." Más recientemente, y en el 
ámbito nacional, tenemos el concepto de matrimonio expresado por Alberto Brenes 
Córdoba: "La asociación legítima que con carácter de por vida forman un hombre y 
una mujer, para la protección y el mutuo auxilio". Por otra parte, la sociología ha 
definido el término matrimonio como la unión de un hombre y una mujer, dirigida al 
establecimiento de una plena comunidad de vida; por ello, el elemento esencial para 
poder esbozar un concepto de matrimonio desde el punto de vista jurídico es, 
precisamente, dotarlo de las características propias del derecho. Por su parte, cuando 
la antropología efectúa un análisis relativo al ámbito del matrimonio a través de la 
historia humana y la experiencia hasta el presente, uno de los puntos principales que 
concluye es que el matrimonio y la familia siempre han tenido una proposición 
heterosexual en todas las civilizaciones humanas. Ahora bien, toda la estructura del 
derecho de familia institucionaliza el reconocimiento de las dos relaciones biológicas 





hombre y la mujer, y donde -en principio- la pareja se realiza como tal, -individual y 
conjuntamente-; y la procreación, que es coyuntural, y resultado de la primera, aunque 
no su principal. De este modo, el matrimonio trasciende como una institución social e 
incorpora también componentes éticos y culturales que denotan el modo en que la 
sociedad, en un tiempo o época dada, considera legítimo el vínculo. A su vez, el 
derecho, como organizador de las relaciones sociales, ha dispuesto todo lo relativo al 
matrimonio en normas institucionales, que definen los roles que la sociedad reconoce, 
estableciendo las condiciones en que la unión intersexual debe ser legítima, y 
protegida como tal. La unión entre el hombre y la mujer llamada matrimonio se logra 
en virtud de un acto jurídico, en el cual deben coexistir las condiciones exigidas a las 
personas contrayentes, al consentimiento y demás solemnidades que establece la ley 
para garantizar la regularidad del acto, según las disposiciones legales que establecen 
los numerales 24, 25 y 26 del Código de Familia, Ley No. 5476 de 2 de diciembre de 
1973, publicado en La Gaceta No. 24 de 5 de febrero de 1974. La relación jurídica 
también desarrolla todo lo concerniente al vínculo creado por el acto jurídico 
matrimonial, que se traduce en deberes y derechos interdependientes y recíprocos o 
solidarios entre los cónyuges, los cuales se imponen en atención al interés familiar u 
orden público. Mientras el acto matrimonial es fruto de la libertad de los contrayentes, 
el estado matrimonial se sujeta a la imperatividad de la ley y como atribución subjetiva 
de las relaciones familiares, participa de los caracteres comunes del estado de familia. 
Asimismo, la mayoría de los antropólogos afirman que una familia homosexual no 
tiene precedentes dentro de la experiencia humana, y el desarrollo jurídico de la figura 
del matrimonio está sostenida sobre la estructura de una relación heterosexual.  
VI.- Sobre la alegada violación al artículo 33 constitucional. El alegato principal del 
accionante es que el inciso 6) del artículo 14 del Código de Familia lesiona el principio 
de libertad previsto en el artículo 28 de la Constitución Política, y le da un trato 
discriminatorio a las personas del mismo sexo que mantienen una relación 
sentimental, en relación con el otorgado al resto de la población, al cual, siendo de 
sexo diferente, sí les permite unirse en matrimonio. Para poder determinar si se 
produce la discriminación alegada por el accionante, es preciso realizar un análisis del 
principio que se argumenta como violado. El primer aspecto a considerar consiste en 
determinar si las personas se encuentran en la misma situación; de lo contrario, no se 
puede concluir que se ha quebrantado este principio. En segunda instancia, si se 
establece la igualdad de condiciones, se debe determinar si esta diferenciación de 
trato está fundada en fines constitucionalmente legítimos. En cuanto al primer aspecto, 
el principio de igualdad supone que las personas se encuentran en idéntica situación, 
ya que, como lo ha reiterado este Tribunal, no existe mayor injusticia que tratar en 
forma igual a los desiguales. Desde esta perspectiva, debemos partir del supuesto que 
estamos frente a situaciones similares, ya que, de no ser así, se da una inaplicabilidad 
del principio de igualdad. Por otra parte, en cuanto al segundo aspecto, partiendo del 
supuesto de que estamos en presencia de situaciones disímiles, debe tenerse 
presente que no toda diferenciación de trato produce la violación al principio de 
igualdad. Tanto la doctrina como la jurisprudencia han admitido el trato diferenciado en 
este supuesto cuando se dan ciertos requisitos. Al respecto, resulta conveniente 
recordar lo dispuesto en la sentencia número 1993-00316 de las nueve horas treinta y 
nueve minutos del 22 de enero de 1993:  
"El principio de igualdad, contenido en el Artículo 33 de la Constitución Política, no 





posibles elementos diferenciadores de relevancia jurídica que pueda existir; o lo que 
es lo mismo, no toda desigualdad constituye necesariamente una discriminación. La 
igualdad, como lo ha dicho la Sala, sólo es violada cuando la desigualdad está 
desprovista de una justificación objetiva y razonable. Pero además, la causa de 
justificación del acto considerado desigual, debe ser evaluada en relación con la 
finalidad y sus efectos, de tal forma que deba existir, necesariamente, una relación 
razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad propiamente 
dicha. Es decir, que la igualdad debe entenderse en función de las circunstancias que 
concurren en cada supuesto concreto en el que se invoca, de tal forma que la 
aplicación universal de la ley, no prohíbe que se contemplen soluciones distintas ante 
situaciones distintas, como tratamiento diverso. Todo lo expresado quiere decir, que la 
igualdad ante la ley no puede implicar una igualdad material o igualdad económica real 
y efectiva"  
De acuerdo con lo señalado, el punto medular es determinar si esta diferenciación de 
trato está fundada en fines legítimos constitucionalmente, si es objetiva, es decir, si 
está sustentada en un supuesto de hecho diferente, si está basada en diferencias 
relevantes, si existe proporcionalidad entre el fin constitucional y el trato diferenciado 
que se ha hecho, y el motivo y el contenido del acto, y si ese trato es idóneo para 
alcanzar el fin que se persigue. La diferencia de trato, supone que esté basada en 
objetivos constitucionalmente legítimos, lo que implica tres consecuencias en la 
finalidad perseguida: a) Que están vedadas las leyes que persiguen fines que 
contradicen normas o principios constitucionales o de rango internacional; b) Que 
cuando se persiguen fines no tutelados constitucionalmente -pero que no contradicen 
esos valores-, la diferenciación de trato debe ser estrictamente vigilada y escrutada en 
relación con los supuestos de hecho que la justifican, y la finalidad que se persigue; c) 
Que cuando se persigue un fin constitucionalmente tutelado, la diferenciación de trato 
será válida en función de este criterio (sin necesidad de encontrar una razonabilidad 
en la diferenciación), pero quedará sujeta al cumplimiento de las demás exigencias 
derivadas del principio-derecho de igualdad. Por ejemplo, dotar de vivienda a los 
sectores más pobres justificaría la existencia de un bono de vivienda para ellos y no 
para los demás. Reconocer becas universitarias para los que no pueden pagar la 
educación y negarla a los demás. Conceder una pensión a la personas mayores de 
cierta edad y negarla a los que no hayan cumplido esa edad. No basta, por supuesto, 
que se persiga un fin legítimo, pues la medida para alcanzar ese fin, debe ser, 
además, necesaria, razonable y proporcionada. La Sala en la sentencia Nº 4883-97 de 
las doce horas con cincuenta y cuatro minutos del veintidós de agosto de mil 
novecientos noventa y siete, expresó sobre este principio lo siguiente:  
"El principio de igualdad, contenido en el Artículo 33 de la Constitución Política, no 
implica que en todos los casos, se deba dar un tratamiento igual prescindiendo de los 
posibles elementos diferenciadores de relevancia jurídica que puedan existir; o lo que 
es lo mismo, no toda desigualdad constituye necesariamente una discriminación. La 
igualdad, como lo ha dicho esta Sala, sólo es violada cuando la desigualdad está 
desprovista de una justificación objetiva y razonable. Pero además, la causa de 
justificación del acto considerado desigual, debe ser evaluada en relación con la 
finalidad y sus efectos, de tal forma que debe existir, necesariamente, una relación 
razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad propiamente 
dicha. Es decir, que la igualdad debe entenderse en función de las circunstancias que 





aplicación universal de la ley, no prohíbe que se contemplen soluciones distintas ante 
situaciones distintas, con tratamiento diverso. Todo lo expresado quiere decir, que la 
igualdad ante la ley no puede implicar una igualdad material o igualdad económica real 
y efectiva".  
VII.- Análisis del caso concreto. Adoptando como parámetro las anteriores 
consideraciones, se puede afirmar que la norma impugnada no quebranta el principio 
de igualdad. En primer lugar, porque la realidad demuestra que las parejas 
heterogéneas no están en la misma situación que las parejas homosexuales; 
consecuentemente, el legislador se encuentra legitimado para dar, en estos casos, un 
trato diferenciador. En esta dirección, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en 
la sentencia 05/98 de 17 de febrero de 1998 (Lisa Jacqueline Grant c/ South West 
Trains Ltd.), llegó a la conclusión de que las relaciones estables entre personas del 
mismo sexo que conviven sin que exista vínculo matrimonial, no están equiparadas a 
las relaciones entre cónyuges o entre personas de distinto sexo que conviven sin 
existir dicho vínculo. En segundo término, la norma legal persigue un fin constitucional 
legítimo: proteger el tipo de matrimonio aceptado por el constituyente originario, sin 
que ello implique que los diferentes tipos de uniones nuevas de la sociedad moderna 
no puedan tener regulaciones jurídicas para organizar sus propias circunstancias. 
Desde esta perspectiva, la imposibilidad contenida en la norma impugnada, atacada 
de inconstitucional, es un desarrollo jurídico de las discusiones dadas en la Asamblea 
Nacional Constituyente de 1949, y de criterios que, como se ha reseñado en las 
consideraciones de esta sentencia, tienen un arraigo socio-histórico indudable. Así las 
cosas, tal y como se explicará más adelante, a pesar de tener este Tribunal 
competencia para declarar la inconstitucionalidad de una norma, en el caso concreto, 
ello implicaría modificar toda la estructuración normativa de la concepción que sobre el 
matrimonio adoptó el constituyente originario. Adicionalmente, al perseguir la norma 
legal un fin constitucional legítimo, la distinción que hace entre un tipo de parejas y 
aquellas que quedan excluidas, resulta razonable y objetiva a la luz de lo señalado. Es 
decir, no estima la Sala que se trate de una norma arbitraria e irracional, sino una 
consecuencia lógica y necesaria de un tipo de matrimonio consagrado en el Derecho 
de la Constitución. Ahora bien, es criterio de la Sala que no existe la menor duda de 
que el constituyente originario optó por un matrimonio heterosexual monogámico. En 
efecto, revisando las Actas de la Asamblea Nacional Constituyente, Tomo N° II, 
páginas 569 y 573 a 586, sólo es posible concluir que la opción adoptada fue el 
matrimonio heterosexual. Adicionalmente, la Sala ha sostenido que: "...el 
ordenamiento jurídico-matrimonial costarricense se inspira en el concepto 
monogámico de la cultura occidental, de modo tal que para contraer matrimonio, debe 
existir libertad de estado..." (ver sentencia N? 3693-94 de las nueve horas con 
dieciocho minutos del veintidós de julio de mil novecientos noventa y cuatro). 
Retomando el tema de la Asamblea Nacional Constituyente, tenemos que en la 
discusión de las mociones presentadas por los Diputados Trejos, Esquivel, Desanti y 
González Flores, el debate giró en torno a padres, hijos, niños y madres; incluso la 
polémica se centró en la equiparación entre los hijos habidos dentro y fuera del 
matrimonio y la investigación de paternidad, lo que, obviamente supone que el 
constituyente originario tenía en mente un tipo de matrimonio muy puntual: el 
heterosexual monogámico. En lo que interesa, el Acta No.17 de la Asamblea Nacional 
Constituyente señala: "(…) Creemos que la familia, precisamente la familia organizada 
dentro de la institución matrimonial -cuyo ideal en un país católico-, es la célula 





Consecuente con lo anterior es lo señalado por esta Sala en resolución N°2001-07521 
de las 14:54 horas del 1 de agosto del 2001:  
II.- DEL CONCEPTO DE FAMILIA CONTENIDO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. 
Como bien lo señala el Procurador de Familia, el análisis de las normas que se 
consultan debe hacerse a la luz de los principios y normas constitucionales que se 
refieren al tema de la protección de la familia, es decir, al tenor de lo dispuesto en los 
artículos 51 y 52 de la Constitución Política, en cuanto disponen textualmente -en lo 
que interesa-:  
"Artículo 51. La familia como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene 
derecho a la protección especial del Estado. Igualmente tendrán derecho a esa 
protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido."  
"Artículo 52. El matrimonio es la base esencial de la familia y descansa en la igualdad 
de derechos de los cónyuges."  
De la primera disposición transcrita se deriva una obligación especial para el Estado 
costarricense, la de dotar de una protección especial a la familia, a la mujer, al niño, al 
anciano y al enfermo desvalido, en el caso concreto interesa la que se da a la familia; 
y en la segunda de ellas, aunque el constituyente potenció el matrimonio, entendiendo 
por tal la pareja (hombre y mujer) unida por vínculo jurídico, no prohibió la familia de 
hecho, de manera que el concepto de familia tutelado en las normas constitucionales 
es amplio y no restrictivo, de manera tal que en él se incluye tanto la familia unido por 
un vínculo formal -matrimonio-, como aquella en la cual la unión se establece por lazos 
afectivos no formales pero estables -uniones de hecho- en los que hay convivencia, ya 
que en ambas instituciones se garantizan la estabilidad necesaria para una vida 
familiar, en tanto se sustentan en una misma fuente, sea el amor, el deseo de 
compartir y auxiliarse, apoyarse y tener descendencia."  
En virtud de ello, pretender que en ese contexto la norma cuestionada se declare 
inconstitucional, resultaría contrario a lo dispuesto por el constituyente originario. Aún 
cuando este Tribunal no desconoce que dos personas del mismo sexo están en 
posibilidad de mantener una relación sentimental -situación que nuestro ordenamiento 
jurídico no veda-, el término matrimonio -como concepto jurídico, antropológico y 
religioso- está reservado exclusivamente a la unión heterosexual monogámica, y así 
está desarrollado en toda la normativa referente a las relaciones familiares. Ello ha 
sido reconocido así no solo por el constituyente originario, según se explicó 
anteriormente, sino también por la normativa infraconstitucional, y diversos 
instrumentos del derecho internacional. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, "también denominado Pacto de San José de Costa Rica", aprobada por Ley 
N.° 4534 de 23 de febrero de 1970, adopta un concepto heterosexual del matrimonio. 
En efecto, en el artículo 17, se indica que la familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y debe ser protegida por ella y el Estado. Se reconoce el 
derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio, entre sí, y a fundar una familia si 
tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la 
medida que no afecten el principio de no discriminación establecido en la Convención. 
Esta interpretación resulta razonable, al observar que el resto de la normativa de esta 
Convención, cuando hace alusión en términos generales indistintamente del sexo, se 





18, 20, 21, 22, 24, 25, entre otros). De manera que si el artículo 17 hace referencia a 
los términos hombre y mujer en forma expresa, y los demás utilizan el término 
"persona", es porque entiende que la institución del matrimonio es entre un hombre y 
una mujer entre ambos, y no entre dos personas del mismo sexo como pretende 
hacerlo ver el accionante. Además, se le impone el deber a los Estados parte de 
adoptar las medidas apropiadas para asegurar el derecho y la adecuada equivalencia 
de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio 
y en caso de su disolución. En este último supuesto, debe adoptar disposiciones que 
aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y 
convivencia de ellos. En igual sentido, se manifiesta el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, aprobado mediante Ley N° 4229 de 11 de diciembre de 
1968, cuando, en su numeral 23, manifiesta lo siguiente:  
"1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 
protección de la sociedad y del Estado.  
2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar 
una familia si tiene edad para ello.  
3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentes.  
4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para 
asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en 
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio, y en caso de disolución del mismo. En 
caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria 
a los hijos."  
Igual sucede con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la que, en su 
numeral 16 expresa lo siguiente:  
"Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción 
alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y 
disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en 
caso de disolución del matrimonio."  
Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Cossey vs. Reino 
Unido (1990), sostuvo que el derecho al matrimonio garantizado por el artículo 12 del 
Convenio de Roma de 1950, es el matrimonio tradicional entre dos personas de sexo 
biológico opuesto. Por su parte, el Tribunal Constitucional Español (Auto 222/94, de 11 
de julio de 1994) confirmó la tesis de que el art. 32.1 de la Constitución española se 
refiere exclusivamente al matrimonio entre personas de distinto sexo. "La unión entre 
personas del mismo sexo biológico no es una institución jurídicamente regulada ni 
existe un derecho constitucional a su establecimiento." A pesar de lo señalado en las 
anteriores citas jurisprudenciales, ello no obsta para que el constituyente derivado 
pueda regular las relaciones entre homosexuales.  
VIII.- Sobre la violación al derecho de libertad. Adicionalmente, el accionante 
reclama que la normativa impugnada infringe su libertad personal, consagrada en el 





"el artículo 28 de la Constitución Política preserva tres valores fundamentales del 
Estado de Derecho costarricense: a) el principio de libertad que, en su forma positiva 
implica el derecho de los particulares a hacer todo aquello que la ley no prohíba y, en 
la negativa, la prohibición de inquietarlos o perseguirlos por la manifestación de sus 
opiniones o por acto alguno que no infrinja la ley; b) el principio de reserva de ley, en 
virtud del cual el régimen de los derechos y libertades fundamentales sólo puede ser 
regulado por ley en sentido formal y material, no por reglamentos u otros actos 
normativos de rango inferior; y c) el sistema de la libertad, conforme el cual las 
acciones privadas que no dañen la moral, el orden público o las buenas costumbres y 
que no perjudiquen a tercero están fuera de la acción, incluso, de la ley. Esta norma, 
vista como garantía implica la inexistencia de potestades reglamentarias para restringir 
la libertad o derechos fundamentales, y la pérdida de las legislativas para regular las 
acciones privadas fuera de las excepciones, de ese artículo en su párrafo 2º, el cual 
crea, así, una verdadera "reserva constitucional" en favor del individuo, a quien 
garantiza su libertad frente a sus congéneres, pero, sobre todo, frente al poder público. 
(sentencia Nº6519-96 de las quince horas seis minutos del tres de diciembre de mil 
novecientos noventa y seis).  
Para los efectos del presente análisis, debe manifestarse que esta Sala ha sido 
consistente en señalar que los derechos y libertades fundamentales, pueden ser 
objeto de restricciones; sin embargo, a criterio de este Tribunal, la imposibilidad legal 
contenida en el inciso 6) del artículo 14 del Código de Familia, de ningún modo es una 
restricción al principio de libertad constitucional anteriormente desarrollado, ya que 
dicha imposibilidad hace referencia a que personas de un mismo sexo contraigan 
matrimonio, mas no así a que sostengan una relación sentimental o de pareja, sobre lo 
cual no existe ningún impedimento legal. Esta posición es congruente con el desarrollo 
conceptual y jurisprudencial de esta Sala en relación con el artículo 28 constitucional, 
anteriormente analizado. El matrimonio reconocido como derecho fundamental, tanto 
en la Declaración como en el Pacto citados, fue únicamente concebido para la relación 
intrínseca entre hombre y mujer, pues así lo señalan expresamente dichos 
instrumentos de derecho internacional, por lo que no puede reclamarse como un 
derecho en la forma en que pretende ejercerlo el accionante. Así las cosas, la 
imposibilidad contenida en el artículo impugnado simplemente es consecuencia de lo 
dispuesto en los instrumentos internacionales que, incluso, el mismo accionante 
señala como fundamento para la presente acción de inconstitucionalidad.  
IX.- Ausencia de normativa para regular las uniones homosexuales. De acuerdo 
con el análisis realizado, la Sala concluye que la imposibilidad legal para que personas 
del mismo sexo contraigan matrimonio, contenida en el inciso 6) del artículo 14 del 
Código de Familia, no lesiona el principio de libertad previsto en el artículo 28, ni el 
contenido del numeral 33, ambos de la Carta Política, toda vez que las parejas 
heterogéneas no están en la misma situación que las homosexuales. De manera que, 
ante situaciones distintas, no corresponde otorgar igualdad de trato. En consecuencia, 
tampoco procede aplicar la normativa desarrollada para el matrimonio en los términos 
actualmente concebidos en nuestro ordenamiento constitucional. Asimismo, no se 
produce roce constitucional por no existir impedimento legal para la convivencia entre 
homosexuales, y la prohibición contenida en la normativa impugnada se refiere 
específicamente a la institución denominada matrimonio, que el constituyente 
originario reservó para las parejas heterosexuales, según se explicó. A pesar de lo 





histórica del matrimonio (que permite llegar a la conclusión contraria a las 
pretensiones del accionante), esta Sala descarta que haya impedimento de alguna 
naturaleza para la existencia de uniones homosexuales. Más bien, hay una 
constatación empírica para indicar que han incrementado. Con ello, se presenta un 
problema que no radica en la norma aquí impugnada sino, más bien, en la ausencia 
de una regulación normativa apropiada, para regular los efectos personales y 
patrimoniales de ese tipo de uniones, sobre todo si reúnen condiciones de estabilidad 
y singularidad, porque un imperativo de seguridad jurídica, si no de justicia, lo hace 
necesario. Estamos, entonces, en presencia de un escenario de lege ferenda, pero ni 
por asomo de una omisión ilegítima del Estado. Esto se indica, además, porque en la 
documentación que corre agregada en autos, y según lo expresado en la audiencia 
oral llevada a cabo durante la sustanciación de este proceso, algunos países han ido 
promulgando leyes (en sentido formal) que han dotado de un marco jurídico y ciertas 
formalidades a estas uniones, con el propósito de que tengan efectos jurídicos 
específicos en relación a las personas que las llevan a cabo. Ante esta situación, este 
Tribunal considera que es el legislador derivado el que debe plantearse la necesidad 
de regular, de la manera que estime conveniente, los vínculos o derechos que se 
deriven de este tipo de uniones, lo cual evidentemente requiere de todo un desarrollo 
normativo en el que se establezcan los derechos y obligaciones de este tipo de 
parejas, a las cuales, por razones obvias, no se les puede aplicar el marco jurídico que 
el constituyente derivado organizó para el tratamiento de las parejas heterosexuales.  
X.- Conclusión.- Por los motivos señalados anteriormente, esta Sala llega a la 
conclusión de que el inciso 6) del artículo 14 del Código Familia, no es 
inconstitucional, y por ende, la presente acción debe ser desestimada.  
Por tanto:  
Se declara SIN LUGAR la acción. El magistrado Vargas salva el voto, y declara con 
lugar la acción con sus consecuencias. El magistrado Jinesta salva el voto, y declara 
con lugar la acción, por lo que admite el matrimonio entre personas del mismo sexo, 
dejando a salvo algunos efectos jurídicos, tales como la adopción de menores de edad 
y la patria potestad compartida de estos. Notifíquese. El magistrado Cruz pone nota.  
Luis Fernando Solano C.  
Presidente  
Luis Paulino Mora M. Ana Virginia Calzada M.  
Adrián Vargas B. Gilbert Armijo S.  
Ernesto Jinesta L. Fernando Cruz C.  
Voto Salvado del Magistrado Vargas Benavides  
Difiero del voto de mayoría en cuanto declara sin lugar la acción de 
inconstitucionalidad, y en su lugar, la declaro con lugar con todas sus consecuencias, 





las normas y principios que informan nuestra Constitución Política, así como de 
Instrumentos Internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por nuestro 
país.  
Considero indispensable tomar como punto de partida la diferencia que existe entre el 
matrimonio desde la óptica religiosa y el matrimonio como acto jurídico reconocido por 
el Estado como institución base de la familia. No hay duda de la influencia histórica 
que el cristianismo, sin perder de vista sus raíces enclavadas en el judaísmo, ha 
tenido en el mundo occidental y especialmente la Iglesia Católica en el desarrollo de la 
sociedad costarricense. Tampoco puede cuestionarse la existencia de normas 
vinculantes que deben ser observadas por todos los que profesamos la fe católica 
pero, cuya obligatoriedad alcanza únicamente las relaciones internas en la Iglesia, aún 
más allá de lo meramente espiritual; una especie de “interna corporis”. Sus 
disposiciones no poseen potencia jurídica frente a las promulgadas por el Estado en 
uso de su potestad de imperio. Quiere esto decir que si bien el Estado debe respetar 
esas normas, ello no significa que haya perdido la soberanía para legislar en materias 
que estime necesarias, aún en contra de regulaciones de aquélla. Téngase presente 
precisamente que Costa Rica ha legislado positivamente para reconocerle efectos 
civiles a los matrimonios-sacramento, propios y exclusivos en su diseño y organización 
de la Iglesia católica, sin hacerlo con otras confesiones religiosas de mayor antigüedad 
que la cristiana. Así también el Estado costarricense ha debido legislar, para 
responder democráticamente a aquellas personas que por razones de fe, o bien por 
haberlo decidido así en ejercicio de su libertad, requieren el reconocimiento de una 
unión absolutamente laica y de sus efectos en lo civil. El matrimonio civil ha sido 
diseñado para esas personas, aún a sabiendas de que éste no es reconocido por la 
Iglesia. Por otra parte, el divorcio como medio para cesar los efectos civiles del 
matrimonio es contrario al sacramento instituido por la Iglesia desde sus orígenes. 
Desde luego que la disolución del matrimonio (o más bien de sus efectos civiles) tiene 
valor frente a las autoridades estatales, mas no los tiene conforme a las regulaciones 
religiosas. Según el rito de la Iglesia Católica, el matrimonio-sacramento es 
indisoluble, sólo la muerte cesa sus efectos, la Iglesia no reconoce el divorcio, más 
bien lo censura. Ello no ocurre frente al Estado.  
De esta forma, vale recordar los enfrentamientos suscitados en Costa Rica durante 
buena parte del siglo diecinueve entre el Gobierno y la jerarquía eclesiástica, que 
culminaron con una buena cantidad de medidas, quizás impopulares en esa época, 
pero que hoy en día nadie cuestiona, como la secularización de los cementerios, o 
bien la introducción, a principios del siglo veinte en el sistema educativo, del estudio 
de las teorías evolutivas de Charles Darwin. Aquí el Estado no violentó las normas 
internas de la organización de la Iglesia ni tampoco las que relacionan a éstas con los 
feligreses. Simplemente estimó necesario y conveniente proceder como lo hizo, en 
ejercicio de las competencias que la Constitución le confería ( y que aún mantiene) 
para la satisfacción del interés general. Entonces, en mi opinión esta acción se refiere 
a cuestiones ajenas al ámbito religioso.  
Para efectos del ulterior razonamiento, parto de la existencia de dos tipos de 
matrimonio: el religioso y el estatal. El primero tiene reglas que el Estado debe 
respetar y, a su vez el segundo tiene las suyas que toda confesión religiosa también 
debe respetar. Se trata de respeto y de tolerancia. Sin embargo, el hecho de que el 





como suyas al promulgar las leyes que regirán los destinos de la sociedad, pues lo 
que importa es que el proceso de formación de éstas sea objetivo, transparente y 
sobre todo acorde con todos los principios y valores constitucionales, los cuales 
pueden coincidir o no con la visión de la Iglesia. Por este motivo es que no comparto 
que el concepto religioso de matrimonio sea “constitucionalizado”, pues como juez me 
encuentro obligado a resolver con base en criterios estrictamente jurídicos.  
No puedo negar que la norma del Código de Familia que prohíbe el matrimonio entre 
personas del mismo sexo fue emitida en un contexto donde la Iglesia Católica tenía 
una fuerte influencia, que trascendía incluso al ámbito temporal, así como tampoco 
desconozco que el Constituyente de 1949 al hablar del matrimonio tuvo en su mente el 
matrimonio “heterosexual y monogámico”, tal como lo señala el voto de mayoría. Sin 
embargo, no puedo compartir que el método de interpretación histórico que utiliza la 
mayoría de la Sala para fundamentar sus argumentos, sea aplicable en este caso en 
menoscabo de los derechos de la minoría homosexual, así como de una adecuada 
interpretación de las normas de la Ley Fundamental, acordes con su carácter de 
norma general y suprema. Si esto fuera así en todos los casos, la Sala se convertiría 
en una simple “vocera” de la voluntad del Constituyente originario, sin tener posibilidad 
alguna de “actualizar” el sentido de las normas constitucionales, intentando dilucidar 
su sentido actual, tal como lo ha hecho en otras oportunidades. Ejemplo de ello, es el 
reconocimiento que la Sala hizo de la unión de hecho, aun cuando la voluntad del 
Constituyente originario no fue proteger este tipo de familias.  
Considero que en el caso concreto ha operado una inconstitucionalidad sobreviniente 
de la norma impugnada, pues su sentido, originalmente acorde con el de la 
Constitución vigente al momento de su promulgación, ahora es contraria a la Carta 
evolucionada por la realidad social y el avance hacia una sociedad igualitaria y 
respetuosa de la dignidad humana. En la actualidad, las parejas homosexuales no 
sólo necesitan un parco reconocimiento oficial, pues en todo caso las preferencias 
sexuales se encuentran residenciadas en el ámbito de la más íntima libertad, intocable 
para el legislador, sino también la intervención del Estado para eliminar todas las 
barreras legales que continúan existiendo y que les impiden ser tratados en forma 
igualitaria. No basta con que la minoría homosexual ya no sea perseguida 
explícitamente para considerar que no es objeto de discriminación. Además, los 
ordenamientos jurídicos deben evolucionar y responder a las necesidades y realidades 
actuales, adecuándose a los principios más elementales que protegen al ser humano 
en su condición de tal.  
No basta señalar que “la sociología”, “la mayoría de los antropólogos” o “la religión” 
han prohibido este tipo de uniones en matrimonio, no sólo por la vaguedad e 
imprecisión de dichas fuentes, sino porque una interpretación progresiva de nuestra 
Constitución y de los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos 
ratificados por Costa Rica, no permiten excluir a la minoría homosexual de este 
instituto, según se analizará a continuación.  
1. NORMAS Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES VIOLADOS CON LA NORMA 
IMPUGNADA.  






No es ajeno a la Sala reconocer que un principio jurídico fundamental contenido en la 
Constitución Política de nuestro país es el respeto a la dignidad de todo ser humano y, 
en consecuencia, la prohibición absoluta de realizar cualquier tipo de discriminación 
contraria a esa dignidad. Lo anterior obliga a tratar a iguales como iguales y a 
desiguales como tales, por lo que no resultaría discriminatorio ni contrario a la 
dignidad humana reconocer diferencias entre personas o grupos de ellas, siempre y 
cuando, la diferenciación tenga una justificación razonable y objetiva  
Partiendo de lo anterior, debe tenerse en cuenta como premisa fundamental, que todo 
ser humano es digno en sí mismo y en consecuencia, es merecedor de respeto, sin 
importar su raza, religión, costumbres, orientación sexual, entre otros.  
La dignidad es inherente a la condición de ser humano, por su misma naturaleza, por 
lo cual es un valor de orden superior que no depende del consenso social ni se mide 
por la manifestación de una persona. Ejemplo de ello es que aún cuando un ser 
humano fuese relegado a un trato indigno, perseguido, encerrado en un campo de 
concentración o eliminado, esta circunstancia eventual no degrada en lo absoluto su 
valor en tanto ser humano.  
La dignidad humana no puede violentarse a través de normas legales que no respeten 
el derecho inalienable que tiene cada persona a la diversidad, tal como sucede con la 
norma que se impugna en la presente acción, la cual establece una prohibición 
contraria a la dignidad humana, desprovista de una justificación objetiva, pues se basa 
en criterios de orientación sexual, discriminando ilegítimamente a quienes tienen 
preferencias distintas de las de la mayoría, cuyos derechos o intereses en nada se ven 
afectados por la libre expresión de la libertad de aquellos.  
Este principio de dignidad, base de nuestro ordenamiento jurídico, se convierte en una 
condición inherente a todo ser humano, por lo que en forma alguna se justifica que las 
parejas homosexuales sean tratadas en forma diferente, en detrimento de su libertad y 
dignidad, reduciéndolos a la condición de ciudadanos y ciudadanas de segunda 
categoría, algo intolerable en una sociedad democrática y plural como la diseñada por 
el constituyente.  
El voto de mayoría señala que la norma impugnada no es discriminatoria, por cuanto 
las parejas homosexuales no se encuentran en la misma posición jurídica de las 
parejas heterosexuales. Sin embargo, no existe ningún argumento jurídico legítimo 
que me permita justificar una diferencia de trato como la que hace la norma 
impugnada. Por el contrario, la sentencia no explica en forma alguna en qué radica 
esa diferencia, por lo que considero que hacer tal afirmación sin un respaldo jurídico 
que lo complemente, evidencia que en realidad no existen motivos de fondo más allá 
de los prejuicios sociales o convicciones ideológicas ajenas al orden jurídico para no 
permitir que una pareja del mismo sexo tenga la posibilidad de contraer matrimonio, tal 
y como lo puede hacer cualquier persona heterosexual. Tanto hombres como mujeres, 
jóvenes como adultos mayores, personas sanas o discapacitadas, de un origen étnico 
o de otro, son seres humanos, por lo que realizar una diferencia basada únicamente 
en sus preferencias sexuales, resulta a todas luces discriminatorio y contrario a la 
dignidad humana. Se trata de una medida irracional, desprovista de cualquier 





Aun cuando resulta del todo respetable la opinión de algunos sectores de la sociedad 
costarricense que rechazan la posibilidad de permitir el matrimonio entre personas del 
mismo sexo y entiendo la polémica y divergencia de criterios que un tema como éste 
puede ocasionar, considero que la dignidad e igualdad humanas no dependen del 
consenso social, pues se trata de valores inherentes a la condición humana, sin 
excepciones. La historia de la humanidad ha estado plagada de injusticias infligidas 
por mayorías a grupos disidentes o simplemente diversos. Basta mirar la historia de 
comunidades enteras que han sido oprimidas y discriminadas, y las consecuencias 
que ello ha ocasionado en la paz de los pueblos, para concluir que es hora de una 
apertura que permita la inserción completa e igualitaria de la minoría homosexual en la 
sociedad, con todos sus derechos y todas sus obligaciones. El sentir de algunas 
personas no puede seguir siendo excusa para que el Estado continúe tolerando la 
marginación y exclusión de las minorías homosexuales de los institutos jurídicos 
reconocidos al resto de las personas, entre ellos el matrimonio.  
Además, no debe dejarse de lado que la progresividad es una cualidad inherente a los 
derechos fundamentales, consagrada positivamente en el artículo 26 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, y que ha sido reconocida por la Sala en varias 
oportunidades, por lo que resulta necesario interpretar las normas que reconocen 
derechos fundamentales en forma amplia y prospectiva, sin que en esta materia se 
permitan los retrocesos. En ese contexto, los derechos a la igualdad, a la libertad y a 
la posibilidad de formar una familia a partir de un vínculo matrimonial, deben ser 
reconocidos por igual a todas las personas, sin importar su orientación sexual.  
b) Sobre el principio de libertad  
El accionante también reclama que la norma impugnada resulta violatoria del principio 
de libertad reconocido en el numeral 28 de la Constitución Política, lo cual comparte el 
suscrito al estimar que con la prohibición de contraer matrimonio a las personas del 
mismo sexo, el Estado está interviniendo en la esfera inalienable de libertad de cada 
sujeto.  
El artículo 28 constitucional dispone que nadie puede ser perseguido ni inquietado por 
acto alguno que no infrinja la ley, pero además reconoce que están fuera del alcance 
de la ley todas las acciones privadas que no dañen la moral o el orden público o que 
no perjudiquen a terceros, con lo cual ni siquiera la ley puede invadir el ámbito 
intangible de la libertad, salvo en los casos que la misma Constitución lo permita.  
En consecuencia, la potestad regulatoria del Estado no puede menoscabar el régimen 
de libertad de los individuos, por lo que ante cualquier medida restrictiva, debe 
sopesarse el perjuicio que genera en el titular de la libertad y el beneficio que la 
colectividad obtiene a partir de ello, para determinar si existe una justificación objetiva 
y razonable. Partiendo de lo anterior, considero que la prohibición impuesta a las 
personas del mismo sexo para contraer matrimonio entre sí, resulta inconstitucional, 
por violentar también lo dispuesto en el artículo 28 de la Constitución Política, pues 
con dicha prohibición se está produciendo un perjuicio evidente a las minorías 
homosexuales, sin que se esté protegiendo derechos de terceros o generando algún 
beneficio para la colectividad, toda vez que el vínculo matrimonial de las personas 
heterosexuales en nada se refuerza o se debilita por el hecho de que se permita a las 





Asimismo, rechazo categóricamente que las relaciones homosexuales sean actos 
inmorales o contrarios a las buenas costumbres, pues ello no sólo sería reforzar 
sentimientos homofóbicos contra las parejas homosexuales, sino que además sería 
negar su dignidad como personas. La negación de la diversidad es el principio de la 
intolerancia, y la intolerancia es la forma más acabada de negación de la dignidad de 
las personas.  
Es indudable que nadie puede realizarse como ser humano si no se respeta su ámbito 
de libertad, que comprende también su derecho a la libre orientación sexual, por lo 
que el Estado no debe ni puede intervenir en un aspecto tan íntimo como lo que cada 
persona decida o prefiera hacer en ejercicio de esa libertad.  
Por lo anterior, y tomando en consideración que el Estado sólo puede intervenir en 
aras de proteger la moral, las buenas costumbres y los derechos de terceros, 
considero que la norma impugnada debe ser declarada inconstitucional pues la 
prohibición no responde a ninguno de esos supuestos, constituyéndose así en una 
norma carente de razón y ajena al régimen democrático.  
c) Sobre el principio de razonabilidad.  
La Sala ha reconocido que para que un acto limitativo de derechos sea razonable 
debe cumplir una triple condición: debe ser necesario, idóneo y proporcional.  
Resulta innegable que la prohibición establecida en perjuicio de las parejas 
homosexuales para contraer matrimonio ni siquiera es necesaria, pues con ella no se 
está protegiendo ningún bien jurídico superior, pues como ya indiqué, la norma en 
nada incide sobre la esfera de derechos de las parejas heterosexuales al no reforzar ni 
debilitar su vínculo. No beneficia el orden público ni contribuye en nada a mejorar las 
condiciones de las demás personas. Por el contrario, con la prohibición apuntada se 
lesionan los derechos fundamentales de la minoría homosexual, con lo cual la norma 
deviene contraria al Derecho de la Constitución.  
Al no cumplirse ni siquiera el requisito de necesidad de la norma, tampoco puede 
considerarse que sea idónea y proporcional al fin que se pretende conseguir, el cual 
no es más que continuar marginando a las parejas del mismo sexo al negárseles la 
posibilidad de contraer matrimonio. Lo anterior, no significa que el Estado no tenga la 
posibilidad de regular e imponer límites al matrimonio, tal como lo hace en el artículo 
14 del Código de Familia, sin embargo estos límites deben ser razonables y objetivos, 
lo cual no ocurre con el contemplado en el inciso 6) de dicho artículo, por todas las 
razones ya indicadas.  
Aun cuando la Procuraduría General de la República y la mayoría de la Sala 
consideran que la norma persigue un fin legítimo que es proteger el tipo de matrimonio 
adoptado por el Constituyente originario, reitero mi oposición a este argumento, pues 
bajo esa perspectiva, la Sala no podría declarar nunca la inconstitucionalidad de una 
norma que deviene inconstitucional por el pasar del tiempo. Dicha tesis negaría la 
existencia del instituto de la inconstitucionalidad sobreviniente, ya ampliamente 
reconocida en la jurisprudencia constitucional. Como indiqué antes, si bien el método 
de interpretación histórico es válido, no debe utilizarse en menoscabo de los derechos 





d) Sobre el concepto de familia y el matrimonio como derecho fundamental.  
Aunado a lo ya indicado, considero que lo dispuesto en los artículos 51 y 52 de la 
Constitución Política que se refieren a la familia y al matrimonio, también deben 
tomarse en cuenta para concluir que la prohibición contenida en el inciso 6) del 
artículo 14 del Código de Familia resulta contraria al Derecho de la Constitución.  
El artículo 51 constitucional determina que la familia es el elemento natural y 
fundamento de la sociedad, por lo que tiene derecho a la protección especial del 
Estado. De dicho artículo no se desprende cuál es la definición del concepto de familia 
de la cual se debe partir; sin embargo, en la actualidad ya no puede entenderse que 
se trata únicamente de la familia nuclear, compuesta por mamá, papá e hijos.  
Es claro que ya se encuentra superada la concepción de la familia basada sólo en la 
capacidad de procreación y de asistencia de los hijos, pues bajo ese supuesto tendría 
que entenderse que los matrimonios donde no existen hijos no pueden ser englobados 
dentro del concepto de familia. De igual forma, existen familias compuestas por 
abuelos, sobrinos, primos, tíos, e inclusive personas que no están unidas por un 
vínculo de parentesco, pero que han decidido llevar una convivencia común. 
Asimismo, es sabido que en la actualidad la mayoría de los hogares costarricenses 
están compuestos únicamente por jefas de hogar, e incluso es un hecho público y 
notorio en nuestro país, que un tribunal de familia otorgó la custodia de un menor a 
una persona que nació bajo el sexo masculino pero que decidió vivir su vida como 
mujer, pues se determinó que el menor tenía fuertes lazos emocionales con esa 
persona, considerándola “su mamá”. Estas condiciones “especiales” que he 
mencionado, no menoscaba la condición de familia de estos núcleos, por lo que se 
evidencia que el concepto no puede ser entendido en la actualidad desde el punto de 
vista tradicional.  
Resulta entonces que el concepto de familia es mucho más amplio y complejo 
actualmente, pues se trata más bien de proteger la convivencia ligada por lazos 
emocionales conjuntos. En ese sentido, la Relatora Especial de Naciones Unidas 
sobre Violencia contra las Mujeres, Radhika Coomaraswamy: señaló que "... no se 
debería definir la familia mediante una construcción formalista, nuclear, la de marido, 
mujer e hijos/as. La familia es el lugar donde las personas aprenden a cuidar y a ser 
cuidadas, a confiar y a que se confíe en ellas, a nutrir a otras personas y a nutrirse de 
ellas ”, lo cual abre la puerta para reconocer la multiplicidad de formas familiares 
existentes. (Citado por Claudia Hinojosa y Alejandra Sardá en “Consecuencias 
económicas y sociales de la discriminación contra las lesbianas en Ámerica Látina”, 
página web http://www.rebelion.org/mujer/031028ch.htm)  
En consecuencia, considero que no puede negarse que las parejas homosexuales que 
tienen una relación permanente y estable se engloben dentro del concepto de familia, 
pues las definiciones de familia basadas en el parentesco o en la unión de un hombre 
con una mujer se encuentran superadas por la realidad actual y únicamente sirven 
para impedir que todas las personas, sin importar sus preferencias sexuales, puedan 
disfrutar igualitariamente de sus derechos.  
Por lo anterior, y tomando en consideración que el artículo 52 constitucional reconoce 





homosexuales la posibilidad de contraer matrimonio, pues como indiqué, éstas 
también deben englobarse dentro del concepto de familia que regula la Constitución. 
En consecuencia, considero que la prohibición contenida en la norma impugnada 
resulta violatoria también de lo dispuesto en los numerales 51 y 52 de la Constitución 
Política.  
Tampoco puede negarse que el matrimonio en sí mismo es un derecho fundamental, y 
la propia Sala así lo ha reconocido a partir de lo dispuesto en el artículo 52 
Constitucional y en los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y 17.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, determinando que en 
virtud de ello, no puede ser impedido u obstaculizado de modo irrazonable por el 
Estado (sentencia N°3693-94, de las 9:18 horas del 22 de julio de 1994). Si el 
matrimonio es un derecho fundamental, es inherente a la propia condición humana sin 
importar la orientación sexual de la persona.  
Por lo anterior, no comparto el criterio de la mayoría de la Sala ni de la Procuraduría 
General de la República, en el sentido de que la protección a las parejas 
homosexuales es materia que debe ser reservada al legislador. Esto no es más que 
negar la importancia de los principios y derechos constitucionales que están en juego 
en este caso, además de desconocer el plano de igualdad en que se encuentran las 
parejas homosexuales con relación a las demás. Tampoco considero que deban 
forzarse otras figuras del derecho común para regular todo lo relativo a las uniones de 
personas del mismo sexo, pues el matrimonio es el instituto jurídico reconocido por el 
Estado para la protección de la familia, concepto dentro del cual debe incluirse a las 
parejas homosexuales que hayan optado libremente por formar una familia. Crear 
institutos “especiales” para regular estas uniones más bien propicia y acrecienta la 
discriminación y la homofobia.  
Por ello, el matrimonio seglar debe verse en sus dos vertientes, pues además de ser 
un derecho fundamental en sí mismo, es el instituto o acto jurídico que el Estado ha 
reconocido como medio de formalizar una unión, que tiene efectos civiles y que en 
consecuencia, debe estar al alcance de cualquier persona sin importar su orientación 
sexual.  
2. NORMAS DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE 
DERECHOS HUMANOS VIOLADAS CON LA NORMA IMPUGNADA.  
Además de las normas constitucionales violentadas, considero que la prohibición de 
contraer matrimonio impuesta a las personas del mismo sexo, también resulta 
contraria a una serie de instrumentos internacionales en materia de derechos 
humanos aprobados por Costa Rica.  
El artículo 16 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos reconoce el 
derecho de “todos los hombres y las mujeres” sin restricción alguna a fundar una 
familia, para lo cual establece como dos únicos requisitos que se encuentren en edad 
núbil y que exista libre y pleno consentimiento, reconociendo además que la familia es 
el fundamento esencial de la sociedad. Además, dispone que los derechos ahí 
protegidos deben reconocerse a toda persona sin distinción alguna de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o 





De igual forma, el artículo 23 inciso 2) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos reconoce el “ derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a 
fundar una familia si tiene edad para ello ”.  
En el ámbito americano, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre establece en su artículo 2° que “todas las personas son iguales ante la ley y 
tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, 
sexo, idioma, credo ni otra alguna .” Y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos establece en su artículo 1° que: “Los estados partes en esta Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar 
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social ”  
De la interpretación armónica de los textos normativos mencionados, se desprende 
con toda claridad que en ellos no se permite restricción alguna para contraer 
matrimonio por razones de orientación sexual, y aun cuando se estipula que es un 
derecho de todo “hombre y mujer”, no establece la obligación de que sea 
necesariamente una unión de hombres y mujeres entre sí. Por el contrario, debe 
interpretarse a la luz del principio de igualdad, que el matrimonio es un derecho 
consustancial a hombres y mujeres, pero no únicamente para ser ejercido por parte de 
parejas compuestas por personas de distinto sexo. Esto debe ser así, en virtud del 
principio pro homine y pro libertate, que obligan siempre a interpretar las normas 
relativas a derechos fundamentales, a favor de la persona.  
Tanto el informe de la Procuraduría General de la República como el voto de mayoría 
de la Sala se limitan a citar resoluciones de Tribunales extranjeros que datan de hace 
varios años, desconociendo la nueva tendencia de protección a estas uniones. Si bien 
existen resoluciones que escapan de nuestra realidad al desarrollarse en el ámbito 
europeo, sirven para ejemplificar la tendencia expansiva y progresiva que existe en el 
mundo en esta materia.  
El primer paso lo constituyó la Recomendación 924/1981 de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa, que instó a los Estados miembros a abolir las 
leyes que sancionaban penalmente la homosexualidad. A partir de ese momento ha 
existido una apertura progresiva para la protección de las minorías homosexuales, que 
ha dejado sin vigencia resoluciones como las que cita la sentencia de mayoría.  
En el caso Salgueiro de Silva Mouta contra Portugal, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos reconoció que el artículo 14 del Convenio que se refiere a la no 
discriminación, incluye el concepto de la orientación sexual.  
De igual forma, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, en su 
comunicación Nº 941/2000 determinó que la prohibición de discriminación 
contemplada en el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
incluye también la discriminación basada en motivos de orientación sexual.  
De enorme relevancia también resulta la resolución 28/1994 del Parlamento Europeo, 





ponga fin a la prohibición de contraer matrimonio, o de acceder a regímenes jurídicos 
equivalentes, a las parejas de lesbianas o de homosexuales, garantizando a dichas 
uniones los derechos y beneficios del matrimonio.  
En el año 1999, el Tratado de Ámsterdam modificó el Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea, estableciendo que debían adoptarse las acciones adecuadas 
para luchar contra la discriminación por motivos de sexo, de origen racial o étnico, 
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual , incorporando por 
primera vez este término en un tratado internacional como elemento descalificador de 
cualquier discriminación efectuada en razón de éste.  
Por lo anterior, al citarse en el voto de mayoría el pronunciamiento del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos del año 1990, basado en el Convenio de Roma, se 
está desconociendo que en la actualidad existen instrumentos internacionales más 
recientes que han ampliado la protección a las minorías homosexuales y que prohíben 
toda forma de discriminación, incluyendo aquella por razones de orientación sexual. 
No toma en consideración la mayoría de la Sala que la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea firmada en Niza el siete de diciembre de dos mil, 
sea con posterioridad al Convenio de Roma, establece en su artículo 21 la prohibición 
de “toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, color, 
orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, 
opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, 
patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual ”. Además, dicha 
Carta establece el derecho a contraer matrimonio y a fundar una familia en su artículo 
9, el cual debe ser interpretado a la luz del principio de igualdad contenido en el 
numeral 21 ya comentado.  
Como puede observarse, la tendencia expansiva y progresiva de los derechos 
humanos ha llevado a los países a sumarse a la lucha contra toda forma de 
discriminación, incluyendo la basada en la orientación sexual. De ahí el 
reconocimiento que se ha dado al matrimonio entre personas del mismo sexo en 
países como Canadá, Holanda, Bélgica, España y en los estados de Massachussets y 
California en Estados Unidos.  
Si bien algunos países han adoptado el cambio a través de reformas legales, fue en 
virtud de que la discusión se planteó primero en el ámbito legislativo, sin que ello 
enerve la posibilidad de que sea en el ámbito judicial donde se realice este avance, 
pues en el fondo, el reconocimiento de derechos de las personas homosexuales a 
contraer matrimonio, es simplemente el acatamiento del sistema constitucional según 
el significado actual de la Ley Fundamental. Ejemplo de ello, es que también hay 
ordenamientos que evolucionaron a través de resoluciones judiciales que consideraron 
inconstitucionales y violatorias de derechos humanos las prohibiciones legales que 
impedían el matrimonio entre personas del mismo sexo. Canadá es uno de esos 
casos, donde primero se dictaron resoluciones judiciales en la mayoría de los Estados, 
y no fue sino hasta el año 2005 que se emitió una ley federal para uniformar su 
tratamiento. De igual forma, desde el 18 de noviembre de 2003, en el Estado de 
Massachussets en Estados Unidos, la Corte Judicial Suprema había declarado 
inconstitucionales y discriminatorias las leyes estatales que impedían el matrimonio del 





De lo anterior se desprende que el reconocimiento a las uniones entre personas del 
mismo sexo, es un tema que está en constante avance en los diferentes 
ordenamientos jurídicos, por lo que Costa Rica no debe ser la excepción. Como 
estado históricamente respetuoso de la institucionalidad y los derechos de las 
personas, debe adoptar las medidas necesarias para abolir cualquier forma de 
discriminación contraria ala dignidad humana, como la que es objeto de esta acción.  
Conclusiones  
A partir de todos los argumentos anteriormente esbozados, considero que la norma 
impugnada resulta violatoria de los principios y valores que informan nuestra 
Constitución Política, así como de lo dispuesto en instrumentos internacionales 
ratificados por Costa Rica en materia de derechos humanos.  
Con mi voto pretendo anular la norma que establece la prohibición a las personas del 
mismo sexo para contraer matrimonio, y en consecuencia, reconocer a las parejas 
homosexuales todos los derechos que disfrutan las parejas heterosexuales, entre 
ellos los relativos a la seguridad social, prestaciones laborales, adopciones, guarda y 
crianza conjunta de menores, entre otros. Lo anterior, por cuanto no considero que en 
la presente acción se pueda eliminar una discriminación, para imponer otra, como lo 
sería limitar cualquier derecho que ya es otorgado a las parejas heterosexuales en 
virtud del matrimonio.  
Si bien no es el objeto de esta acción, estoy conciente de la puerta que se abre al 
aceptar el matrimonio de las parejas homosexuales en cuanto al tema de la adopción 
y guarda y crianza de menores, lo cual no considero sea un tema a discutir en esta 
sede, pues el otorgamiento de este derecho no operará de forma automática, sino que 
las parejas homosexuales –al igual que las heterosexuales- deberán reunir todos los 
demás requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para recibir un menor, y en 
consecuencia, debe demostrarse a través de informes psicosociales y estudios 
rigurosos la idoneidad o no de la pareja, lo cual obviamente escapa de la materia 
constitucional y corresponde determinar a las instancias técnicas correspondientes.  
En todo caso, estimo que debe otorgarse la posibilidad a las parejas homosexuales de 
decidir si desean vivir bajo la institución del matrimonio, o si por el contrario desean 
continuar su soltería o vivir en un régimen de unión de hecho, en cuyo caso también 
debe otorgarse reconocimiento después de una convivencia de tres años, tal como 
sucede en el caso de las parejas heterosexuales. Por lo anterior, como consecuencia 
de mi voto, también creo indispensable interpretar el artículo 242 del Código de 
Familia, en el sentido de que la unión de hecho también debe reconocerse en el caso 
de parejas del mismo sexo, pues al eliminarse la prohibición para contraer matrimonio 
tienen aptitud legal para que se les reconozca su unión de hecho también.  
En consecuencia, he decidido apartarme del criterio de mis compañeros, pues estimo 
que el rompimiento de barreras legales es el primer paso para lograr una evolución 
verdadera en la mentalidad del sector de la población que desconoce los derechos de 
la minoría homosexual y de cualesquiera otras minorías afectadas por estigmas 
discriminatorios y mermados en sus derechos fundamentales. De lo contrario, no se 
hace más que reforzar los sentimientos de irracional intolerancia e impedir una 





obstaculizar la impostergable puesta en práctica de estrategias de educación y 
concienciación en torno a la diversidad sexual y a la igualdad como norte ineludible de 
nuestro sistema político.  
Adrián Vargas B.  
69/03-8127  
VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO JINESTA LOBO  
El suscrito Magistrado salva el voto, y declara con lugar la acción, por lo que admite el 
matrimonio entre personas del mismo sexo, dejando a salvo algunos efectos jurídicos, 
tales como la adopción de menores de edad y la patria potestad compartida de éstos. 
Lo anterior, con fundamento en las siguientes consideraciones:  
I.- INTERPRETACIÓN EVOLUTIVA Y FINALISTA DE LAS NORMAS 
CONSTITUCIONALES . La interpretación de las normas jurídicas por los operadores 
jurídicos con el propósito de aplicarlas no puede hacerse, única y exclusivamente, con 
fundamento en su tenor literal, puesto que, para desentrañar, entender y comprender 
su verdadero sentido, significado y alcances es preciso acudir a diversos instrumentos 
hermenéuticos tales como el finalista, el institucional, el sistemático y el histórico-
evolutivo. Sobre este particular, el Título Preliminar del Código Civil en su numeral 10 
establece que "Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, 
en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad 
social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al 
espíritu y finalidad de ellas". Las proposiciones normativas se componen de términos 
lingüísticos los que tienen un área de significado o campo de referencia así como, 
también, una zona de incertidumbre o indeterminación, que puede provocar serios 
equívocos en su interpretación y eventual aplicación. En virtud de lo anterior, al 
interpretar una norma es preciso indagar su objetivo (ratio) o fin propuesto y supuesto, 
respecto del cual la norma tiene naturaleza instrumental -método teleológico-. El 
interprete debe, asimismo, confrontarla, relacionarla y concordarla con el resto de las 
normas jurídicas que conforman en particular una institución jurídica -método 
institucional- y, en general, el ordenamiento jurídico -método sistemático-, puesto que, 
las normas no son compartimentos estancos y aislados sino que se encuentran 
conexas y coordinadas con otras, de forma explícita o implícita. Finalmente, es preciso 
tomar en consideración la realidad socio-económica e histórica a la cual se aplica una 
norma jurídica, la cual es variable y mutable por su enorme dinamismo, de tal forma 
que debe ser aplicada para coyunturas históricas en constante mutación -método 
histórico-evolutivo-. Cuando de interpretar una norma jurídica se trata, el intérprete no 
puede utilizar uno solo de los instrumentos indicados, por no tener un carácter 
excluyente, sino que los mismos son diversos momentos o estadios imprescindibles 
del entero y trascendente acto interpretativo. La interpretación evolutiva de la norma 
constitucional a la luz de la realidad o del contexto social imperante en un momento 
histórico determinado, se impone con mayor fuerza, dada, en la mayoría de las 
ocasiones, su textura abierta e indeterminada, lo cual facilita la solución de diversas 






II.- INTERPRETACIÓN EVOLUTIVA DEL ORDINAL 52 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA . El numeral 52 de la Constitución Política dispone lo siguiente:  
"El matrimonio es la base esencial de la familia y descansa en la igualdad de derechos 
de los cónyuges"  
Este precepto constitucional fue concebido por el constituyente originario con una gran 
capacidad visionaria y de adaptación a las nuevas y siempre mutables circunstancias 
que surgieran en el contexto social, en efecto, el precepto no hace referencia, bajo 
ningún concepto, al matrimonio heterosexual, puesto que, no limita los contornos de la 
institución a una unión ente un hombre y una mujer, el único término que emplea es el 
de cónyuges, rol o papel que puede ser desempeñado por personas de distinto o de 
igual sexo. De otra parte, si bien es cierto la norma fundamental de comentario 
proclama que el matrimonio es la base esencial de la familia, esa sola circunstancia no 
excluye el matrimonio entre personas del mismo sexo con el fin de contar con un 
modelo jurídico de convivencia que sirva de marco para regular ciertas consecuencias 
jurídicas y patrimoniales. Por su parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos 
del 10 de diciembre de 1948, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en sus artículos, 
respectivamente, 16, 23 y 17 le reconocen a los hombres y mujeres, a partir de la 
edad núbil, el derecho a casarse o contraer matrimonio, previo y pleno consentimiento 
de los contrayentes, sin excluir expresamente el matrimonio entre personas del mismo 
sexo.  
III.- DIGNIDAD INTRÍNSECA A LAS PERSONAS CON UNA ORIENTACIÓN 
HOMOSEXUAL. Las personas que tienen una orientación sexual diferente a la social 
y culturalmente común -heterosexual- gozan de una serie de derechos fundamentales 
y humanos inherentes a su sola condición de persona y a su dignidad humana 
intrínseca. En efecto, uno de los valores y principios ancilares del Derecho de la 
Constitución lo constituye la dignidad sobre el cual se erige el edificio entero de la 
parte dogmática de la Constitución, esto es, de los derechos fundamentales de las 
personas. Es a partir del reconocimiento de la dignidad intrínseca al ser humano que 
los instrumentos internacionales de Derechos Humanos y las Constituciones internas 
le otorgan una serie de libertades y derechos indiscutibles y universalmente 
aceptados. Así la Declaración Universal de Derechos Humanos del 10 de diciembre de 
1948, en su Preámbulo y artículo 1° establece, respectivamente, lo siguiente:  
"Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana (…)"  
"Artículo 1  
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (…)".  
La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 11, párrafo 1°, 
bajo el epígrafe de "Protección de la Honra y de la Dignidad" dispone lo siguiente:  





Por su parte, nuestra Constitución Política en su artículo 33 proscribe cualquier 
discriminación contraria a la dignidad humana. Tales mandatos del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y de la propia norma fundamental imponen el 
respeto y reconocimiento de la dignidad intrínseca de las personas que tienen una 
orientación sexual particular y que desean tener un modelo jurídico determinado de 
regulación de su convivencia, como el matrimonio, con otras parejas del mismo sexo.  
IV.- DERECHO A LA IGUALDAD DE LAS PERSONAS CON UNA ORIENTACIÓN 
HOMOSEXUAL. Las personas con una orientación sexual determinada y diferente a la 
comúnmente aceptada, no debe ser objeto de discriminaciones por esa sola condición. 
Es evidente que, el artículo 14, inciso 6), del Código de Familia al establecer un motivo 
de impedimento legal del matrimonio entre personas de un mismo sexo, resulta, a 
todas luces, discriminatorio, puesto que, no existe un motivo objetivo y razonable para 
formularlo, sobre todo, si esa institución tiene por objeto fundamental la vida en 
común, la cooperación y el mutuo auxilio, aspectos que, también, pueden predicarse 
respecto de una pareja del mismo sexo y no exclusivamente de una heterosexual. 
Adicionalmente, el entero ordenamiento jurídico interno, resulta desde una perspectiva 
sistemática y general, discriminatorio, en cuanto no le ofrece a las parejas del mismo 
sexo otra alternativa de convivencia, condenándolas a tener una existencia fáctica sin 
regulación normativa alguna y, por consiguiente, dejando sus efectos y consecuencias 
en un limbo jurídico con la correlativa y manifiesta inseguridad jurídica que acarrea esa 
laguna normativa.  
V.- LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD DE LAS PERSONAS CON UNA 
ORIENTACIÓN HOMOSEXUAL. El fundamento de los derechos humanos y 
fundamentales encuentra asidero en la dignidad intrínseca a todo ser humano y, 
desde luego, en el libre albedrío que le es consustancial. Toda persona tiene el 
derecho al libre desarrollo de su personalidad o a su propia autodeterminación, siendo 
una de sus principales manifestaciones la orientación sexual por la que opte, la cual 
forma parte de la esfera de intimidad o privacidad por lo que debe estar exenta de 
cualquier injerencia externa. Si la escogencia de una determinada orientación sexual 
forma parte del libre desarrollo de la personalidad, el Estado y sus instituciones deben 
adoptar todas aquellas medidas necesarias y pertinentes que la respeten y estimulen, 
de modo que no puede soslayarse la determinación que libremente adopta un grupo 
considerable de la población, propiciando una anomia e inseguridad jurídica. Todo ser 
humano tiene el derecho a autodeterminarse con el propósito de ser feliz, siempre que 
no transgreda los derechos de los terceros y los límites intrínsecos y extrínsecos (v. gr. 
orden público, buenas costumbres, moral, etc.) de los derechos fundamentales de los 
que son titulares. Si un ser humano obtiene felicidad y desarrollo pleno manteniendo 
una relación de pareja con una persona del mismo sexo tanto los entes públicos como 
el resto de la colectividad deben respetar y tolerar esa opción libre de 
autodeterminación o de desarrollo de la personalidad y, desde luego, lo que es más 
importante, ofrecer soluciones y alternativas jurídicas para regular y normar esas 
situaciones evitando la inercia en su abordaje en virtud de una serie de prejuicios 
históricos, sociales y religiosos. Finalmente, cabe agregar que son consustanciales a 
un Estado Social y Democrático de Derecho maduro los valores constitucionales de la 
tolerancia y el respeto por las opciones que, en el ejercicio del libre desarrollo de la 





VI.- INTERES SUPERIOR DEL NIÑO Y LA LIMITACIÓN DE ALGUNOS EFECTOS 
INHERENTES AL MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. La 
Declaración de los Derechos del Niño (Asamblea General de las Naciones Unidas del 
20 de noviembre de 1959, resolución 1386, XIV) establece en su Principio 2° que en 
las medidas legislativas y de otra índole que se adopten para la protección especial 
del menor, su desarrollo físico, mental, moral, espiritual y social normal y en 
condiciones de libertad y dignidad "(…) la consideración fundamental a que se 
atenderá será el interés superior del niño" -concepto reiterado en el Principio 7°, 
párrafo 2°-. Por su parte, la Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 3°, 
párrafo 1°, preceptúa que "En todas las medidas concernientes a los niños que tomen 
las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 
atenderá será el interés superior del niño". De otra parte, precisamente en aras del 
interés superior del niño, en condiciones ordinarias y normales, tiene derecho a 
conocer a sus padres y a ser cuidado por éstos y, desde luego, para su pleno y 
armonioso desarrollo de su personalidad a contar, salvo excepciones calificadas, con 
la presencia permanente de la figura paterna y materna (artículos 7°, párrafo 1°, 9°, 10 
y 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño). Sobre este particular, el Principio 
6 de la Declaración de los Derechos del Niño, dispone que "El niño, para el pleno y 
armonioso desarrollo de su personalidad, necesita amor y comprensión. Siempre que 
sea posible, deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres (…)". La 
presencia de la figura paterna y materna y de sus distintos roles, como derecho del 
niño en condiciones ordinarias, determina que ciertos efectos inherentes a la 
institución del matrimonio, no puedan ser reconocidos a las parejas de un mismo sexo 
que optan por ese modelo jurídico de convivencia, tales como la posibilidad de adoptar 
menores de edad o bien de compartir la patria potestad, en caso de disolución de un 
matrimonio heterosexual previo.  
Ernesto Jinesta Lobo  
Nota del Magistrado Cruz Castro : Coincido plenamente con el criterio que se 
expresa en el voto mayoritario, sin embargo, debo destacar que desde el punto de 
vista socio-cultural, el matrimonio ha tenido una clara vocación heterosexual. Antes 
que surgiera el tema de los derechos fundamentales, con la revolución norteamericana 
y la revolución francesa, el matrimonio se concebía como un instituto que requería que 
los cónyuges fuesen de diferente sexo. Esta definición no sólo tiene un origen ético-
religioso, especialmente en la perspectiva judeocristiana, sino que cumple una función 
muy importante: ser un poderoso instrumento de control de la sociedad patriarcal 
sobre la mujer. En el derecho romano, de indudable valor en la cultura occidental, los 
derechos de la mujer casada tenían una clara restricción a favor del esposo. Esta 
asimetría no puede considerarse como una protección para las mujeres, pues más 
bien se las catalogaba como incapaces de ejercer su libertad. La Historia del Derecho, 
desde las leyes babilónicas, las normas que contiene el Antiguo Testamento, las 
Epístolas de San Pablo, los textos de los Padres de la Iglesia y de los Escolásticos, las 
normas vigentes en la Grecia clásica, el derecho romano, el derecho medieval hasta el 
Código Napoleón y todos los cuerpos normativos que de él se derivan, demuestran 
que el matrimonio y la familia que lo sustenta, se erigió como un instrumento de 
control de la cultura patriarcal y de los varones sobre las mujeres. El matrimonio 
suponía la existencia de una persona que se sometía a la voluntad y el control de la 





jurisconsulto inglés Sir William Blackstone, describía el matrimonio en términos 
esencialmente asimétricos, destacando que este instituto “…anula la misma existencia 
legal de la mujer, o al menos queda incorporada o consolidada en la del marido, bajo 
cuya ala, protección y cobijo ella realiza todo….Mi mujer y yo somos uno, y ese uno 
soy yo…”. Hasta 1975, el código civil español equiparaba la mujer casada a los niños, 
a los locos o dementes y a los sordomudos que no supieran leer ni escribir; esta 
definición les impedía contratar (art. 1263 del código civil español ). El papel de la 
mujer dentro de la institución matrimonial tenía una clara definición y vocación 
subalterna. Los escritos desde el medioevo hasta la década del setenta del siglo 
veinte, destacan en la mujer la sumisión y la obediencia al marido, aún contra sus 
propios intereses. Por ejemplo, entre las familias reales existía la regla que establecía 
que si no podía heredar un varón, las propiedades y el título no lo podía ejercer, 
autónomamente, una mujer. Así le ocurrió a Leonor de Aquitania, a quien no se le 
permitió gobernar por sí misma, debiendo cederlo a los sucesivos esposos que tuvo. 
En alguna ocasión, uno de sus cónyuges la privó de su libertad, sin que tal acción 
tuviese consecuencias, pues era admisible que el marido le limitara la libertad a su 
esposa. Ni siquiera con la Ilustración y sus filósofos se modificó la situación, pues los 
derechos fundamentales de las personas, especialmente la libertad, no incluía a las 
mujeres. Esta discriminación la asumieron y la legitimaron intelectuales tan 
prestigiosos como Kant, Rousseau y Locke. Rousseau proponía que para los 
“…varones la política, la jerarquía, la cultural, el temple, el valor y el acuerdo. Para las 
mujeres, el arreglo de la casa, la obediencia, la dulzura y en general facilitar la libertad 
y el éxito de los varones…”. No es casual que hace quince años se admitía en muchos 
países, que la mujer podía ser sometida sexualmente mediante violencia por su 
marido, sin que cometiera el delito de violación. La historia de la institución matrimonial 
demuestra poca compatibilidad con los derechos fundamentales; se ha tenido que 
hacer un gran esfuerzo, que todavía no ha concluido, para que el matrimonio sea 
compatible con las libertades fundamentales. No ha sido una institución que haya 
propiciado la dignidad y la autonomía de las mujeres; su historia es 
constitucionalmente impresentable, por esta razón estimo que el matrimonio no es un 
derecho humano fundamental.. La imposibilidad que dos personas del mismo sexo no 
puedan contraer matrimonio conforme al marco jurídico tradicional, no conculca ningún 
derecho constitucional, pues en materia afectiva, no es la autoridad política la que 
legitima y reivindica tales uniones. El análisis crítico y los trabajos de investigación que 
han hecho destacadas intelectuales costarricenses como Yadira Calvo y Eugenia 
Rodríguez, demuestran que el matrimonio ha sido más una institución de control sobre 
las mujeres que un espacio que haya propiciado el desarrollo de su dignidad. Lo que 
no puede hacer el Estado es impedir que los ciudadanos, ejerciendo su libertad, 
constituyan las relaciones afectivas que estimen convenientes, salvo las limitaciones 
que prevé el artículo 28 de la Constitución Política. En este sentido, las parejas del 
mismo sexo, no tienen ninguna limitación. El reconocimiento constitucional del 
matrimonio que contiene el artículo cincuenta y dos, responde a una tradición socio-
cultural que tiene poca relación con la historia política de la libertad. Esta es la razón 
por la que se reconoció la unión de hecho, como una manifestación alternativa de la 
forma en que las personas consideran que deben expresar su afecto, sin necesidad 
que exista una intervención estatal. Los efectos de las uniones sí tienen trascendencia 
constitucional respecto de la descendencia, los bienes y la ayuda económica solidaria. 
Empero, respecto a la legitimidad y pertinencia de una relación afectiva entre dos 
personas, la intervención del Estado no es determinante ni constitucionalmente 





criminalizara la homosexualidad, sí se estarían conculcando derechos tan importantes 
como la intimidad y la dignidad.  
No me cabe la menor duda que uno de los elementos decisivos en esta polémica, es 
la intolerancia de una sociedad que asume, erróneamente, la homogeneidad y que 
ignora el derecho a ser diferente, siempre que tal disidencia no exceda los límites que 
fija el artículo 28 de la Constitución Política. En la historia trágica de la intolerancia, el 
caso del escritor irlandés Oscar Wilde, es paradigmática. Su vida se malogró a causa 
de la intolerancia de una sociedad que no admitía que su preferencia afectiva no fuese 
heterosexual. Este drama lo describe muy bien el escritor en su obra: “De profundis- 
La tragedia de mi vida”, al señalar los efectos lacerantes y trágicos de una sociedad 
que tradujo su intolerancia en normas penales que reprimían la homosexualidad y que 
permitieron el enjuiciamiento y condena de Wilde, a quien se le impuso dos años de 
trabajos forzados en la cárcel de Reading. El escritor irlandés capta muy bien la 
esencia de la intolerancia que ha reprimido sin rubor a los que se cataloga como 
diferentes, despojándolos de su dignidad, tal como ha ocurrido con los negros, las 
mujeres, los homosexuales, los judíos, los árabes, los indígenas, etc; la lista es 
interminable, sin embargo, vale la pena recordar los efectos de estas “sentencias 
sociales” dictadas desde el podio del prejuicio y la intolerancia. La sensibilidad de 
Wilde capta muy bien los efectos de la represión que se sustenta en la intolerancia, 
cuando en la obra mencionada describe su dolor y su drama, en los siguientes 
términos: “…En todos nuestros procesos nos jugamos la vida, así como todas las 
sentencias son para nosotros sentencias de muerte. Y yo he sido procesado tres 
veces. La primera vez abandoné la sala para quedar detenido; la segunda, para ser 
conducido de nuevo a la prisión, y la tercera, para irme dos años a la celda de un 
presidio. La sociedad, tal como la hemos ordenado, no me reserva ningún puesto, ni 
puede brindarme ninguno: pero la naturaleza, cuya dulce lluvia cae lo mismo sobre los 
justos que sobre los pecadores, tendrá en las rocas de sus montañas alguna 
hendidura en que me pueda refugiar y valles ocultos en cuyo silencio me sea dado 
llorar libremente. Ella hará que la noche se pueble de estrellas, para que yo, en el 
destierro, pueda caminar seguro en las tinieblas. Y hará que el viento borre las huellas 
de mis pasos, para que nadie pueda perseguirme y dañarme. Lavará mis faltas en la 
inmensidad de sus aguas y me curará con sus hierbas amargas. (………..). ¡ Cuán 
mezquino y estrecho es este nuestro siglo, y qué poco apropiado a sus vicios ! Al éxito 
le da un palacio de porfirio, pero no tiene siquiera una choza para la vergüenza y el 
dolor. Cuánto puede hacer por mí es invitarme a cambiar de nombre, cuando la misma 
Edad Media hubiérame ofrecido el capuchón de monje o el cubrefaz del leproso, tras 
los cuales hubiera podido vivir en paz…..”. La acción planteada tiene relación con la 
intolerancia, cuyo sustento y esencia no puede disiparse en esta instancia 
constitucional. Si hubiese verdadera tolerancia y respeto por las opciones diferentes, 
el reconocimiento estatal de la unión entre personas del mismo sexo, no tendría 
trascendencia. La jurisdicción constitucional abre espacios de libertad y puede ampliar, 
en algunas ocasiones, el contenido y alcance de los valores democráticos, pero en 
este caso, el activismo judicial no puede exceder una clara y definida tradición socio-
histórica que ha determinado que el matrimonio es una institución aplicable a los 
heterosexuales. Esta autocontención de la jurisdicción constitucional no excluye, de 
ninguna manera, la actividad del parlamento, como expresión directa de la voluntad 
popular, para que adopte las medidas que estime pertinentes a favor de las personas 
del mismo sexo que conviven en una unión estable y que enfrentan imprecisiones 





social y otras instancias de vocación solidaria, cuando fallece alguno de sus 
integrantes o se produce la ruptura. En una sociedad pluralista, al igual que se resolvió 
en el caso de las uniones de hecho, la autoridad política por excelencia como el 
parlamento, debe propiciar múltiples opciones para que las personas que sin constituir 
un matrimonio, en su visión tradicional, puedan encontrar un marco jurídico legal que 
contemple las particularidades derivadas de una convivencia en la que se crea una 
relación de solidaridad y afecto.  
Fernando Cruz Castro  
 
 
 
 
 
 
  
